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Resumen 

Objetivo: Determinar de qué manera la falta de plazo de caducidad influye en la seguridad 

jurídica del proceso judicial de impugnación de sanciones disciplinarias impuestas a 

trabajadores del sector privado. Método: El presente estudio se desarrolló bajo un enfoque 

cualitativo, con diseño de teoría fundamentada, utilizándose la guía de entrevista como 

instrumento de investigación. La muestra estuvo conformada por 10 abogados especialistas en 

la materia del derecho laboral, seleccionados por su experiencia en la materia. Resultados: Los 

datos recolectados fueron analizados mediante la codificación a través del programa Atlas ti, 

lo que ha permitido establecer que la ausencia de plazo de caducidad para impugnar sanciones 

disciplinarias influye negativamente en la seguridad jurídica del proceso judicial de 

impugnación de sanciones disciplinarias conservativas impuestas a trabajadores del sector 

privado, generando afectación a los derechos y principios en el desarrollo del proceso. 

Conclusiones: Los resultados han permitido concluir que resulta necesario establecer un plazo 

de caducidad del derecho impugnatorio mediante una norma positiva que permita a todos los 

interesados tener conocimiento de la vigencia de su derecho que le permita concurrir ante un 

órgano jurisdiccional a exigir justicia. 

Palabras clave: sanción disciplinaria, impugnación, caducidad, ley, proceso laboral. 
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Abstract 

Objective: To determine how the non-existent Expiration Period to appeal conservative 

disciplinary sanctions imposed on Private Sector Workers, influence on the legal certainty of 

the judicial process. Method: This study was conducted using a qualitative approach, with a 

grounded theory design, and using an interview guide as a research instrument. The sample 

consisted of ten lawyers specializing in labor law, selected for their experience in the field. 

Results: The data collected were analyzed through coding using the Atlas ti program, which 

allowed us to establish that the absence of a statute of limitations for challenging disciplinary 

sanctions negatively influences the legal certainty of the judicial process for challenging 

conservative disciplinary sanctions imposed on private sector workers, generating an impact 

on rights and principles throughout the process. Conclusions: The results led to the conclusion 

that it is necessary to establish a statute of limitations for the right to appeal through a positive 

rule that allows all interested to be aware of the validity of their right to appear before a judicial 

body to demand justice. 

Keywords: disciplinary sanction, appealing, expiration period, law, labor judicial 

process. 
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I. INTRODUCCIÓN 

El presente estudio surge a raíz del análisis de la ausencia de límites al derecho de 

acción del trabajador relacionado a la impugnación, ante un órgano jurisdiccional, de una 

sanción disciplinaria conservativa impuesta a una persona que labora en el sector privado; esto 

debido a que la norma ha omitido pronunciamiento respecto al plazo de caducidad para los 

procesos de impugnación disciplinaria distintas al despido, dando lugar a un vacío legal en la 

norma laboral vigente. 

Empero, teniendo en cuenta que los plazos de caducidad representan un corte definitivo 

del derecho y la acción de aquel que quiere acudir a instancias judiciales en busca de solución 

a un conflicto; su aplicación, así como el tiempo perentorio que se determine, debe ser justo 

para las partes que intervienen en dicho proceso judicial. 

Ahora bien, teniendo en cuenta que la normativa laboral en general se encuentra 

dividida en varias leyes; por un lado se tiene que la Ley N.º 29497, Nueva Ley Procesal del 

Trabajo (2010) permite la impugnación ante instancias judiciales de todas aquellas sanciones 

disciplinarias conservativas aplicadas en el marco de un vínculo laboral originado en el régimen 

de la actividad privada; por otro lado, Decreto Supremo N.º 003-97-TR, Texto Único Ordenado 

del Decreto Legislativo N.º 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral (1997) no 

señala un límite a este derecho impugnatorio; es por ello que, este estudio evalúa los derechos 

que respaldan a las personas que laboran en el sector privado y a los diferentes empleadores, 

con la finalidad de exponer las consecuencias del señalado vacío legal y la necesidad de 

establecer mediante ley un plazo de caducidad que resulte justo y adecuado; más aún, ante la 

existencia de un IX Pleno Jurisdiccional Supremo en materia laboral que propone un plazo de 

caducidad para estos casos y que  ha sido un criterio referencia para algunos jueces al momento 

de atender estos procesos judiciales con dicha pretensión.. 
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1.1. Descripción y formulación del problema 

1.1.1. Descripción del problema 

Los procesos judiciales de impugnación de sanciones disciplinarias conservativas 

provienen de la existencia de una sanción disciplinaria a un trabajador, la misma que como 

señala Fernández (2015) la sanción disciplinaria se fundamenta en el poder disciplinario, el 

cual resulta ser una autotutela para la empresa, aplicable con la finalidad de restablecer el 

ordinario funcionamiento de las labores productivas y el trabajo propiamente, cumpliendo una 

función aflictiva contra el asalariado e intimidándolo de cometer una nueva falta a través de 

una sanción; en ese sentido, las medidas disciplinarias conservativas se imponen al subordinado 

que ha incurrido en una falta o incumplimiento a sus obligaciones originadas del contrato de 

trabajo; sin que ello ocasione la extinción del contrato de trabajo, si no que pretenden prevenir 

una nueva falta por parte del trabajador. No obstante, ocurre en la realidad que, existen casos 

donde el empleador sanciona al trabajador sin emplear ningún procedimiento, de manera 

injustificada, pudiendo incluso sancionar de manera arbitraria sin pruebas que acrediten la falta 

o incumplimiento cometido, lo que obliga al trabajador a reclamar dicho injusto ante alguna 

autoridad que permita salvaguardar sus derechos. 

En esa misma línea, el Artículo 7º del Decreto Supremo N.º 017-93-JUS, Texto Único 

Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial (1993) reconoce la obligación del Estado de 

posibilitar el acceso a un órgano jurisdiccional a fin de obtener justicia; de ahí que, en el 

supuesto que el trabajador no se encuentre de acuerdo con la sanción que se le haya impuesto, 

éste tiene derecho a impugnar dicha medida sancionatoria ante los órganos jurisdiccionales, 

ejerciendo su derecho a obtener justicia a través de las instancias judiciales. 

Al respecto, si bien la Ley N.º 29497, Nueva Ley Procesal Del Trabajo (2010) señala 

en su Título Preliminar que corresponde a los juzgados laborales resolver conflictos jurídicos 

originados de la prestación de servicios de carácter personal, laborales o civiles; siendo así, la 
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norma permite que el trabajador de una empresa privada que haya sido afectado por una sanción 

disciplinaria pueda accionar judicialmente; no obstante, la norma laboral presenta un vacío 

legal, al no haber limitado el derecho del trabajador de poder impugnar judicialmente una 

medida disciplinaria, llámese caducidad de dicho derecho, convirtiéndose en indeterminado en 

el tiempo, hecho que permite al trabajador impugnar una medida disciplinaria que se le haya 

impuesto en cualquier momento. 

Ahora bien, el IX Pleno Jurisdiccional Supremo en materia laboral (2022) en su 

Acuerdo 3.1. propone la modificación del artículo 36 del Decreto Supremo N.º 003-97-TR, 

Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo N.º 728, Ley de productividad y competitividad 

laboral, otorgando treinta días como plazo máximo para impugnar sanciones disciplinarias 

conservativas ante el Poder Judicial, lo cual ha venido siendo aplicado por algunos órganos 

jurisdiccionales como se verá más adelante; sin embargo, dicha aplicación se halla en conflicto 

con otras normas como la establecida en el Código Civil respecto a que “Los plazos de 

caducidad los fija la ley, sin admitir pacto contrario” (Código Civil, 1984, Artículo 2004) y en 

el caso, aun no hay norma legal que fije un plazo de caducidad; lo que de manera inevitable 

conlleva a cuestionarse que norma aplicar, pues conforme a lo establecido por el Artículo 139 

inciso 8 de la Constitución política del Perú, la cual señala que “El principio de no dejar de 

administrar justicia por vacío o deficiencia de la ley. En tal caso, deben aplicarse los principios 

generales del derecho y el derecho consuetudinario.” (Constitución Política del Perú, 1993, 

Artículo 139).  

En este punto, el Grupo Parlamentario Fuerza Popular ha propuesto como iniciativa 

legislativa materializada en el Proyecto de ley 5538-2022-CR (2023) la incorporación de un 

plazo perentorio para impugnar judicialmente alguna sanción disciplinaria conservativa, siendo 

el mismo que el señalado en el IX Pleno Jurisdiccional Supremo en materia laboral; sin 

embargo, a la fecha este Proyecto de Ley no ha sido debatido en el pleno del legislativo. 
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Bajo esa tesitura, como bien se ha señalado antes el artículo 139 de la Constitución 

Política del Perú (1993) instituye que los administradores de justicia están obligados a emitir 

fallos que cumplan con el debido proceso y tutela jurisdiccional; imperativo que implica 

atender las demandas que ingresen a un despacho judicial, generando una garantía procesal 

para el accionante, quien concurre a instancias judiciales para salvaguardar sus derechos y 

encontrar justicia; cierto es también que los derechos no pueden ser ilimitados, dado que 

perjudican los derechos de otros, por lo que resulta necesario establecer un tiempo perentorio 

por el cual se determine un vencimiento al derecho de demandar la impugnación de sanciones 

disciplinarias conservativas ante el Poder Judicial; en ese sentido, atendiendo a que la 

normativa establece que “la caducidad extingue el derecho y la acción correspondiente” 

(Código Civil, 1984, Artìculo 2003); imponer un plazo de vencimiento de un derecho, como 

es la caducidad, exige que dicho plazo de caducidad resulte ventajoso para la eficacia de un 

proceso judicial en materia laboral en nuestro país. 

En el ámbito internacional, la legislación laboral argentina, el Decreto 390/1976, Ley 

N.º 20.744, Texto ordenado del régimen de contrato de trabajo (1976) declara abiertamente la 

potestad que tiene el empleador para sancionar a un trabajador por razones disciplinarias, 

considerando otorgar al trabajador un periodo máximo de 30 días en el que puede cuestionar 

dicha medida, solicitando la variación, extensión o procedencia de la medida disciplinaria; 

velando porque la sanción disciplinaria que se disponga se encuentre en pro de la perpetuidad 

del contrato.  

De igual forma, la legislación española, mediante Real Decreto Legislativo 2/1995, Ley 

de Procedimiento Laboral (1995) establece expresamente un plazo de veinte días para 

impugnar sanciones en la vía judicial, precisando que contra la sentencia que resuelve el caso, 

no procede recurso impugnatorio, con excepción de sanciones por faltas muy graves que el 

Juzgador considere; así pues se observa que la normativa española restringe el principio de 
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pluralidad de instancia al impedir interponer recurso impugnatorio contra sentencias dictadas 

relacionadas a demandas que pretendan la nulidad de las sanciones disciplinarias impuestas. 

En suma, se advierte que las normativas internacionales señaladas incluyen un plazo 

para impugnar o apelar las sanciones disciplinarias que se le impone a un trabajador, poniendo 

en cuestionamiento la necesidad de establecer un tiempo determinado de carácter perentorio 

para impugnar alguna medida disciplinaria conservativa, en el marco de la situación social y 

jurídica de nuestro país. 

Muy por el contrario, la legislación laboral en Colombia, el Código Sustantivo del 

Trabajo (1950) establece que previo a la imposición de una sanción disciplinaria el empleador, 

también llamado “patrono” debe permitir al trabajador la oportunidad de ser oído en conjunto 

con dos integrantes del sindicato; así pues, ha previsto establecer una doble instancia dentro de 

la misma empresa, reglamentando el procedimiento disciplinario para sancionar a un trabajado, 

y permitiendo a los trabajadores impugnar una medida disciplinaria mediante un recurso de 

apelación dentro del mismo centro de trabajo, incluso antes de acudir a instancias judiciales 

laborales a demandar. 

Por lo expuesto, el presente estudio está enfocado en evaluar la necesidad de que 

mediante ley exista un plazo por el cual caduque el derecho de demandar la impugnación de 

medidas disciplinarias conservativas ante el Poder Judicial en relación con la seguridad jurídica 

que debe ofrecer los procesos judiciales; ello en razón del examen integral de las leyes vigentes 

sobre medidas disciplinarias a trabajadores del sector privado, la doctrina y resoluciones 

judiciales que resulten pertinentes; considerando que actualmente existe un vacío legal que lo 

regule y que frente a ello, se ha propuesto un plazo mediante el IX Pleno Jurisdiccional 

Supremo en Materia Laboral; procurando que se salvaguarden los principios y derechos que 

protegen tanto de los trabajadores como de las empresas del sector privado.  
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1.1.2. Formulación del problema 

Problema general. 

¿De qué manera la falta de plazo de caducidad influye en la seguridad jurídica del 

proceso judicial de impugnación de sanciones disciplinarias conservativas impuestas a 

trabajadores del sector privado?  

Problemas específicos. 

PE. 1. ¿De qué manera la ausencia de un plazo de caducidad incide en la estabilidad 

jurídica para los empleadores en el proceso judicial de impugnación de sanciones disciplinarias 

conservativas impuestas a trabajadores del sector privado? 

PE. 2. ¿De qué manera la falta de plazo de caducidad en el proceso judicial de 

impugnación de sanciones disciplinarias conservativas impuestas a trabajadores del sector 

privado genera diversidad de criterios de los jueces? 

1.2. Antecedentes 

1.2.1. Antecedentes Nacionales  

Pascual y Quesquén (2023) en su tesis titulada “Plazo de Caducidad Laboral y la 

Impugnación Judicial de una Sanción Disciplinaria Distinta al Despido”, con el propósito de 

lograr la licenciatura por la Universidad César Vallejo - Sede Chimbote, señala como objeto 

de investigación analizar la aplicación del Art.º 36 del D.S N.º 003 – 97 TR – T.U.O. 278, 

cuando existen casos de procesos de impugnación de sanciones, dado que según el autor existen 

diferentes sentidos de interpretación, por tal motivo, pretende identificar que norma resulta 

aplicable para beneficio del trabajador. El enfoque que utilizó es el cualitativo, con diseño 

básico y utilizando como técnica de recolección la entrevista; todo ello con la finalidad de 

recabar información actual y con ello complementar el análisis documental; concluyendo que 

establecer un plazo perentorio para impugnar una medida disciplinaria distinta al despido 

perjudica al sancionado trabajador porque le impide que pueda acudir a un juzgado, indicando 
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además que la importancia de la problemática no radica en el plazo que se otorgue si no en que 

esto se tipifique.  

San Miguel (2020) en su tesis titulada “La caducidad de la acción en el derecho del 

trabajo vinculado al despido arbitrario”, para recibir el título de abogado por la Autónoma del 

Perú, tuvo como objetivo de estudio examinar la caducidad de la acción impugnatoria en casos 

de despido arbitrario y su impacto en la tutela jurisdiccional efectiva; investigando mediante 

un método de estudio de enfoque cualitativo y aplicando un diseño de investigación descriptiva 

– transversal, usando a la entrevista como instrumento para recolectar datos; con lo cual la 

autora ha podido concluir que la caducidad laboral denota el límite a los derechos laborales, 

para que estos no sean indefinidos, siendo un mecanismo sancionador para los trabajadores que 

no recurren a la instancia correspondiente en su debida oportunidad. 

García (2022) en su tesis titulada “Prescripción extintiva y caducidad, su controvertida 

aplicación en el proceso laboral del distrito judicial de Ayacucho”, para lograr la licenciatura 

en derecho por la Universidad de Huánuco; su estudio se centró en determinar la controversia 

en la aplicación de la prescripción extintiva y la caducidad en el proceso laboral de Ayacucho, 

abordando sus dimensiones; para lo cual utilizó como método de estudio la investigación 

analítica, mediante enfoque mixto; utilizando como instrumentos las fichas de observación y 

fichas de análisis documental para recabar datos; lo que le ha permitido concluir que se requiere 

que la normativa laboral establezca el tiempo y el plazo, cuando se deducen excepciones de 

caducidad. 

Asin (2021) en su tesis titulada “Verificación de las características del derecho de 

acción en plazos de caducidad para despido arbitrario, Juzgado Laboral de Lima, 2018”, para 

recibir el título de abogado por la Universidad Peruana de los Andes; estableció como finalidad 

de investigación revisar las dimensiones correspondientes al derecho de acción tales como la 

caducidad frente al despido arbitrario dentro de órganos jurisdiccionales laborales de Lima; 
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para tal fin empleó un método de estudio inductivo, mediante el diseño de investigación 

descriptiva, implementando la encuesta y entrevista como parte de sus instrumentos para 

recolectar información en campo; lo que le ha permitido concluir que se ha elevado la cantidad 

de procesos por despido arbitrario en los cuales invocan la caducidad del derecho de acción, 

en los casos de despido señalados en el Decreto Legislativo 728. 

Acosta y Huarote (2017) en su tesis titulada “Plazos en el derecho de acción a razón de 

la caducidad en casos de despido arbitrario”, para lograr la licenciatura en derecho en la 

Universidad Autónoma del Perú; tuvo como objeto de estudio explicar cómo el vencimiento 

del plazo para accionar en el ámbito laboral vinculado al despido arbitrario se convierte en una 

limitación; para tal fin empleo un estudio básico, nivel descriptivo – correlacional y con diseño 

descriptivo, utilizando como instrumento para recolectar datos: la encuesta y la entrevista; lo 

cual le ha permitido concluir que el sistema judicial actúa como limitación para los trabajadores 

al restringir su capacidad para recopilar pruebas y peor aun cuando desconoce los derechos 

laborales del trabajador. 

1.2.2. Antecedentes internacionales 

Ramírez (2008) en su tesis de  titulada “La necesidad de reformar el Acuerdo 1090 de 

la Junta Directiva del Instituto Guatemalteco de Seguridad Social para establecer un 

procedimiento de impugnación en contra de las sanciones disciplinarias”, con el propósito de 

obtener la licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales en la Universidad de San Carlos de 

Guatemala, se enfocó en establecer los problemas surgidos producto de la inexistencia de un 

procedimiento a través del cual se pueda para cuestionar las sanciones disciplinarias estipuladas 

en el Acuerdo 1090, con la finalidad de hacer una propuesta de reforma; para tal fin, empleo 

como técnica la investigación documental y análisis de casos relacionados al tema de 

investigación utilizando un método deductivo, analítico y sintético; lo que le ha permitido 

concluir que las personas contratadas en el Instituto Guatemalteco de Seguridad Social no 



17 
 

tienen modo alguno de impugnar la sanción que les hayan impuesto, siendo muy poco los 

trabajadores que recurren a instancias judiciales, lo que produce desgaste físico, económico y 

psicológico al trabajador. 

Angarita et al. (2019) en su monografía de grado denominada “Procedibilidad de la 

acción de tutela en la violación de los principios fundamentales que amparan el derecho al 

trabajo en los procesos disciplinarios en el sector privado”, para lograr la licenciatura en 

Derecho por la Universidad Cooperativa de Colombia, se centró en estudiar la procedencia de 

la demanda de Inconstitucionalidad interpuesta ante la Corte Constitucional de Colombia 

contra empleadores del sector privado en el marco de lo establecido en la sentencia C-593 de 

2014 y la violación de los principios fundamentales en los procesos disciplinarios; para tal fin 

realiza un estudio básico, usando método descriptivo - analítico, de enfoque cualitativo; 

además, utilizando como método de recopilación de información el análisis de documentales; 

lo cual le ha permitido concluir que para sancionar disciplinariamente, debe considerarse el 

Reglamento Interno de Trabajo conforme lo señala el artículo 115 prescrito en el Código 

Sustantivo de Trabajo y las garantías mínimas, tal como también se establece por Sentencia C-

593 de 2014. 

Zapata (2017) en su tesis denominada “La caducidad en el derecho del trabajo vinculada 

a la acción por despido injustificado, improcedente o indebido”, con el propósito de obtener el 

grado de Maestro por la Universidad de Chile; tuvo como objeto de investigación revisar el 

concepto de caducidad en la acción contra el despido, y si esto se ajusta a la teoría de la 

caducidad en materia civil; para ello, hizo como método el análisis documental; lo cual le ha 

permitido concluir  que las adaptaciones de la caducidad en materia laboral en relación al 

despido, son: flexibilización del acto impeditivo basada en la tutela que emerge del derecho 

laboral, suspensión del plazo de la acción de despido autorizada por una ley y el fundamento 

de seguridad jurídica en base a la estabilidad de los derechos de los trabajadores. 
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Riveros (2017) en su estudio de investigación denominado “La caducidad en el derecho 

laboral chileno”, para lograr la licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales por la Universidad 

de Chile; se enfocó en examinar cómo se ha integrado la caducidad en el derecho laboral, la 

normativa especializada y jurisprudencia, y cómo se han abordado las dificultades 

que ha presentado; para tal fin utilizó como método de estudio el análisis dogmático; lo cual le 

ha permitido concluir que se ha presentado dificultades en el cálculo de tiempo perentorio en 

los procedimientos de tutela laboral, ello en cuanto al inicio de la caducidad debido a la 

imprecisión sobre cuando se comete las violaciones de derechos. 

Correa (2018) en su tesis titulada “Caducidad de la acción de despido ineficaz en la 

mujer embarazada”; para la obtención del título de abogado de los juzgados y tribunales de la 

república, por la Universidad Laica Vicente Rocafuerte; tuvo como objetivo investigar si el 

plazo establecido por ley es el factor determinante para que la demanda por despido Ineficaz 

conlleve a que el juez declare la caducidad y, como resultado de ello, se pierda el derecho de 

recibir indemnización o la restitución al puesto de trabajo de la trabajadora en estado de 

embarazo; para tal fin aplicó como método de estudio el inductivo y deductivo, como tipo de 

investigación la documental, descriptivo y exploratorios, empleando como estrategia de 

recolección de información la encuesta y entrevista; de lo cual obtuvo resultados que le han 

permitido concluir que juzgado de trabajo del cantón Guayaquil – Ecuador que existen varios 

expedientes archivadas por despido ineficaz de mujeres embarazadas; por tal motivo, la ley 

debe perfeccionarse y reformarse conforme sea necesario. 

1.3. Objetivos 

- Objetivo general 

Explicar de qué manera la falta de plazo de caducidad influye en la seguridad jurídica 

del proceso judicial de impugnación de sanciones disciplinarias conservativas impuestas a 

trabajadores del sector privado. 
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- Objetivos Específicos 

OE. 1. Determinar de qué manera la ausencia de un plazo de caducidad incide en la 

estabilidad jurídica para los empleadores en el proceso judicial de impugnación de sanciones 

disciplinarias conservativas impuestas a trabajadores del sector privado. 

OE. 2. Evaluar de qué manera la falta de plazo de caducidad en el proceso judicial de 

impugnación de sanciones disciplinarias conservativas impuestas a trabajadores del sector 

privado genera diversidad de criterios de los jueces. 

1.4. Justificación 

1.4.1. Justificación teórica  

La presente investigación resulta importante porque la caducidad es una figura jurídica 

que tiene efectos irreversibles, que dan término a un derecho, impidiendo la posibilidad de 

hacer valer dicho derecho en un futuro; no obstante, aun cuando esto puede resultar perjudicial 

para el titular del derecho, resulta ser necesario establecer en la ley un plazo, a fin de no afectar 

los derechos de otros. En ese sentido, ante la ausencia de un plazo de caducidad en el proceso 

judicial de impugnación de sanciones disciplinarias conservativas, se evalúa la necesidad de su 

implementación la aplicación de dicha figura jurídica debe estar prescrita en la ley y el plazo 

perentorio que se imponga debe ser adecuado, procurando la protección de los derechos 

laborales de los trabajadores del sector privado. Bajo esa tesitura, resulta importante evaluar 

las normas legales que enmarcan los procesos judiciales de impugnación de medidas 

disciplinarias distintas al despido, así como la doctrina y la jurisprudencia que se encuentre 

relacionada, a fin de determinar la aplicación de un plazo de caducidad. 

1.4.2. Justificación práctica  

La presente investigación es imprescindible porque a través de esta se pretende analizar 

la situación jurídica en la que se encuentran sometidas las partes procesales intervinientes en 

un proceso judicial de impugnación de sanciones disciplinarias conservativas, con la finalidad 
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de identificar los problemas que surgen ante la ausencia de un plazo de caducidad fijado por 

ley en los procesos judiciales antes señalado. Todo ello con la finalidad de exponer la exigencia 

de establecer este plazo perentorio; considerando las consecuencias legales y sociales que 

puedan ocurrir a raíz de la fijación de un plazo perentorio; así como, evitar problemas al 

momento de emitir un veredicto en la procedencia de una demanda de impugnación de 

sanciones disciplinarias conservativas. 

1.4.3. Justificación metodológica  

El presente estudio se sustenta en el procedimiento de investigación de tipo cualitativo 

con diseño teoría fundamentada, porque a través de entrevistas, utilizando las categorías y 

subcategorías propias de las variables del problema de investigación, se ha obtenido resultados 

coherentes con los objetivos de la investigación y que dan respuesta a la problemática 

formulada; las cuales se respaldan en el análisis documental de diversas fuentes de información 

como normas legales, doctrina, libros de consulta, revistas y otros que resulten necesarios para 

respaldar la presente investigación; asimismo, se realizó cumpliendo con el reglamento de 

Grados y Títulos que establece la Universidad Nacional Federico Villarreal y las reglas 

estándar de investigación que establece la comunidad científica. 

1.4.4. Justificación social 

La problemática desarrollada en el presente estudio es importante porque involucra a 

todos los trabajadores de las empresas privadas quienes se encuentran sujetos a la normativa 

vigente del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo N.º 728, Ley de Productividad y 

Competitividad Laboral; principalmente, a aquellos trabajadores que han sido sancionados con 

una medida disciplinaria conservativa y deciden acudir a las instancias judiciales para 

impugnar dichas sanciones. 

Dado que, si bien existe un vacío normativo respecto a un plazo de caducidad para 

impugnar una sanción disciplinaria, se tiene también la reforma legal señalada en el Proyecto 
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de ley 5538-2022-CR y el IX Pleno Jurisdiccional Supremo en Materia Laboral pretende 

modificar el artículo 36 del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo N.º 728, Ley de 

Productividad y Competitividad Laboral, con la implementación de un plazo de caducidad 

ascendente a treinta días para impugnar una sanción disciplinaria conservativa ante el Poder 

Judicial; en ese contexto, son los trabajadores del sector privado sobre quienes recae 

principalmente las consecuencias de una reforma a la norma citada, por lo que es 

imprescindible determinar la exigibilidad de fijar un tiempo perentorio que se propone para 

acudir a instancias judiciales a reclamar contra alguna sanción disciplinaria conservativa como 

la amonestación o suspensión sin goce de haber. 
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II. MARCO TEÓRICO 

2.1. Bases teóricas sobre el tema de investigación 

2.1.1. Principios del derecho laboral 

2.1.1.1. Principio de Legalidad. El principio de legalidad tal como señala el Tribunal 

Constitucional, quien lo define como “El principio de legalidad se manifiesta o concretiza 

mediante el subprincipio de tipicidad o taxatividad, que impone que las conductas prohibidas 

(entiéndase faltas laborales) que conllevan sanciones de índole laboral” (Expediente N.º 03169-

2006-PA/TC, 2008, pp. 3); en tal sentido, obliga al empleador a tipificar en el reglamento 

laboral propio de la empresa, las obligaciones del trabajador como las sanciones disciplinarias 

que puede imponer ante un incumplimiento de obligaciones del asalariado. 

Así también, señala García (2012) este principio actúa como revalidador de la 

imparcialidad, puesto que tiene que estar presente como norma general antes de que ocurra 

determinado hecho de relevancia jurídica; de esta forma se describe al principio de legalidad 

como garantista de la imparcialidad obligatoria en cada proceso.  

Estando a la anterior, observamos que este principio de legalidad, advierte la necesidad 

de que todo aquello exigible a la persona, deba estar prescrito en la norma; en ese sentido, 

observamos que en el Código Civil, el cual ha señalado que: “Los plazos de caducidad los fija 

la ley, sin admitir pacto contrario” (Código Civil, 1984, Artículo 2004); se reafirma dicho 

principio, siendo que de esta forma, la ley es el único instrumento mediante el cual, deba 

consignarse un plazo de caducidad para cada caso específico de manera expresa y de esta forma 

aplicado por cada uno de los Órganos Jurisdiccionales. 

2.1.1.2. Principio de Razonabilidad. Para el jurista Zavala (2011) el principio de 

razonabilidad viene a ser un límite. Cierto es pues, el empleador debe tener en cuenta que 

medida resulta adecuada de aplicar para sancionar al trabajador, basando su criterio en los 

medios probatorios recogidos, la responsabilidad e intencionalidad u otros factores que estime 
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conveniente teniendo un criterio justo para decidir la sanción que se ajusta al tipo de falta o 

incumplimiento realizado. En tal sentido, conforme establece García (2010) mediante el 

principio de razonabilidad se espera aminorar situaciones de arbitrariedad y abuso de 

autoridad.  

2.1.1.3. Proporcionalidad. La proporcionalidad surge como instrumento que actúa en 

conjunto con el principio de razonabilidad, cuando surge un conflicto que impide determinar 

fácilmente cual es la opción más adecuada. Tal como señala Zagrebelsky (2015) es una 

herramienta creada para que en cada caso concreto se implemente una relación de precedencia 

condicionada; así pues, la proporcionalidad, viene a ser una herramienta que permite decidir – 

en el caso de procedimientos laborales de sanción disciplinaria – cual es la sanción más idónea 

aplicable al trabajador y cual será necesaria según cada caso que el empleador deba evaluar. 

Así también, en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, signada en el Expediente 

N.º 0760-2004- AA/TC (2005) prevé que el principio de proporcionalidad es un test usado para 

evaluar cada acto de la autoridad estatal que tenga incidencia sobre algún derecho 

constitucional; en dicha forma, este actúa como mecanismo protector, a quien no se le podrá 

sancionar sin antes haberse realizado una valoración correcta para determinar cuál es la medida 

disciplinaria que resulte proporcional al incumplimiento o falta cometida. 

2.1.1.4. Principio de inmediatez. El principio de inmediatez para el jurista García et 

al. (2013) la inmediatez requiere que entre el momento en que ocurre la presunta falta grave y 

el empleador se da cuenta de la existencia de una falta y decide su proceder al respecto, haya 

un tránsito rápido, pacífico y se lleve con naturalidad. En ese sentido, el principio de inmediatez 

se convierte en obligación para el empleador de realizar un procedimiento disciplinario de 

manera inmediata en que se ha detectado la comisión de una presunta falta, realizando las 

acciones correspondientes para determinar la necesidad de imponer una falta con celeridad 

posible, en un tiempo razonable. 
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2.1.1.5. Principio protector. En términos de Munita (2016) se refiere al principio 

protector como el principio de condición o norma más favorable, el cual pone fin a la jerarquía 

vertical existente en las fuentes del Derecho laboral, para que aun cuando exista una norma que 

resulta de ser de menor jerarquía que otra, se aplique la que resulte más favorable.  Ciertamente, 

este principio viene a ser la principal garantía ofrecida por el derecho laboral, eliminando las 

desigualdades existentes entre el trabajador y su empleador, convirtiéndose en un amparo para 

aquel quien se encuentra subordinado respecto de la empresa en la labora; constando de tres 

reglas principales, siendo estas las siguientes: 

A. Aplicación de la norma más favorable. Al respecto, García (2016) señala que 

esta regla no se preocupa por la derogación de una norma, si no que esta pueda aplicarse todavía 

para los demás.  Efectivamente, en el transcurso de los años, los legisladores han realizado un 

sinfín de modificaciones o derogatorias a la normativa; empero, en justicia laboral, la norma 

brinda seguridad jurídica al trabajador, evitándole la aplicación de normas que resulten más 

gravosas, como una forma de protegerlo de alguna circunstancia desfavorable. 

B. Aplicación de la condición más beneficiosa. Para García (2016) importa la 

aplicación de una norma que existe previo a la nueva norma y que resulta más beneficiosa. De 

manera similar a la norma más favorable, en cuestiones donde el trabajador se encuentre en 

circunstancias más cómodas con el pleno disfrute de sus derechos; no puede admitirse una 

norma que interfiera en sus derechos., sea cual fuere y que le perjudique inevitablemente. 

C. In dubio Pro-Operario. Esta regla va a unificar las anteriores, pretendiendo que 

dar mayor apoyo al trabajador, de tal manera que resulte beneficiado. Para Arévalo (2004) este 

lineamiento se aplicará cuando exista una duda respecto de la norma aplicable y el sentido que 

esta pretende darle, donde no se tenga más remedio que ser resuelta liberando al demandado 

de la demanda iniciada en su contra. 
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En dicha forma, tal como precisa Castillo et al. (2015) manifiesta que cuando existan 

distintas interpretaciones de una ley, se debe acoger al que le resulte más ventajoso al 

trabajador; por lo tanto, cuando se tenga una duda respecto de algo y que en dicha circunstancia 

se deba tomar una decisión que pudiera afectar al trabajador, debe elegirse la opción menos 

gravosa. 

2.1.2. El contrato de trabajo: Empleador - trabajador 

El contrato laboral, como lo define Puntriano et al. (2019) es la relación de carácter 

económico-jurídico mediante el cual la persona contratada está obligado a brindar servicios 

personales o realizar un proyecto o tarea bajo la supervisión continua y la dirección de su 

empleador, con el fin de percibir una retribución. De ahí que, si el trabajador cumple con sus 

obligaciones, este es retribuido en los términos que se haya pactado en el contrato. 

Siendo ello así, los contratos laborales, dada su naturaleza cuentan con los siguientes 

elementos esenciales:  

2.1.2.1. La Prestación Personal de Servicios. En términos de Puntriano et al. (2019) 

viene a ser las actividades realizadas por un trabajador, el cual tiene exigencia legal para aquella 

persona que se encuentre sujeto a un contrato de trabajo. En dicha forma, todo aquel que se ha 

sometido a un contrato laboral se encuentra obligado a realizar las actividades a lo cual se ha 

comprometido por escrito, actividades que deben ser ejecutadas por el contratado. 

2.1.2.2. La Remuneración. Tal como se establece en el Decreto Supremo N.º 003-97-

TR Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo N.º 728, Ley de Productividad y 

Competitividad Laboral (1997) la norma considera a la remuneración como la totalidad 

percibida por la persona que trabaja por haber desempeñado la actividad para la que fue 

contratado, la cual puede ser pagada en distintas formas según se pacte; en ese sentido, la 

remuneración es el pago percibido por la actividad desarrollada por el empleado, en cualquiera 

de sus modalidades, llámese la remuneración; siendo ello así, para que una actividad pueda ser 
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clasificada como trabajo, debe ser retribuida con un monto dinerario u otro que represente el 

pago por la actividad realizada. 

2.1.2.3. La subordinación. En términos de Arévalo (2016) la subordinación está 

vinculada con las obligaciones que debe cumplir el trabajador, quien debe ponerse a 

disposición de lo que su empleador solicite, desarrollando sus labores en los términos 

acordados en el contrato y bajo la dirección de su superior, conforme a la norma, convenio 

colectivo o costumbre. Es dicha razón, toda actividad que desarrolla el trabajador se encuentra 

bajo constante fiscalización debido a que el empleador busca garantizar que el trabajador se 

desempeñe cumpliendo con sus responsabilidades laborales establecidas en el contrato. 

Dicho en esos términos, tal como se regula en el Artículo 4 del Decreto Supremo N.º 

003-97-TR, Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo N.º 728, Ley de Productividad y 

Competitividad Laboral (1997) en la totalidad de contratos de trabajo en el cual no se establezca 

una fecha limite, se presume que este es indefinido; de ahí que, se infiere que los contratos de 

trabajo, generan una relación de subordinación del trabajador al ejercicio al poder de directriz 

impartido por su empleador y; tal como establece Neves (2018) la relación subordinante resulta 

ser el vínculo jurídico que surge entre el trabajador y el empleador, donde el trabajador ofrece 

el poder para que lo dirijan; por lo tanto, el empleador es quien definirá las formas y 

modalidades de trabajo, generando una serie de obligaciones al trabajador que deben ser 

cumplidas, dando lugar a la facultad fiscalizadora y disciplinaria del empleador, en caso de 

incumplimiento deberes. 

2.1.3. Facultad disciplinaria - sancionadora del Empleador en el sector privado 

La potestad disciplinaria, tal como señala Espinoza (2017) es otorgado por ley al 

empleador con la finalidad de prevalecer el orden dentro de la organización empresarial y que 

se pueda desarrollar los objetivos empresariales; siendo así, es claro que cuando una persona 

ingresa a laborar a una empresa del sector privado, el trabajador se somete a obligaciones 
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relacionadas a las funciones que asume en la empresa para que se puedan alcanzar los fines 

productivos de esta.  

En tal caso, como advierte el Tribunal Constitucional en el Expediente N.º 02208-2017-

PA/TC (2020) menciona que las facultades del empleador se dividen en tres importantes 

facultades: La facultad directiva por el cual el empleador emite órdenes a sus trabajadores para 

que desarrollen de manera correcta sus servicios; la facultad fiscalizadora, mediante la que 

supervisa que el trabajador cumpla con realizar sus actividades y la facultad disciplinaria, 

resultando ser la facultad que sanciona los incumplimiento de funciones laborales. 

Ciertamente, el trabajador se somete al poder del empleador por el cual puede dirigir a 

sus subordinados; dicha facultad se desprende del Decreto Supremo N.º 003-97-TR, Texto 

Único Ordenado del Decreto Legislativo 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral 

(1997), el cual prescribe en su Artículo 9° que el contratante tiene facultades de dirigir y 

sancionar ante cualquier incumplimiento de obligaciones por parte del asalariado; no obstante, 

estas facultades tiene como límite los derechos humanos del subordinado, tal como precisa 

Ferro (2019) las medidas que disponga el empleador deben velar por los derechos 

fundamentales de los contratados bajo un ejercicio legítimo del poder de dirección.  

Luego entonces, atendiendo a lo señalado por Puntriano et al. (2019) la finalidad de 

contratar a una persona es la actividad que viene a cumplir; las obligaciones que el trabajador 

debe cumplir producto de su contratación se ejecutan con el cumplimiento de la prestación que 

se ha pactado, desarrollada bajo la dirección de su supervisor o jefe al cual se encuentre 

subordinado. Efectivamente, siguiendo la postura de Puntriano et al. (2019), el empleador 

posee derecho para ordenar al trabajador y darle instrucciones convenientes que considere 

necesarias para alcanzar los propósitos de la empresa a través de las actividades realizadas por 

el trabajador; por lo tanto, el trabajador estará obligado a cumplir sus deberes con la empresa, 

y podrá ser sometido a fiscalización constante por parte de quien lo supervise.  
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Siendo así, como indica Neves (2018) el empleador está facultado para impartir 

instrucciones como reglas generales o reglas válidas para la empresa, las cuales son 

incorporadas con el Reglamento Interno de Trabajo; por lo que es preciso afirmar que las 

obligaciones a las que se encuentra sometido el trabajador son de estricto cumplimiento por el 

trabajador, pudiendo ser sancionador ante el incumplimiento de dichas reglas de trabajo. 

La facultad disciplinaria o sancionadora se define en términos de García et al. (2013) 

como la falta de acatamiento a las obligaciones labores que se desemboca producto de la 

irresponsabilidad del trabajador y cuyo costo dependerá de la gravedad de la falta, lo que puede 

dar lugar a la sanción más leve como a la más grave, hecho que únicamente dependerá de la 

voluntad del empleador contratante. Siendo así, el incumplimiento de sus obligaciones 

laborales hace incurrir al trabajador en responsabilidad, cuya onerosidad dependerá de la 

gravedad de la falta, los más graves incumplimientos atraen sobre si consecuentemente las más 

enérgicas reacciones del ordenamiento jurídico, este pone así en manos del empresario un 

repertorio de posibles medidas sancionadoras de conductas ilícitas del trabajador, la más grave 

y extrema de las cuales es el despido, adjetivado como disciplinario en atención a  su propósito 

punitivo (Montoya, como se cita en García et al., 2013, pp.13). 

Apreciado ello, la facultad disciplinaria obliga al trabajador a someterse bajo las 

órdenes de su empleador, quien a la vez lo fiscaliza y sanciona en caso de incumplimiento de 

obligaciones; el trabajador puede ser sancionado conforme disponga el empleador, quien ejerce 

la facultad de disciplinaria – sancionadora respaldándose en lo establecido por el Artículo 59° 

de la Constitución Política del Perú (1993), mediante el cual el estado promueve la libertad de 

empresa; empero dicho derecho otorgado al empleador siempre será limitado por los derechos 

del Trabajador, generando un clima laboral adecuado con respeto a los derechos del asalariado.  

Efectivamente, el Tribunal Constitucional, órgano supremo de interpretación y 

protector de los derechos constitucionales, en STC N.º 1944-2002-AA/TC determina que:  
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Con relación al principio de primacía de la realidad que, es un elemento implícito en 

nuestro ordenamiento jurídico y, concretamente, impuesto por la propia naturaleza 

tuitiva de nuestra Constitución, este Colegiado ha precisado que en mérito de este 

principio “(...) en caso de discordancia entre lo que ocurre en la práctica y lo que fluye 

de los documentos, debe darse preferencia a lo primero, es decir, a lo que sucede en el 

terreno de los hechos”. (STC N.º 1944-2002-AA/TC, 2002, como se cita en Sentencia 

N.º 3710-2005-PA/TC, 2006, pp. 1). 

De hecho, en la práctica, se observa muchas veces contratos de trabajo – si es que los 

pactan formalmente – no cumplen con los estándares mínimos exigidos por la ley como una 

remuneración mínima legal o no cumplen con el horario de trabajo, siendo muchos trabajadores 

explotados o despedidos injustamente. De ello resulta necesario admitir que las facultades 

otorgadas al empleador lindan con los derechos del Trabajador, por lo que se deben establecer 

reglas que impidan una extralimitación de facultades, generando un clima laboral adecuado 

con respeto a los derechos del asalariado. Es así como el Artículo 9 del del Decreto Supremo 

N.º 003-97-TR, Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo N.º 728, Ley de Productividad 

y Competitividad Laboral (1997) define a la subordinación como la relación existente entre 

una persona que labora bajo la supervisión del empleador contratante y quien a su vez tiene la 

facultad para establecer reglas de estricto cumplimiento en el lugar de trabajo y por las cuales 

se puede sancionar disciplinariamente, pudiendo ordenar el cambio o modificación de turnos 

de trabajo u otros.  

Cierto es que, los contratos de trabajo establecen la subordinación del trabajador al 

ejercicio del poder de directriz impartido por su empleador. Para Neves (2018) “la 

subordinación viene a ser el vínculo de carácter jurídico que surge entre el deudor y acreedor 

de trabajo, donde el deudor realiza actividades para el acreedor, ofreciéndole el poder para que 

lo dirija” (pp. 35); en tanto que el empleador es quien definirá las formas y modalidades de 
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trabajo, conforme a las necesidades que posee la empresa, generando una serie de obligaciones 

al trabajador que deben ser cumplidas, dando lugar a la facultad fiscalizadora y disciplinaria 

del empleador, en caso de incumplimiento deberes. 

2.1.4. Procedimiento disciplinario al trabajador del sector privado 

Los procedimientos disciplinarios realizados por el empleador a su trabajador en el caso 

de las empresas del sector privado, según García (2010) aquel que realiza su trabajo bajo la 

autoridad y control de su empleador, se somete a las facultades de poder ser sancionador 

disciplinariamente enmarcado en los criterios de razonabilidad, según la obligaciones el cual 

el trabajador haya incumplido; y si bien, la normativa vigente no precisa cómo desarrollar un 

procedimiento para aplicar sanciones disciplinarias distintas al despido, se da por hecho que se 

deben respetar los derechos fundamentales del trabajador.  

A mayor abundamiento, el Artículo 26° de la Constitución Política del Perú (1993) 

refiere la importancia de interpretar la norma en la forma que resulte favorable al trabajador, 

siempre que exista una duda en el sentido de dicha ley, en el marco de las relaciones laborales. 

Aquí claramente observamos que artículo antes citado, obliga al magistrado a conceder una 

interpretación favorable en beneficio del trabajador, siendo que tal principio subsume al de 

primacía de la realidad. 

En esa misma línea, reuniéndose los jueces de la Corte Suprema de Justicia de la 

República para celebrar el X Pleno Jurisdiccional Supremo Laboral y Previsional (2023) 

acordaron que cuando el empleador deba aplicar una sanción o medida disciplinaria se deba 

garantizar los principios que competen al debido proceso, de manera que un procedimiento 

disciplinario no vulnere sus derechos del trabajador reconocidos constitucionalmente y le 

permita ejercer su defensa, esto es, que al imponer una medida disciplinaria distinta al despido, 

se deberá garantizar la justicia. Así también, el X Pleno Jurisdiccional Supremo En Materia 

Laboral Y Previsional (2023) menciona que el trabajador debe tener conocimiento de los cargos 
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que se le atribuyen, los mismos que deben estar sustentados con medios de prueba, a fin de que 

tenga la oportunidad de defenderse. 

De lo anterior, se observa que, aunque no se establezca concretamente los pasos a 

seguir, señala la necesidad de otorgar un plazo para presentación de descargos con documentos 

sustentatorios sobre los hechos que se imputan como presunta falta o incumplimiento de 

labores a un trabajador, pretendiéndose con ello hacer un proceso más justo y sin vulneración 

de derechos. Añadiéndose a ello que, el Tribunal Constitucional, también hace énfasis en el 

principio de inmediatez que deba seguir el empleador, así pues en el Expediente N° 00543-

2007-PA/TC (2009) El proceso de sanción disciplinaria en el ámbito laboral se divide en dos 

etapas fundamentales: Por un lado, el proceso de cognición, vistos todos los hechos que ocurren 

después de la comisión de la falta por parte del contratado, se divide en sub etapas: el supervisor 

o jefe toma conocimiento de la falta, califica la conducta como una infracción y se comunica a 

los órganos de control y dirección de la empresa; posterior a ello, se activa el proceso volitivo, 

el cual implica que el empleador a través de su órgano encargado toma de decisión de imponer 

una sanción o despido, considerando factores como la gravedad de la falta, los antecedentes 

del trabajador y la complejidad de la organización empresarial. 

A nivel internacional, en el caso de Colombia, la Corte Constitucional, propone siete 

fases que deben desarrollarse en un procedimiento disciplinario que debiera ser aplicado por el 

empleador, rescatándose de la Sentencia C-593 de 2014 (2014) que el procedimiento 

disciplinario debe ceñirse a una serie de etapas, constituyéndose en la notificación de manera 

formal el inicio de un proceso disciplinario a la persona acusada, luego se le debe dejar claro 

la formulación clara de los cargos, incluyendo las conductas y faltas disciplinarias, en conjunto 

con las pruebas que fundamentan los cargos, de manera que se le de al trabajador la oportunidad 

para que formule su respuesta a los cargos imputados y confrontar las pruebas que se le acusan, 
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seguido a ello, se espera la decisión final motivada y congruente de las autoridades competentes 

y de ser el caso, se impone una sanción proporcional a los hechos. 

De lo anterior, se advierte que las etapas del procedimiento disciplinario se encuentran 

establecidas en la jurisprudencia argentina, protegiendo los derechos del trabajador al invocar 

la obligatoriedad de que esté presente sus descargos ante la imputación de alguna falta 

presuntamente cometida; fases que también son aplicadas por algunas empresas; no obstante, 

existe otras también que, vulnerando el derecho al debido proceso, sancionan 

disciplinariamente al trabajador sin permitirle ejercer su defensa. 

2.1.5. Sanciones disciplinarias conservativas  

Las sanciones disciplinarias conservativas, en términos de García et al. (2013) el 

contratante tiene el deber de aplicar sanciones cuando el trabajador ha cometido alguna falta, 

que aunque ello no importe el despido, se debe igual forma sancionar con una medida correctiva 

para evitar que vuelva a suceder; en tal sentido, estas sanciones disciplinarias, se imponen sin 

la finalidad de extinguir el contrato pactado con el trabajador, si no que se interpone en falta 

que ejerce el trabajador, por el cual incumple las normas internas de la empresa o las 

obligaciones que se originan del contrato de trabajo. 

Ahora bien, para comprender mejor ello, debe entenderse que una persona contratada 

se encuentra de inmediato subordinada a su empleador, para quien deberá cumplir 

determinadas funciones; caso contrario, estaría incurriendo en un incumplimiento de 

obligaciones. Al respecto, la Casación N. º 25354-2018-Lima (2021) aclara que no cualquier 

acción resulta ser un incumplimiento, sino que esta debe estar relacionado con los deberes 

esenciales o las condiciones descritas en el contrato, del cual se desprende que los deberes 

esenciales se refieren a aquellos que se encuentran implícitos pero que son necesarios durante 

el desarrollo de las actividades laborales, como lo es el deber de obediencia o la buena fe. 
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Ciertamente, como se señala en la jurisprudencia citada, es una realidad que el 

empleador se encuentra constantemente fiscalizando al trabajador para que este cumpla con las 

actividades para lo cual fue contratado o cumpla con los deberes esenciales, siendo que estos 

últimos, aunque no están escritas de manera explícita en el contrato, nacen desde que la persona 

se somete al poder de dirección del empleador.  

En esa misma línea, la Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte 

Suprema de Justicia de la República, en la Casación N.º 09483-2012-Cusco (2013) se hace 

énfasis en que los compromisos asumidos por el empleador y trabajador como resultado de un 

contrato, no se restringen a solo las que están expresamente escritas en el acuerdo legal, si no 

que también derivan otras disposiciones normativas que la rigen, así pues, se tiene el artículo 

25 del Decreto Supremo N.º 003-97-TR, que considera a las faltas graves a todas aquellas 

cometidas por el contratado que atenta contra los deberes esenciales que surgen del contrato 

laboral. En efecto, como ha señalado el Superior, el incumplimiento de obligaciones no solo 

ocurre por la inobservancia de los deberes originados del contrato, sino también por el 

incumplimiento de los deberes esenciales como lo es el deber de obediencia a su jefe inmediato, 

al cual está obligado cada trabajador de una empresa. 

 En dicha posición, Pacheco (2013) advierte que la obligación de obedecer tiene su 

origen en la relación de dependencia del contratado con su empleador, dentro del lugar de 

trabajo y bajo la dirección de su subordinante; lo cual apunta hacia la conclusión de que el 

trabajador está obligado a cumplir con sus obligaciones; caso contrario, el incumplimiento de 

esto, da lugar a evaluar la necesidad de iniciar un procedimiento disciplinario en contra del 

trabajador, pudiendo el subordinado ser sancionado a través de este con una medida 

disciplinaria. 

En otros términos, como advierte Toyama (2015) la sanción laboral debe ser el 

resultado derivado de la falta cometida por el trabajador, por razón de causa-efecto entre el 
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incumplimiento y la medida disciplinaria aplicada; en ese sentido, ante un incumplimiento 

laboral del trabajador, invoca a su empleador a ejercer su facultad disciplinaria. 

2.1.6. Tipos de Sanciones Disciplinarias Conservativas 

2.1.6.1. Amonestación. La amonestación puede darse de manera verbal o escrita según 

se considere; en el caso, para Espinoza (2017) la amonestación verbal es sanción leve al 

trabajador, a quien se le comunica de manera oral que ha cometido una falta laboral, con la 

finalidad de que no incurra en la misma conducta. Por otro lado, la amonestación escrita es una 

de las sanciones disciplinarias aplicables a faltas leves, que resulta ser una advertencia para el 

trabajador; como señala García et al. (2013) las amonestaciones escritas pueden imponerse en 

caso de que la falta cometida o las consecuencias de esta, no desaparecen tan pronto en el 

tiempo; así también, cuando la falta cometida es de mayor gravedad y cuando se incurre 

reiteradas veces un hecho que es considerado falta grave. Ante ello, es preciso afirmar que pese 

a ser una sanción leve, su acumulación reiterada de amonestaciones puede resultar perjudicial 

para el trabajador, pues estas se convierten en medios probatorios del reiterado incumplimiento 

de obligaciones por la cual es amonestado. 

2.1.6.2. Suspensión sin goce de haber. Respecto de la suspensión sin goce de haber, 

para García et al. (2013) es la privación al trabajador de asistir a su centro de trabajo por un 

periodo de tiempo, negándole la posibilidad de percibir remuneración por dicho periodo. En 

efecto, esta sanción aplicable a faltas graves que no generan necesidad de despedir al trabajador 

resulta ser perjudicial para quién depende económicamente de la remuneración percibida o 

incluso peor, de los que únicamente tienen como ingreso mensual, la remuneración otorgada 

por sus labores en la empresa. Claro está que, la suspensión sin goce de haber va a afectar 

principalmente de manera económica al trabajador afectado por esta medida, por lo que 

disponer su aplicación merece ser producto de un análisis de la falta que se le imputa y la 

proporcionalidad de la medida disciplinaria. 
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2.1.6.3. Otras sanciones. Tal como señala García et al. (2013) El empleador podría 

imponer otro tipo de sanciones, como sanciones alternativas o complementarias, las cuales 

deben responder a criterios de razonabilidad conforme se encuentra previsto en el artículo 9 de 

la LPCL. Si bien, la Constitución Peruana otorga facultades al empleador para poder dirigir 

bajo sus propias reglas el manejo de su personal contratado y las medidas disciplinarias que 

considere conveniente ante un incumplimiento de obligaciones; es lógico que dichas medidas 

disciplinarias no pueden vulnerar los derechos fundamentales y deben ser sanciones razonables 

según la falta incurrida, de esta forma no se afecta los derechos del contratado y se protege los 

intereses y derechos del contratante. 

2.2. Proceso judicial laboral de impugnación de sanciones disciplinarias  

En términos de Alarcón et al. (2019) el proceso existe por la razón que las personas 

necesitan defender un derecho, por lo que el proceso se convierte en un instrumento para poder 

aplicar la norma. Ahora bien, la normativa vigente permite que la persona afectada por una 

sanciones disciplinaria pueda recurrir al Órgano Jurisdiccional; tal como se advierte en el 

Expediente 27124-2013-0-1801-JR-LA-09 (2013) es el caso la demandante de iniciales S.P.R., 

quién a través del sindicato demandó a su empleadora, una entidad bancaria, impugnando la 

medida disciplinaria con que le sancionaron consistente en dos días sin goce de haber, 

solicitando que se declare nula y sin efecto la carta de sanción de fecha 16 de septiembre del 

2013, emitida por la Sub Gerencia de Bienestar y Relaciones Laborales de la empresa.  

A mayor abundamiento, el Noveno Juzgado Especializado de Trabajo consideró que 

“solo se ha encontrado responsabilidad en uno de los cargos imputados a la actora, por lo que 

al no obrar en autos que dichas conductas sean reiterativas, es que la sanción impuesta no 

resulta proporcional a la infracción cometida” (Sentencia N.º 035-2015-9°JET, 2015, pp. 8); 

por lo tanto, declaró fundada en parte la demanda. Al respecto, si bien es cierto el magistrado 

determinó que no se ha presentado las pruebas suficientes que determinen la existencia de una 
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infracción por parte de la trabajadora, sin embargo, la empleadora emplazada no cumplió con 

desarrollar un procedimiento disciplinario con la debida garantía y protección de derechos, 

vulnerando así el debido proceso.  

No obstante, pese a que dicha decisión fue confirmada mediante en segunda instancia, 

la empresa interpone recurso de casación, donde la Segunda Sala de Derecho Constitucional y 

Social Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, tal como señala en la 

Casación Laboral N.º 04494-2017 – Lima (2018) La autoridad directiva de una empresa 

implica la facultad de sancionar a los empleados, pero su ejercicio debe ser razonable y respetar 

los derechos fundamentales, como el derecho a la defensa, por lo que para garantizar la justicia 

y la transparencia, es esencial que las sanciones disciplinarias se impongan siguiendo un 

procedimiento que permita al trabajador conocer los cargos en su contra y defenderse 

adecuadamente, similar al procedimiento establecido para el despido. 

Este caso específico evidencia la transgresión de principios fundamentales como el 

debido proceso, la presunción de inocencia, el derecho a la defensa, sancionando injustamente 

a la trabajadora, perjudicándola, entre otros, económicamente, motivo por el cual el ad quem 

declara infundado el recurso de casación. Ciertamente, el fallo fue favorecedor para la 

accionante quien recurre a instancias judiciales, no obstante, ello fue producto de un extenso 

proceso que inicia incluso antes de la imposición de la demanda, esto es, desde la carta de 

sanción de fecha 16 de septiembre de 2013 hasta la emisión del fallo en segunda instancia con 

fecha 08 de septiembre del año 2016, esto es, dos años después de que la trabajadora fuera 

sancionada con dos días de suspensión sin goce de haber. 

2.2.1. Derechos del trabajador en el proceso judicial laboral 

2.2.1.1. Derecho de acción. Toda persona tiene derecho de acudir a los Órganos 

Jurisdiccionales para defender sus derechos que consideran vulnerados, como se señala “al no 

haber derecho, de nada vale que exista una pretensión; es mas no tiene como existir de forma 



37 
 

individual” (Alves, 2008, como se cita en Varsi, 2021); ello debido al derecho de acceso a la 

justicia que posee la persona; sin embargo, en algunos casos este derecho de acción se ve 

limitado por el tiempo; por lo tanto, resulta necesario que el interesado recurra a la instancia 

judicial correspondiente a hacer valer su derecho y su pretensión sea atendida. 

Para Alfaro (2018) la acción es uno de los derechos fundamentales inherentes a la 

persona mediante el cual puede recurrir a las instancias judiciales solicitando tutela 

jurisdiccional; y si bien, antes era únicamente considerada como el derecho al proceso, 

actualmente, el derecho de acción constituye también el derecho de acceso a la justicia, donde 

el Estado favorece las condiciones para que una persona pueda acudir ante un órgano 

jurisdiccional. 

Por otro lado, el Artículo III de la Ley N.º 29497, Nueva Ley procesal de trabajo (2010) 

refiere acerca de los fundamentos del proceso laboral deben orientarse a disminuir las 

desventajas a las cuales se encuentra expuesto el trabajador, donde el juez cumple una labor 

importante en la lucha contra la inequidad que existiese entre el contratado y su contratante; 

encontrándose obligado a llevar a cabo un debido proceso, con ejerciendo una tutela 

jurisdiccional efectiva y aplicando el principio de razonabilidad. 

2.2.1.2. Debido Proceso. La Segunda Sala de Derecho Constitucional y Social 

Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, en la Casación N.º 03290-2022 – 

Lima (2023) refiere que el debido proceso es un conjunto de garantías procesales, tanto 

formales como sustanciales, que deben ser observadas en todo procedimiento judicial o 

administrativo para asegurar que la resolución final se ajuste a derecho y sea justa. Ciertamente, 

el debido proceso es una obligación para aquel juzgador quien debe tener un debido cuidado 

de otros derechos como el de la defensa, de presentación de pruebas, a un proceso justo y 

célere; entre otros derechos reconocidos en la constitución.  
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2.2.1.3. Tutela Jurisdiccional efectiva. El derecho constitucional a la tutela 

jurisdiccional efectiva, el cual Ramírez (2014) define como un derecho fundamental que 

permite a cualquier persona acceder a la justicia para proteger o ejercer sus derechos e intereses, 

mediante un proceso que brinde las garantías mínimas necesarias para su efectiva aplicación 

Siendo así, supone el derecho de acudir a las instancias judiciales a defender un derecho 

infringido, siendo la justicia apta para todos. En el caso de impugnación de sanciones 

disciplinarias, la Ley N.º 29497, Nueva Ley procesal de trabajo (2010) ofrece el derecho a la 

tutela jurisdiccional efectiva, permitiendo que aquella persona a quien le han transgredido 

algún derecho laboral pueda recurrir a un juzgado laboral para ejercer su defensa de derechos, 

en la forma y plazo que la ley establece. 

2.2.1.4. Juicio de razonabilidad. El juicio de razonabilidad para Carrasco (1984) ello 

conlleva a analizar los hechos, ya que, a efectos constitucionales, es necesario calificarlos y 

dotarlos de relevancia constitucional, para que la decisión del Tribunal Constitucional tenga un 

sustento sólido y no se base en meras abstracciones; con esa premisa, entendemos que este 

juicio de razonabilidad viene a ser un razonamiento del Juez quien en función de las pruebas 

que tiene y la manifestación de las partes procesales, puede dirigir su decisión respecto de un 

problema. 

A mayor abundamiento, para Cayuso (1999) el control de razonabilidad es un 

instrumento eficaz para el proceso de evaluar una adecuación de la respuesta dada, 

amparándose en la ley, sentencia, principios y valores que comprometan los derechos 

fundamentales; siendo así, el principio de razonabilidad se vuelve imprescindible al momento 

de tomar una decisión en algún conflicto existente, siendo necesario que el juzgador realice un 

juicio adecuado y razonable. 

2.2.2. Principios del proceso laboral aplicables 
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La Ley N.º 29497, Nueva Ley Procesal de Trabajo, inserta los principios de oralidad y 

economía procesal como medio para agilizar los procesos judiciales y acortar los plazos de 

atención y resolución de casos. Así tenemos lo siguiente: 

2.2.2.1. Principio de Oralidad. Se inserta como instrumento renovador de los procesos 

laborales destinado a recortar la duración de los procesos, agilizando las actuaciones procesales 

y priorizando la exposición oral de las partes. Al respecto, Alvarado (2019) señala que la Ley 

N.º 29497 establece un sistema procesal predominantemente oral, con el objetivo de lograr un 

proceso más célere y permitir la participación del juez y de las partes en audiencia; sin embargo, 

no se trata de un sistema exclusivamente oral, ya que algunos actos procesales deben ser 

necesariamente escritos. En efecto, la relevancia de ello en los procesos laborales yace como 

un complemento en el proceso laboral; de manera que en audiencia pueda existir un 

confrontamiento de posiciones en conjunto con los medios probatorios en defensa de los 

derechos de la parte procesal que concurre a dicha diligencia. 

2.2.2.2. Principio de Inmediación. Para Eto (2013) la inmediación viene a ser un 

principio procesal de carácter fundamental que permite el progreso del proceso de forma válida, 

actuando de manera directa con los derechos de debido proceso y el de tutela jurisdiccional 

efectiva. Es por ello que se resalta la labor del juez en los procesos judiciales, quien actúa como 

agente externo e imparcial, atiende los procesos en curso de manera activa y en comunicación 

con las partes procesales, tal como sucede en las audiencias.  

De la misma forma, Zumaeta (2014) el juez debe actuar en trato constante con las partes 

procesales y los medios probatorios que tenga en el expediente y realizando la actuación de 

medios probatorios que se tenga en el expediente con el objeto de obtener convicción de la 

verdad de los hechos y así determinar la decisión más justa para el proceso. 

En síntesis, dicho principio resulta importante en el proceso laboral, pues tal como 

señala Gamarra et al. (2010) requiere que el juzgador que ha desarrollado la actuación de los 
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medios probatorios y permitido a las partes el uso de la palabra, sea el mismo que dicte el 

veredicto final; por lo tanto, este principio será esencial para las resoluciones se encuentren 

correctamente motivadas y resulte mejor resolver del proceso materia de litis. 

2.2.2.3. Principio de Concentración. En términos de Zumaeta (2014) pretende acortar 

los tiempos procesales a través de la práctica de medios probatorios en un solo acto, de tal 

forma que el juez pueda obtener convicción de lo que se pretende en una demanda; así pues, 

observamos que el principio de concentración promueve la celeridad procesal, concentrando la 

mayor cantidad de actos en uno solo. Así también afirma Gamarra et al. (2010) este principio 

está relacionado en estrecho con las partes procesales, la prueba y la continuidad del proceso 

que se llevan a juicio; evidentemente tal como establece el Artículo 45 de la Ley N.º 29497 

Nueva Ley procesal de trabajo permite que todo se realice en un único acto procesal. 

2.2.2.4. Principio de Celeridad. En términos de Zumaeta (2014) se encuentra 

vinculado al principio de economía procesal, perentoriedad e improrrogabilidad, dado que 

pretende acortar los plazos procesales, evitando dilaciones innecesarias a través de la reducción 

de actos procesales. En ese sentido, como precisa Puente (2015), dicho principio se encuentra 

relacionado al deber de cumplimiento de los plazos establecidos por ley para hacer cada acto 

procesal, los cuales deben ser breves y concluyente para que el proceso se resuelva en el mejor 

tiempo posible y así poder aplicar las medidas necesarias y solucionar el conflicto de intereses. 

De esta forma, observamos que, bajo este principio, se busca que el órgano jurisdiccional 

atienda cada proceso de acuerdo con los plazos, evitando retrasos que puedan perjudicar a las 

partes intervinientes. 

2.2.2.5. Principio de Economía procesal. Este principio pretende economizar tiempos 

procesal, tal como señala Alarcón et al. (2012) promueve que el proceso deba desarrollarse 

reduciendo tiempos a través de la disminución de actos procesales y la brevedad de los 

intervalos de dichos actos. En ese sentido, se deben evitar dilaciones innecesarias en proceso, 



41 
 

sin extenderse de los plazos que la ley establece y a su vez, tratando de reducir los actos 

procesales que impliquen formalidades innecesarias. 

En esa misma línea, como precisa Puente (2015) este principio resulta ser equilibrio en 

las actuaciones procesales laborales en cumplimiento con lo establecido en la norma, sin que 

ello pueda afectar el debido proceso. Así pues, mediante el principio no se trata de que 

únicamente de limitar o reducir los plazos o tiempo, sino que también, se eviten actos 

procesales que pueden ser innecesarios. 

2.2.2.6. Principio de irrenunciabilidad de derechos. Para García (2010) el principio 

de irrenunciabilidad de derechos actúa como garantía para el trabajador, quien deba gozar de 

manera obligatoria los derechos que la constitución le otorga, porque son los trabajadores 

quienes se encuentran en desventaja frente a su empleador.  

Así también Infantes et al. (2012) es un mecanismo de defensa normativa que busca 

proteger a la parte más débil en una relación laboral. En virtud de este principio, el trabajador 

no puede renunciar a los derechos laborales que la ley le otorga. En este sentido, el Tribunal 

Constitucional ha señalado en el Expediente N.º 2906-2002-AA/TC (2004) la Constitución 

ampara al trabajador frente a cualquier intento de renunciar a sus derechos y beneficios 

constitucionales y legales, protegiéndolo de posibles abusos, desconocimiento, amenazas, 

coacciones o situaciones de violencia que puedan perjudicarlo. Ciertamente, este principio 

protege al trabajador de sí mismo, revalidando sus derechos laborales inherentes que le son 

otorgados por la norma suprema, de esta forma ningún trabajador puede apartarse de los 

derechos laborales que por ley le corresponden. 

2.2.3. Demanda de Impugnación de sanciones disciplinarias conservativas 

Respecto del proceso de impugnación de sanciones disciplinarias, la normativa vigente 

deja abierto el escenario para la persona bajo sanción disciplinaria pueda recurrir al Órgano 

Jurisdiccional. Ciertamente, la legislación laboral brinda seguridad y garantía jurídica al 
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permitir que las personas inicien acciones tanto por vía administrativa como ante tribunales 

judiciales; esto significa que protege los derechos del trabajador, habilitándolo para presentar 

reclamos a través de organismos administrativos como la Superintendencia Nacional de 

Fiscalización Laboral - SUNAFIL, de acuerdo a las facultades otorgadas por Ley 29981 (2012) 

vigila que se respete la legislación del trabajo y las disposiciones de seguridad y salud en el 

ámbito laboral; por tal motivo, cuando los derechos de un trabajador se vean afectados , este 

puede realizar su denuncia ante esta entidad; por otro lado,  la vía judicial, la Ley N.º 29497, 

Nueva Ley procesal de trabajo (2010) señala que los órganos jurisdiccionales laborales 

resuelven conflictos legales que resultan producto de la realización de servicios personales, 

donde los juzgados de paz letrado laborales, atienden procesos menos complejos, donde la 

cuantía de la pretensión no supera 50 URP y, en el caso de los juzgados especializados de 

trabajo, se atienden los procesos más complejos, pudiendo atender procesos de nulidad de 

despido, despido arbitrario, actos de hostilidad y demás que se señalan en la normativa 

señalada. 

2.2.3.1. Órgano Jurisdiccional competente en la materia. Al respecto, la Ley N.º 

26636, Ley procesal de trabajo (1996), precisaba que es competencia de los Juzgados de Paz 

Letrados atender las demandas que buscan anular sanciones disciplinarias aplicadas por la 

empresa. Así también, con el cambio de la normativa, la Ley N.º 29497, Nueva Ley procesal 

de trabajo (2010), señala que tanto los juzgados de paz letrados y juzgados especializados 

tienen la facultad para resolver conflictos que se originan de la prestación de servicios de 

naturaleza laboral, e incluso previo o posterior a realizado los servicios; empero, no había una 

norma legal expresa sobre la competencia de los juzgados para conocer las demandas de 

impugnación de sanciones. 

No obstante, la jurisprudencia añadió que la autoridad judicial competente para resolver 

disputas sobre sanciones laborales que no implican el cese del trabajador, donde la Corte 
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Suprema de Justicia, señala en el IX Pleno Jurisdiccional Supremo en materia laboral (2022) 

los Juzgados de Paz Letrados Laborales tienen la competencia de revisar, mediante un proceso 

abreviado, las impugnaciones de sanciones disciplinarias distintas al despido que ocurren en el 

ámbito laboral privado, con excepción de los casos relacionados con derechos de libertad 

sindical. 

Siendo así, es claro que cualquier trabajador que se encuentre afectado por una sanción 

disciplinaria puede interponer la demanda de impugnación de sanciones disciplinarias; no 

obstante, es en el caso que las sanciones disciplinarias que se encuentren vinculadas con el 

derecho de libertad sindical, según Arévalo (2023) refiere a la posibilidad de que el trabajador, 

voluntariamente se organice colectivamente mediante organizaciones sindicales con la 

finalidad de defender intereses en común; por lo que, tratándose de este extremo, el interesado 

en impugnar una sanción disciplinaria que afecta derechos de libertad sindical, puede acudir a 

una instancia superior, esto es, un juzgado especializado en materia laboral.  

No obstante, el legislador optó por establecer mediante ley dicha modificatoria, por lo 

que mediante Ley N.º 32155, Ley que modifica la Ley 29497, Nueva Ley Procesal del Trabajo, 

a fin de garantizar el acceso a la Justicia Laboral (2024) modificó la norma procesal insertando 

de manera expresa la competencia de los órganos jurisdiccionales para atender dichos procesos. 

2.2.3.2. Facultad discrecional del juez en la atención de procesos laborales. Al 

respecto, la Casación Nº 4087-2018-Cusco (2018) indica que el rol del juez va más allá de 

simplemente juzgar; se transforma en un auténtico gestor del proceso, con amplios poderes 

discrecionales, los cuales no solo asegurar los derechos de las partes involucradas, sino, sobre 

todo, proteger los valores e intereses de la sociedad. No obstante, esta facultad no es ilimitada, 

sino que se restringe por las normas existentes, así pues, tal como se advierte de la Casación 

Nº 24612-2017- Del Santa (2017) si bien el juez tiene grandes poderes discrecionales, estos no 

son ilimitados, por lo que debe ejercerlos dentro de lo que establece la ley y respetando el 
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debido proceso, tal como sucede en cuanto a las pruebas, el juez no está obligado a valorarlas 

de la forma que las partes quieran, pues esto restringiría su autonomía en la valoración 

probatoria. 

2.3. Caducidad 

2.3.1. Definición 

 En la doctrina, el jurista Varsi (2021) define dicha figura jurídica como la pérdida de 

un derecho que se extingue automáticamente porque ha pasado el tiempo límite establecido 

para que sea válido, sin que se necesite ninguna acción externa para que deje de existir; visto 

de esta forma, la caducidad como agente extintivo viene a ser una limitante del tiempo, tiempo 

que no fue aprovechado por quien posee un derecho y no recurre a la vía judicial para interponer 

una demanda. 

A mayor abundamiento, la figura jurídica de la caducidad según el diccionario jurídico 

Real Academia Española (2023) la caducidad ocurre cuando un derecho se pierde por no 

haberlo ejercido dentro del plazo fijado por la ley o por un contrato, ello implica que el derecho 

pierda su validez automáticamente una vez que ese tiempo ha transcurrido, así pues, esta 

caducidad no tiene carácter renunciable y los jueces la aplican de forma automática, sin 

necesidad de que alguien la argumente. Cierto es pues, la caducidad corresponde al tiempo en 

que un sujeto no ejerce su derecho de acción, dentro del plazo que la norma establece, tal como 

lo describe el Artículo 2003 del Código Civil (1984), la caducidad resulta ser un plazo 

perentorio establecido en la norma y que vencido dicho plazo, el sujeto pierde de manera 

definitiva el derecho y acción; siendo así, la figura jurídica de la caducidad se enfrenta a la 

necesidad y voluntad de un sujeto por accionar, eliminando o extinguiendo su derecho de 

acción al vencimiento del plazo perentorio.  

En suma, la caducidad como bien establece Vidal (2022) va a resultar más relevante 

para el orden público porque el paso del tiempo conlleva inevitablemente a la extinción del 
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derecho que da origen a la pretensión con la finalidad de evitar incertidumbre jurídica ante el 

desconocimiento de la voluntad del titular del derecho para accionar en algun momento. Al 

respecto, la doctrina señala cuatro características: 

Opera de parte o de oficio. la caducidad puede ser invocada por cualquiera de las partes 

procesales. No obstante, esta también puede operar de oficio, que tal como señala Varsi (2021) 

la caducidad debe ser declarado por el juzgador sin la necesidad de que las partes lo soliciten, 

siendo la única excepción a esta regla que no procede de oficio cuando el plazo de caducidad 

ha sido fijado entre las partes a traves de un convenio, contrato u otro documento equivalente. 

Irrenunciablidad. En este punto, es de advertir que dado la gravedad de sus efectos, no 

aplica la renuncia, asi tampoco, los plazos que se hayan determinado para la caducidad no se 

encuentran sujetos a suspensión o interrumpciòn, a excepción de que la ley asi lo disponga; asi 

también, se encuentra como excepción a la irrenunciabilidad le que las partes hayan establecido 

una caducidad convencional (Varsi, 2021). 

Es legal o convencional. La caducidad es establecidad por la ley, sin que nadie pueda 

oponerse a esta (Código Civil Peruano, 1984, Artículo 2004); puede ser pactado por las partes 

intervinientes unilateralmente o bilateralmente a través de un acuerdo contractual, porque se 

trata de derechos disponibles (Varsi, 2021). 

Efectos de carácter retroactivo. El tiempo perentorio de caducidad transcurre desde 

que se origina el derecho, el mismo que se extingue una vez que haya vencido el tiempo 

establecido para caducar (Varsi, 2021). 

Finalmente, aun cuando la norma ha sido clara en señalar que la ley fija los plazos para 

caducidad (Código Civil, 1984), los mismos que resultan obligatorios para todos, se debe tener 

en cuenta lo señalado en la jurisprudencia, en la Casación Laboral N.º 15352-2016-Lima (2019) 

aunque los derechos laborales gozan de una fuerte protección social, no escapan a la posibilidad 

de que se pierdan o no puedan reclamarse judicialmente con el paso del tiempo, ello debido a 
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que la caducidad funciona como una sanción para quien no ejerce su derecho a tiempo, es decir, 

por no presentarlo ante un tribunal dentro del plazo legal específico que se estableció para ello. 

En ese sentido, aun cuando el trabajador se encuentra protegido por los derechos laborales, 

tambien tiene el deber de respetar el transcurso del tiempo y las consecuencias juridicas que 

trae consigo, por lo que constituye responsabilidad del interesado de ejercer su derecho y 

accionar ante la vía correspondiente. 

2.3.2. Extinción del derecho y la acción 

Conforme a lo prescrito “la caducidad extingue el derecho y la acción correspondiente” 

(Código Civil, 1984, Artículo 2003); norma que destaca los efectos de caducidad y apreciada 

bajo el enfoque de Vidal (2022) la caducidad no anula el derecho a ir a los tribunales para 

buscar justicia, sino que extingue el derecho específico que se podía hacer valer en esa 

instancia, por tanto, pierdes la posibilidad de reclamar ese derecho particular. Siendo ello así, 

de conformidad con lo establecido por la Primera Sala De Derecho Constitucional Y Social 

Transitoria, en la Casación N.º 15352-2016-Lima (2019) la caducidad extingue el derecho y la 

posibilidad de reclamarlo ante el órgano jurisdiccional, constituyéndose una consecuencia 

negativa para el titular de un derecho que no actuó en el plazo ofrecido por la norma y permitió 

el transcurso del tiempo.  

Ciertamente, se aprecia que la caducidad permite fijar un final a un derecho para que 

este no sea ilimitado en el tiempo, lo cual se convierte tanto en un límite para quien posee un 

derecho y a la vez certeza de que la ley ampara el ejercicio de dicho derecho dentro de un 

tiempo determinado. No obstante, la legislación no solo señala a la caducidad como un límite 

relacionado al transcurrir del tiempo, si no también hace referencia a la prescripción, por lo 

cual resulta necesario establecer las diferencias entre estas como se verá a continuación. 

2.3.3. Criterios para diferenciar el término “caducidad” 
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Antes bien, aun cuando se ha explicado ampliamente sobre el termino caducidad, es 

preciso tener claro lo que significa, dado que nuestra legislación en general hace referencia a 

una figura muy parecida a la caducidad, esta es la prescripción. Al respecto, la prescripción 

según lo define la norma: “La prescripción extingue la acción, pero no el derecho mismo” 

(Código Civil, 1984, Artículo 1989); asimismo, se define a la caducidad, precisando en los 

siguientes términos: “La caducidad extingue el derecho y la acción correspondiente” (Código 

Civil Peruano, 1984, Artículo 2003); del cual observamos que ambas figuras juridicas 

comparten el carácter extintivo que poseen por el paso del tiempo, donde una extingue 

unicamente la acción y la otra el derecho y la acción; sin embargo, “todo caduca o prescribe, 

salvo que la ley o la jurisprudencia diga lo contrario” (Varsi, 2021).  

No obstente, conforme advierte Vidal (2022) el tiempo en si mismo no tiene relevancia 

jurídica mientras no ocasione afectación sobre algun derecho, asi pues, el decurso de tiempo 

propiamente resulta importante cuando tiene efectos en una relación jurídica. La prescripción 

negativa o también llamada prescripción extintiva de la acción,  se define como Vidal (2022) 

la prescripción extintiva es una cuestión de orden público porque beneficia el interés social, 

cuyo propósito es finiquitar situaciones legales pendientes y fomentar su estabilidad, 

apoyándose así en el principio de seguridad jurídica; por su parte, Varsi (2021) establece que 

la prescripción funciona como instrumento que favorece al obligado, porque el titular de 

derecho pierde la facultad de exigir al otro el cumplimiento de una obligación; es el caso del 

acreedor y el deudor, donde uno tiene el derecho de exigir el pago y el otro tiene la obligación 

de pagar. En esa misma linea, la prescripción posee cuatro caracteristicas importantes:  

Opera de parte. A diferencia de la caducidad, la prescripción no podrá ser advertida 

por el Juez sin que cualquiera de las partes procesales se lo haga saber, por lo que el juez 

únicamente se abstiene a decir ha operado la prescripción cuando la parte procesal interesada 

asi lo ha solicitado y demostrado (Varsi, 2021). 
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Irrenunciabilidad. La irrenunciabilidad como advierte De la Villa “el principio de 

irrenunciabilidad puede ser definido como la imposibilidad que tiene el trabajador para 

abandonar unilateral e irrevocablemente un derecho contenido en una norma imperativa” (De 

la Villa, 1970, como se cita en Toyama, 2001); por lo tanto, los plazos de prescripción 

establecidos por la norma, al ser de interés social, no pueden renunciarse por causa de uno, de 

esta forma, la norma protege al trabajador de si mismo, en caso pretenda deslindarse de su 

derecho. 

Es legal. Dado que, se fundamenta únicamente la ley, siendo a través de esta que puede 

establecerse el tiempo necesario para que opere la prescripción; tal como se encuentra escrito: 

“solo la ley puede fijar los plazos de prescripción” (Código Civil, 1984, Articulo 2000). 

Efectos de carácter prospectivo. Porque sus efectos son hacia adelante, por lo que no 

tienen orden retroactivo. (Varsi, 2021). 

Ademàs, teniendo en cuenta las caracteristicas de la prescripción, debe tomarse en 

cuenta lo señalado en la jurisprudencia, asi pues, la Casación N.º 12776-2017- La Libertad 

(2019) definde al derecho de acción como la posibilidad que una persona tiene de ir a los 

tribunales a buscar protección legal, la cual no se pierde ni se agota con la prescripción; 

contrario a lo que sucede con la prescripciòn que sí se extingue la pretensión, esto es, aquello 

que queremos reclamar, ya sea en su aspecto sustantivo o procesal. 

Ahora bien, teniendo claro que el derecho subsiste aun cuando ha ocurrido la 

prescripción; en materia laboral, el plazo de prescripción se encuentra determinado, 

señalandose “Las acciones por derechos derivados de la relación laboral prescriben a los 4 

(cuatro) años, contados desde el día siguiente en que se extingue el vínculo laboral” (Ley N.º 

27321, Ley que establece nuevo plazo de prescripción de las derivadas de la relación laboral, 

2000, Artículo 1); empero, como bien se señala, este plazo transcurre luego de que se fenece 
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el vínculo laboral, situación que no corresponde a los trabajadores sancionados por una medida 

disciplinaria distinta al despido, quienes mantienen vigente su contrato laboral. 

2.4. Plazos de Caducidad 

El plazo propiamente dicho, en términos de Vidal (2022) se refiere al tiempo que ha 

transcurrido de forma natural y que toma relevancia de carácter jurídico; siendo así, solo 

resultara relevante para su conteo siempre cuando este haya generado efectos jurídicos sobre 

una persona; así pues, de la misma forma, la caducidad se basa en el transcurrir del tiempo el 

cual tiene indefectiblemente un fin; tal como señalan Cárdenas y Villegas (2013) consideran 

que establecer un tiempo determinado surge de la idea de la búsqueda de la seguridad que se 

genera al establecer el inicio y el término de algo, lo que conlleva a determinar la forma de 

contar el transcurso de dicho tiempo o plazo, así como las circunstancias que suspenden o 

interrumpen el transcurso del tiempo. 

2.4.1. Plazo legal 

En otro aspecto, aun cuando el derecho y acción deban tener un final al término de un 

tiempo; sin embargo, tal como se establece en el Código Civil, el cual prescribe que: “Los 

plazos de caducidad los fija la ley, sin admitir pacto contrario.” (Código Civil, 1984, Artículo 

2004). De ahí que, podemos afirmar que dicho artículo evoca la imperatividad de un plazo de 

caducidad prescrito en la ley, por lo que no se puede aplicar en ningún caso, algún plazo de 

caducidad que no se encuentre expresamente en un cuerpo normativo. En suma, tal como señala 

Casassa (2014) los breves plazos por los cuales se configura la caducidad son establecidos por 

el legislador bajo el principio de legalidad. 

2.4.2. Plazo judicial 

El plazo judicial como lo define textualmente el Diccionario del Poder Judicial de Costa 

Rica (2025) es el tiempo cuya duración es decidida por el juez según las particularidades del 

caso concreto. En esa misma línea, la normativa nacional hace referencia al plazo judicial, tal 
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es el caso que señala el Código Civil que “Los plazos previstos en este Código son perentorios. 

No pueden ser prorrogados por las partes con relación a determinados actos procesales. La 

misma regla se aplica al plazo judicial. A falta de plazo legal, lo fija el Juez” (Código Civil, 

2025, artículo 146), del cual se entiende que el plazo judicial es aquel que el juez impone a su 

criterio. De igual forma, el Código Penal Militar Policial establece que “Cuando la ley permita 

la fijación de un plazo judicial, el juez lo fijará conforme a la naturaleza del procedimiento y a 

la importancia de la actividad que se deba cumplir, teniendo en cuenta los derechos de las 

partes” (Código Penal Militar Policial, 2025, Artículo 249). En suma, la norma en general hace 

referencia al plazo judicial como aquel que es decidido por el juez en un proceso judicial sea 

como forma de regular algo que no esta prescrito en la ley o para ejercer control del proceso a 

través del uso de sus facultades. 

2.4.2.1. Vacío legal normativo respecto a la impugnación de sanciones disciplinarias. 

Actualmente, en el Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo N.º 728, Ley de 

Productividad y Competitividad Laboral (1997), se establece en el Artículo 36 un plazo de 

caducidad para procesos judiciales que se originan por el despido del trabajador o cuando el 

trabajador está siendo víctima de actos de hostilidad, puede recurrir ante las instancias 

judiciales; así pues, se ha esmerado en señalar la existencia de un plazo de prescripción para 

demandar pagos pendientes que adeude el empleador, plazo que no vence cuando se hace 

efectivo la caducidad de la acción de otras pretensiones no cuantificables como el despido; 

además, señala como excepción a esta regla, que la suspensión de dichos plazos solo ocurre en 

caso de que el trabajador no se encuentre en territorio nacional o se encuentre impedido de 

ingresar al país, así como por causas ajenas a él, como el hecho de que no se encuentre en 

funcionamiento el Poder Judicial.  

2.4.2.2. IX Pleno Jurisdiccional Supremo En Materia Laboral.  El IX Pleno 

Jurisdiccional Supremo en Materia Laboral (2022), acordó por unanimidad que se modifique 
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el Artículo 36 del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo N.º 728, Ley de 

Productividad y Competitividad Laboral, se busca añadir un párrafo que fije un plazo 

perentorio de 30 días para la impugnación de sanciones disciplinarias. Cabe destacar que la 

legislación vigente ya contempla un plazo de 30 días naturales para presentar demandas 

judiciales por nulidad de despido, despido arbitrario y hostilidad laboral; sin embargo, la 

modificación planteada en el IX Pleno Jurisdiccional Supremo en materia laboral (2022) se 

propone una modificación al primer párrafo del Artículo 36 del Decreto Supremo N.º 003-97-

TR, Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo N.º 728, Ley de Productividad y 

Competitividad Laboral, con esta reforma, el artículo establecería que el plazo para iniciar 

acciones judiciales por nulidad de despido, despido arbitrario u hostilidad y añadiendo que, 

para las sanciones disciplinarias distintas al despido, el plazo para accionar judicialmente 

también caduca a los treinta días hábiles de notificada la medida. 

Como se observa, el Pleno pretende recortar el derecho del trabajador a recurrir a las 

instancias judiciales, limitándolo únicamente a un plazo de 30 días para impugnar una sanción 

disciplinaria, pese a que, por costumbre, los trabajadores han venido impugnando medidas 

disciplinarias sin importar el tiempo que haya transcurrido desde que se sancionó al trabajador; 

sin embargo, el IX Pleno Jurisdiccional Supremo en materia laboral (2022) fundamenta su 

propuesta en que dado la similitud entre la figura del despido y las sanciones disciplinarias 

conservativas, es razonable aplicar el mismo plazo para cuestionar ambas, ya que ambas 

emanan del poder sancionador del empleador y deben respetar los derechos fundamentales y 

la seguridad jurídica. 

 No obstante, el legislador ha obviado el carácter general de la norma, como señala 

García (2007) la ley tiene un carácter general, lo que significa que rige para un grupo o 

colectivo de personas, y no se ocupa de casos o individuos específicos, en esencia, ampara a 

todos aquellos que se encuentran bajo su alcance o supuestos; en ese sentido, la ausencia de un 
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plazo que determina la caducidad de la acción para aquel que quiera impugnar una sanción 

disciplinaria conservativa ante el Poder Judicial, no ha sido una duda o interrogante, pues la 

norma es clara cuando en el Articulo II de la Ley N.º 29497, Nueva Ley Procesal Del Trabajo 

(2010), señala que la justicia laboral es la encargada de resolver los problemas legales que 

surgen de la prestación de servicios personales, esto incluye conflictos relacionados con 

actividades de carácter laboral, formativo, cooperativista o administrativo; siendo así, la norma 

ha sido muy precisa al indicar que los juzgados son competentes para resolver todos los 

conflictos originados de un contrato laboral del sector privado, lo cual incluye a la impugnación 

de sanciones disciplinarias. 

2.4.2.3. Proyecto De Ley N.º 5538-2022-CR. Ejerciendo el derecho de iniciativa 

legislativa, el Grupo Parlamentario Fuerza Popular con fecha 07 de enero del 2023, presentó 

ante la Comisión de Trabajo y Seguridad Social del Congreso de la República, el Proyecto De 

Ley N.º 5538-2022-CR (2023) el cual tiene como objeto incorporar al Artículo 36º del Decreto 

Supremo N.º 003-97-TR, Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo N.º 728, Ley de 

Productividad y Competitividad Laboral, un plazo de caducidad igual a treinta días, para 

demandar ante un tribunal una sanción disciplinaria distinta al despido, sustentando dicha 

propuesta de ley en que la falta de regulación en la Ley de Competitividad y Productividad 

Laboral sobre el plazo para que los trabajadores impugnen sanciones menores genera un 

perjuicio significativo para ellos y aumenta la carga procesal en los tribunales. 

A mayor abundamiento, dicho proyecto de ley se ha limitado a señalar en cifras 

porcentuales la cantidad de trabajadores sujetos al régimen privado, e indica como principal 

justificación a la modificatoria, a través del Proyecto de ley 5538-2022-CR (2023) el legislador 

no ha establecido un plazo claro para impugnar judicialmente una sanción disciplinaria que no 

sea un despido, creando así una laguna legal en nuestra normativa laboral; no obstante, esta 

falta de regulación no impide que los jueces resuelvan los casos que se les presentan, ya que el 
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artículo 139, inciso 8 de nuestra Constitución Política consagra principios y derechos 

fundamentales de la función jurisdiccional que garantizan la administración de justicia. 

Al respecto, cuando se hace referencia a la existencia de una laguna del Derecho, para 

Coca (2021), en el artículo X del Código Civil, se hace referencia a las lagunas con la 

palabra vacíos, y que esto tiene lugar en aquellas situaciones que no están previstas en la ley, 

y que, al no estarlo, generan defectos que traen como consecuencia errores que dificultan su 

aplicación en los casos. Sin embargo, una posición contraria es la del reconocido jurista Valdez 

(1987) quien precisa que cuando un sistema legal no tiene la norma adecuada para resolver un 

caso específico, o si las normas existentes no llevan a una solución justa, se dice que existen 

"lagunas" en dicho ordenamiento; lo cual autoriza a inferir que, en el caso materia de estudio, 

las normas vigentes actualmente no permiten resolver o no conducen a una solución justa, para 

los casos de impugnación de sanciones disciplinarias al distintas al despido y por tal motivo, 

se debe imponer un plazo perentorio equivalente al plazo señalado para impugnar contra el 

despido, pues tal como se advierte en dicho Proyecto de ley 5538-2022-CR (2023) al establecer 

este plazo, el legislador debe considerar el tiempo actual permitido para impugnar un despido, 

siendo este referente lo que le permitiría fijar un plazo igual o menor, dado que las sanciones 

disciplinarias son, por naturaleza, menos severas que un despido. 

Si bien es cierto que, la normativa actual no establece un plazo límite para impugnar 

sanciones disciplinarias que no sean el despido; Alzamora (1987) indica que aunque un sistema 

jurídico en su totalidad no debería tener vacíos, al momento de resolver un caso particular, es 

inevitable que surjan "lagunas lógico-formales", y cuando esto sucede, la solución debe 

buscarse siguiendo las directrices y el espíritu general del propio ordenamiento jurídico. 

Bajo esa tesitura, y considerando que uno de los principales principios del derecho 

laboral, es el principio protector, que se ha tratado anteriormente en este estudio, se aprecia que 

bajo el subprincipio “in dubio pro-operario” y “aplicación de la norma favorable”, siempre se 
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debe dar una mayor protección al trabajador, quien está en una situación desigual respecto a su 

empleador. De ahí que, si bien el Artículo 36 del Decreto Supremo Nº 003-97-TR, Texto único 

Ordenado del Decreto Legislativo N° 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral 

(1997) fija un tiempo perentorio de caducidad de treinta días para recurrir a las instancias 

judiciales en los casos en que se pretenda declarar nulo el despido incausado o el despido 

arbitrario; el legislador no puede equiparar el mismo plazo para las sanciones disciplinarias 

distintas al despido, toda vez que la desventaja en la que se encuentra el trabajador es mayor 

para este caso, dado que la misma norma Decreto Supremo N.º 003-97-TR, Texto Único 

Ordenado del Decreto Legislativo N.º 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral, 

no señala lineamientos mínimos para desarrollar un proceso disciplinario, por lo que no se 

podrá determinar que la sanción impuesta haya sido injusta o justa mientras no recurra ante un 

juzgado para dar solución al conflicto, derecho que no se le debería restringir al trabajador. 

En síntesis, no se puede indicar que existe una laguna en nuestra legislación laboral y 

que por tal motivo deba interponerse un plazo de caducidad, pues existe un principio superior 

a ello, el cual es el Principio del in dubio pro operario, el cual tal como establece en la Sentencia 

Del Pleno Del Tribunal Constitucional 008-2005-PI/TC (2005) el principio in dubio pro 

operario se aplica cuando hay dudas sobre el significado o el alcance de una norma, siempre 

que ello surja de un conflicto de interpretación y no de la necesidad de integrar o crear una 

norma donde no la hay, puesto que el significado de la palabra "norma" abarca un contexto 

muy amplio e incluye desde la Constitución y los tratados, hasta las leyes, reglamentos, 

convenios colectivos de trabajo e incluso los contratos laborales. 

En síntesis, si se quiere denominar la existencia de una presunta laguna del derecho que 

estaría impidiendo a los magistrados resolver o atender los procesos judiciales de impugnación 

de sanciones disciplinarias, el juzgador puede recurrir a las fuentes del derecho y resolver 

conforme resulte favorable al trabajador; sin que necesariamente se establezca igualdad de 
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plazo de caducidad para interponer sanciones disciplinarias distintas al despido y el plazo para 

impugnar el despido. 

2.5. Seguridad Jurídica del Proceso Judicial 

Partiendo desde la definición de caducidad podríamos entender que el fin de esta se 

basa en extinguir un derecho y el ejercicio de este en un futuro; coincidentemente con ello, 

Ferrero (2017) considera que el objetivo principal de un plazo de caducidad es funcionar como 

una condición legal que debe cumplirse para llevar a cabo una acción específica, usualmente 

el ejercicio de una facultad cuyo propósito no es castigar la negligencia de quien está 

involucrado, sino más bien finalizar de manera rápida la posibilidad de ejecutar dicho acto. 

Sin lugar a duda, ha quedado claro que la caducidad extingue de manera definitiva la 

acción y el derecho, pero ¿para qué resulta necesaria la extinción de estos?, la jurisprudencia 

advierte que “su finalidad es dar veracidad a ciertas relaciones jurídicas, para que estas no 

se prolonguen de manera indefinida en el tiempo” (Casación N.º 23567-2018-Lima, 2021). 

Efectivamente, no todo derecho puede indefinido, por lo que resulta necesario señalar el fin de 

este derecho, por lo que la razón de existir de la caducidad, en términos de Casassa (2014) se 

funge en el orden público y la seguridad jurídica, dado que a través de un plazo perentorio 

se busca dar firmeza a una situación jurídica.  

En esa misma línea, Torres (2019) refiere que la garantía que ofrecen las normas 

jurídicas en una determinada sociedad, respecto de la protección y respeto a los derechos, los 

cuales en caso se vean afectados pueden ser reestablecidos; así pues, dicha garantía se 

constituye en todo el ordenamiento jurídico con la finalidad de asegurar a un individuo sobre 

el proceder de los poderes públicos y de toda la sociedad. Por su parte Rojas (2000) establece 

que la seguridad jurídica se obtiene a través de la claridad y determinación del derecho previsto 

en la ley y la protección que ofrece dicha ley a través de mecanismos procesales eficaces para 

defender un derecho, lo cual exige seguridad en el derecho en si mismo, si no que este 
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permanecerá en el tiempo. Así pues, como se indica la Casación N.º 18009-2018-San Martin 

(2022) la caducidad se relaciona estrechamente con el interés público y la seguridad jurídica, 

lo que permite al juez aplicarla de oficio, priorizando el bien común sobre el interés individual; 

por esta razón, los plazos de caducidad son establecidos por la ley y prevalecen sobre cualquier 

acuerdo entre las partes. 

Así también, la Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte 

Suprema de Justicia de la República, en la Consulta Expediente N.º 8943-2021-Amazonas 

(2022), se ha pronunciado respecto de los fines de la caducidad señalando que este plazo tiene 

su finalidad en la búsqueda de una estabilidad jurídica, la misma que, si bien puede afectar el 

derecho fundamental de acudir a un órgano jurisdiccional, establecer un breve plazo de 

caducidad aporta seguridad y estabilidad jurídica. 

En vista de que, tanto la doctrina y la jurisprudencia han enfatizado distintos fines de la 

Caducidad, es preciso definir cada uno de estos fines, los cuales se describen a continuación: 

2.5.1.  El bien común 

Torres (2019) expresa que las normas jurídicas sirven como medio para organizar la 

sociedad, estableciendo un lineamiento que reconoce derechos y deberes de las personas, la 

sociedad y el Estado; de forma que, se fija como resolver conflictos que existen inevitablemente 

en la sociedad. Bajo esa tesitura, vemos que la importancia de establecer límites a la sociedad 

a través de normas, como bien lo es la caducidad, señalándose el fin a un derecho mediante un 

plazo establecido legalmente. De igual manera, la Casación N° 1657-2006-Lima (2006) 

establece que el orden público se compone de normas fundamentales que no admiten 

concesiones ni flexibilidades, ya que protegen principios básicos de la sociedad y su existencia.  

Torres (2019) el bien se encuentra relacionado con la unidad de condiciones 

económicas, sociales, políticas y culturales que resultan necesarias para fijar un orden justo que 

favorezca el desarrollo y mejoramiento cultural, moral y económico de la colectividad y de 
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cada uno de sus integrantes. Para Rojas (2000) el bien común esta referido a como un individuo 

se desarrolla enfrentándose a las condicionantes que la sociedad establece, de tal forma que 

tanto la sociedad como el individuo se vean beneficiados mediante un bienestar general, basado 

en el equilibrio entre el interés general y el particular. 

2.5.2. Estabilidad Jurídica 

En términos de Otero (1997) la estabilidad jurídica es crucial para garantizar la certeza 

y la seguridad, los cuales tienen conceptos relacionados pero distintos, dado que, por un lado, 

la seguridad se refiere a la ausencia de riesgo en un sistema jurídico que resulta claro, completo 

y predecible, mientras que la certeza se relaciona con la necesidad subjetiva de los individuos 

de reconocer su situación jurídica personal en un ordenamiento jurídico. 

2.6. Marco Conceptual 

2.6.1. Definiciones de términos usados 

Despido: Según la Real Academia Española (2025) se define como el fin de la relación 

de trabajo por voluntad del empleador. 

Facultad discrecional: Según la Real Academia Española (2025) se define como la 

facultad establecida por ley, por el cual el titular de dicho poder debe tomar una decisión sin 

una orientación o preferencia predeterminada. 

Impugnación: Según el Diccionario Jurídico del Poder Judicial (2025) se refiere al 

derecho de una persona legitimada para recurrir ante una autoridad en defensa de sus derechos 

a fin de que se subsane el acto o documento que le genera perjuicio. 

Juez: Según el Diccionario Jurídico del Poder Judicial (2025) se refiere a aquella 

persona quien ha sido designada para ejercer autoridad jurisdiccional, encargada de llevar un 

proceso y solucionar los conflictos entre las partes procesales. 
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Plazo: Según el Diccionario Jurídico del Poder Judicial (2025) se refiere a un tiempo 

que haya sido predeterminado por ley o a criterio del juez, se requiere su cumplimiento en un 

proceso. 

Pleno Jurisdiccional: Según el Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial (2025) se refiere a la reunión dada entre los jueces pertenecientes a las salas 

especializadas, sea de orden nacional, regional, o incluso distrital para debatir y crear 

jurisprudencia. 

Pretensión: Según el Diccionario Jurídico del Poder Judicial (2025) se refiere la 

intención que tiene una persona al recurrir ante un órgano jurisdiccional, materializada en una 

demanda en la cual se pretende defender un derecho. 

Vacío legal: También llamado laguna jurídica, según la Real Academia Española 

(2025) se define como la ausencia de un parámetro legal para un caso en concreto.  
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III. MÉTODO 

3.1. Tipo de investigación 

La presente investigación se utilizó el método de estudio básico, orientado a 

profundizar los conocimientos previos y producir nuevos conceptos provenientes del contraste 

entre la realidad observada y la literatura revisada. Se aplicó un enfoque cualitativo, el cual 

según Hernández et al. (2014) “la investigación cualitativa se enfoca en comprender los 

fenómenos, explorándolos desde la perspectiva de los participantes en un ambiente natural y 

en relación con su contexto” (pp. 358). Ello, dado que, no se pretende alterar las condiciones 

en las que se encuentra los trabajadores del sector privado, sino que se busca analizar la 

situación jurídica en que se encuentran y analizar de qué manera el plazo de caducidad podría 

afectar los derechos de los trabajadores en el proceso judicial a través del cual que pretenden 

impugnar alguna sanción disciplinaria conservativa. 

Por otro lado, tal como advierte Hernández et al. (2006) en las investigaciones con 

enfoque cualitativo, a diferencia del enfoque cuantitativo, estas no se mantienen un plan a 

detalle que se deba seguir, por el contrario, se adecua a las circunstancias de cada caso de 

estudio en particular; de ahí que, como diseño de investigación se eligió la teoría 

fundamentada, la cual en términos de Hernández et al. (2014) “EI planteamiento básico del 

diseño de la teoría fundamentada es que las proposiciones teóricas surgen de los datos 

obtenidos en la investigación, más que de los estudios previos” (pp. 687), por lo que, con los 

resultados finales de los datos obtenidos, se formula una teoría que responde a cada una de las 

interrogantes establecidas en el problema de investigación. 

3.2. Ámbito temporal y espacial 

3.2.1. Ámbito temporal 
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En cuanto al ámbito temporal, este estudio observó la situación jurídica actual de los 

trabajadores y empleadores, del sector privado, quienes se rigen bajo los criterios señalados en 

el Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo 728. 

3.2.2. Ámbito espacial  

Se entrevistó a 10 profesionales abogados especializados en Derecho Laboral y/o con 

experiencia laboral en procesos judiciales laborales, en Lima Metropolitana. 

3.3. Variables 

Tabla 1  

Categorías y subcategorías.  

CATEGORIAS 
DEFINICION DE 

CATEGORIAS 
SUBCATEGORIAS 

Seguridad jurídica del 

Proceso judicial laboral de 

impugnación de Sanciones 

disciplinarias 

conservativas 

Cárdenas y Villegas (2013) 

consideran que establecer un 

tiempo determinado surge de la 

idea de la búsqueda de la 

seguridad que se genera al 

establecer el inicio y el término 

de algo.   

Derechos procesales 

Principios del proceso laboral 

Demanda de impugnación de 

sanciones disciplinarias 

Estabilidad Jurídica 

Bien Común 

Plazo de Caducidad 

 Varsi (2021) establece que la 

caducidad es la extinción que 

atenta contra un derecho que 

tiene una vigencia temporal 

determinada por el tiempo que 

transcurre inevitablemente. 

Extinción de la acción 

Extinción del derecho 

Plazo legal 

Plazo judicial 
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3.4. Población y muestra 

3.4.1. Población 

Tratándose de una investigación con enfoque cualitativo, método elegido a fin de 

comprender desde el punto de vista de los participantes el problema de estudio sobre la 

influencia del vacío legal del plazo de caducidad en la seguridad jurídica del proceso judicial 

de impugnación de sanciones disciplinarias conservativas; se tiene como unidad de análisis a 

los profesionales abogados especializados en Derecho Laboral y/o con experiencia laboral 

en procesos judiciales laborales, quienes tienen mejor conocimiento sobre el proceso laboral. 

3.4.2. Muestra 

De la unidad de análisis señalada se ha elegido a una muestra de expertos en la 

materia, conformado por diez (10) profesionales abogados especializados en Derecho 

Laboral y/o con experiencia laboral en procesos judiciales laborales, que puedan brindan 

sus conocimientos y a través de sus respuestas permitan un análisis más detallado de la 

problemática, lográndose atender los objetivos de la presente investigación. 

Tabla 2  

Relación de participantes para entrevista. 

 Participante Código  

Años de 

experiencia Cargo 

Participante 

N°01 
P01 18 

Docente en la Universidad San Martin de 

Porres 

Participante 

N°02 
P02 4 

Secretario de Juzgado Laboral de Lima 

Participante 

N°03 
P03 7 

Secretario de Sala Laboral de Lima 

Participante 

N°04 
P04 4 

Secretaria de Confianza en Sala de Derecho 

Constitucional 
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Participante 

N°05 
P05 24 

Abogado litigante especialista en relaciones 

laborales y Docente en la Universidad San 

Martin de Porres 

Participante 

N°06 
P06 27 

Docente principal de Pontificia Universidad 

Católica 

Participante 

N°07 
P07 9 

Abogado Litigante en procesos laborales 

Participante 

N°08 
P08 7 

Especialista legal de Juzgado de Trabajo 

Participante 

N°09 
P09 13     

Secretaria Judicial de Juzgado de Trabajo 

Participante 

N°10 
P10 16 

Abogado litigante en procesos laborales 

 

3.5. Instrumentos 

Para la presente investigación se elaboró 11 preguntas abiertas creadas en función de 

cada una de las categorías y subcategorías del problema de investigación y orientadas a cada 

uno de los objetivos del presente estudio, conforme se observa del cuadro de ítems para 

entrevista (Véase Anexo B); de lo cual se obtuvo la Guía de entrevista, instrumento de 

recolección de datos para el desarrollo de entrevistas de tipo semiestructurada a 

profesionales abogados especializados en Derecho Laboral y/o con experiencia laboral en 

procesos judiciales laborales, en Lima Metropolitana. Este tipo de instrumento, tal como 

Hernández y Mendoza (2018) lo definen: 

Las entrevistas semiestructuradas se basan en una guía de asuntos o preguntas y el 

entrevistador tiene la libertad de introducir preguntas adicionales para precisar 

conceptos u obtener más información. Las entrevistas abiertas se fundamentan en una 

guía general de contenido y el entrevistador posee toda la flexibilidad para manejarla 

(pp. 449) 
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Por tal motivo, se elaboró la guía de preguntas para la entrevista, llevándose a cabo las 

entrevistas con un debido cuidado en la organización y planeación de fechas de entrevistas, las 

mismas que han sido grabadas en audio, con el consentimiento del entrevistado, para su 

posterior transcripción. 

3.6. Procedimientos 

Para lograr los objetivos de la presente investigación se utilizó la entrevista como 

instrumento para obtener información por parte de abogados especializados en Derecho 

Laboral y/o con experiencia laboral en procesos judiciales laborales, que viene ser la base del 

presente estudio. Para tal fin, se creó una guía de entrevista de tipo semi -estructurada, la cual 

ha permitido al entrevistador realizar preguntas abiertas de manera flexible, que permita 

profundizar los conocimientos recabados en desarrollo del Capítulo II: Marco teórico y obtener 

los resultados plasmados en el Capítulo V: Resultados. 

En tal sentido, culminada con la creación de la Guía de Entrevista, se comunicó a los 

concurrentes para la entrevista a través de distintos medios como llamadas telefónicas, 

mensajes de texto y correo electrónicos; exponiendo la finalidad de la presente investigación, 

explicando el modo y forma del desarrollo de la entrevista y requiriéndole una fecha para 

realizar la reunión con el entrevistado, con anticipación para evitar cualquier tipo de 

contratiempo. 

Asimismo, tal como señala Hernández et al. (2015) es más práctico para el entrevistador 

iniciar la entrevista con preguntas neutrales o fáciles de contestar, para poco a poco introducir 

al tema de estudio al entrevistado, no recomendándose, realizar preguntas que resulten más 

complejas. En ese sentido, dada la complejidad de las categorías y subcategorías del problema 

de investigación, la guía de entrevista se ha organizado las preguntas desde la más sencilla a la 

más compleja, a fin de introducir al entrevistado en el problema general que se debate de 
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manera sutil y sencilla; no obstante, cada una de las preguntas se encuentran relacionadas con 

objetivos de la investigación. 

En esa misma línea, la entrevista se desarrolló iniciando con una breve explicación del 

tema, para posteriormente brindar las indicaciones al entrevistado sobre el desarrollo de la 

entrevista, permitiéndose realizar preguntas o aclaraciones al entrevistador durante el 

desarrollo del interrogatorio. Además, se empleó un lenguaje formal, oralizadas de manera 

pausada y postura abierta, a fin de que se entienda cada una de las preguntas formuladas y el 

entrevistado pueda responder de manera libre, según su criterio. 

3.7. Análisis de datos 

Esta investigación nace la revisión de aspectos teóricos y normas legales pertinentes 

que resulten ser la base de la investigación, las cuales han sido contrastadas con los resultados 

obtenidos en cada una de las entrevistas a especialistas en la materia, a través de la 

comparación constante; en ese sentido, aplicando el método inductivo, a partir de los 

resultados obtenidos, se produce una teoría que fundamente la aplicación o el rechazo de la 

propuesta de modificación a la norma. 

En esa misma línea, luego de cada entrevista realizada a los diez abogados 

especializados en Derecho Laboral y/o con experiencia laboral en procesos judiciales laborales, 

se realizó la transcripción de las grabaciones para un mejor estudio e interpretación de los 

resultados obtenidos para generar la teoría mediante el uso de códigos (codificación abierta y 

axial); para posteriormente realizar un contraste, mediante el uso de cuadros o esquemas que 

permitan un análisis conjunto de todo lo observado y recopilado, logrando desarrollar una 

nueva teoría que explique la influencia de la aplicación de un plazo de caducidad en el proceso  

judicial de impugnación de medidas disciplinarias sobre los derechos de los trabajadores del 

sector privado. 
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3.8. Consideraciones éticas  

La presente investigación pretende incrementar los conocimientos en la materia, 

mediante información veraz, para lo cual se tuvo un debido cuidado con los derechos de autor 

en el uso de citas y referencia y; respetando el copyright de las documentaciones revisadas, de 

conformidad con el Artículo 77 del Reglamento General de Grados y Títulos de la Universidad 

Nacional Federico Villarreal. Asimismo, en el caso de las entrevistas, se implementó una ficha 

de consentimiento informado para los entrevistados, a fin de que el entrevistado tenga 

conocimiento de los fines del presente estudio y a través del cual cada uno de los entrevistados 

firmaron en señal de conformidad de que la transcripción de la entrevista sea anexada en la 

presente tesis de investigación, con el fin de dar credibilidad de las entrevistas realizadas 

(Véase Anexo F).  
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IV. RESULTADOS 

En el presente capítulo se muestran los resultados obtenidos de la investigación, del 

cual se detalla lo siguiente: 

Instrumento aplicado: Entrevista a especialistas. 

Se realizó una entrevista semi estructurada, permitiéndose al entrevistador la repregunta 

en caso fuese necesario alguna precisión, obteniéndose el detalle que se presenta en la 

transcripción de cada una de las entrevistas (Véase Anexo F), de las cuales, se aprecia lo 

siguiente: 

Conforme al Objetivo General: Explicar de qué manera la falta de plazo de 

caducidad influye en la seguridad jurídica del proceso judicial de impugnación de 

sanciones disciplinarias conservativas impuestas a trabajadores del sector privado, se 

formularon las siguientes preguntas: 

Ítem: Bajo su perspectiva, ¿Considera Ud. que la ausencia de un plazo de 

caducidad respecto a la impugnación judicial de sanciones disciplinarias conservativas 

afecta algún principio del proceso laboral? ¿Por qué? (Código: Q01) 

Tabla 3  

Afectación de principios del proceso laboral. 

Código Criterio 

P01 Si, afecta el principio de legitimidad para poder accionar porque está sometido al 

criterio del juez el determinar si es oportuna o no la impugnación. 

P02 Si afecta al debido proceso, pues este contempla la seguridad jurídica. 

P03 No afecta los principios del proceso laboral siempre que el juez valore el caso 

bajo el principio de inmediatez. 
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P04 No afecta los principios del proceso laboral; el juez regula el proceso.  

P05 Si afecta al principio de seguridad jurídica y el de inmediatez, porque existirían 

diferencia de criterios para resolver ante la ausencia de un plazo legal de 

caducidad. 

P06 No afecta ningún principio porque el trabajador puede acudir al órgano 

jurisdiccional a impugnar una medida disciplinaria. 

P07 Si afecta los principios procesales, genera incertidumbre respecto a la validez de 

la sanción y del proceso judicial. 

P08 Si afecta los principios de celeridad y economía procesal, dado que la inexistencia 

del plazo de caducidad genera que los procesos se extiendan y además, se generen 

gastos innecesarios para las partes y el órgano jurisdiccional. 

P09 Si, el principio de seguridad jurídica, celeridad procesal y previsibilidad, debido 

a la incertidumbre jurídica generada. 

P10 Si, afecta la eficacia del proceso laboral, lo que afecta diversos principios. 

Nota. Los resultados de las entrevistas realizadas muestran que la mayoría de los participantes 

consideran que la ausencia de un plazo de caducidad respecto a la impugnación judicial de 

sanciones disciplinarias conservativas afecta los principios del proceso laboral. 

Así también, a través del programa Atlas TI, se realizó la codificación de los resultados 

obtenidos y la saturación de los códigos; seguido a ello, se elaboró una red semántica 

representativa, observándose lo siguiente: 

Figura 1 

Red semántica - Afectación de principios del proceso laboral. 
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Nota. La red semántica obtenida mediante el sistema Atlas. ti (Vs. 22), muestra los resultados 

obtenidos de las respuestas de cada uno de los participantes a la pregunta que relaciona la 

ausencia del plazo de caducidad y su incidencia sobre los principios del proceso laboral, 

identificándose su influencia negativa como desequilibrio en el proceso, afectación de 

principios y destacando la labor del juez frente a este vacío legal. 

Ítem: En base a su criterio, ¿La incorporación de un plazo de caducidad para la 

impugnación de una sanción distinta al despido ante las instancias judiciales, puede 

garantizar los derechos procesales de las partes intervinientes? ¿Por qué? (Código: Q02) 

Tabla 4  

Garantía de derechos procesales de las partes. 
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Código Criterio 

P01 Si puede garantizar los derechos procesales, tales como el acceso a tutela 

jurisdiccional efectiva porque ayuda a efectivizar el derecho de acción. 

P02 Si puede garantizar, principalmente el derecho al debido proceso y la seguridad 

jurídica, porque evita criterios distintos en los jueces. 

P03 Si puede garantizar el derecho de acción y seguridad jurídica, porque evita 

obstáculos al derecho de acción del trabajador. 

P04 Si puede garantizar el derecho al debido procedimiento y el derecho a la defensa 

del trabajador, evitando que la parte emplazada pueda alegar argumentos que 

frustren el proceso. 

P05 Si puede garantizar los derechos puesto que evita que exista una disparidad en la 

decisión de los jueces en estos procesos. 

P06 Si puede garantizar el derecho de acceso a la justicia, porque permite tener claro 

el tiempo para impugnar una medida. 

P07 Si puede garantizar los derechos porque permite garantizar la seguridad jurídica, 

eficiencia procesal y certeza de las decisiones judiciales. 

P08 Si puede garantizar porque permite equilibrar la seguridad jurídica y el derecho 

de defensa. 

P09 Si, permite evaluar de manera oportuna la sanción impuesta y genera seguridad 

jurídica. 
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P10 Si, porque promueve la celeridad, economía procesal y el derecho a una defensa 

efectiva. 

Nota. Los resultados de las entrevistas realizadas muestran que todos los participantes 

consideran que la incorporación de un plazo de caducidad para la impugnación de una sanción 

distinta al despido ante las instancias judiciales garantizará los derechos procesales de las partes 

intervinientes. 

Así también, a través del programa Atlas TI, se realizó la codificación de los resultados 

obtenidos y la saturación de los códigos; seguido a ello, se elaboró una red semántica 

representativa, observándose lo siguiente: 

Figura 2 

Red semántica - Garantía de derechos procesales de las partes. 
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Nota. La red semántica obtenida mediante el sistema Atlas. ti (Vs. 22), muestra los resultados 

obtenidos de las respuestas de cada uno de los participantes a la pregunta que relaciona la 

necesidad de la incorporación del plazo de caducidad como forma de garantizar los derechos 

procesales de las partes intervinientes (trabajador – empleador), de lo cual se destaca la 

necesidad del plazo con fines de lograr eficacia del proceso laboral como garantista de 

protección de derechos. Elaboración propia. 

 Ítem: ¿Considera usted que establecer un plazo legal de caducidad garantizará la 

seguridad jurídica del proceso judicial de impugnación de sanciones disciplinarias 

conservativas? ¿Por qué? (Código: Q03) 

Tabla 5  

Establecer un plazo legal de caducidad. 

Código Criterio 

P01 Sí, porque establece una regla sobre la cual los jueces pueden resolver. 

P02 Sí, porque coadyuva a la seguridad jurídica y a garantizar el debido proceso. 

P03 Sí, porque un plazo legal permite la previsibilidad del proceso y beneficia a ambas 

partes. 

P04 Si porque el plazo otorga seguridad jurídica. 

P05 Si, garantiza la seguridad jurídica. 

P06 Sí, porque genera un equilibrio entre las partes procesales y certidumbre. 

P07 Si garantiza porque el plazo define un límite para impugnar la sanción y evita 

incertidumbre. 
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P08 Si, un plazo legal garantiza la seguridad jurídica. 

P09 Si, resulta necesario. 

P10 Sí, porque otorga un marco temporal objetivo y uniforme. 

Nota. Los resultados de las entrevistas realizadas muestran que todos los participantes 

consideran que el plazo legal de caducidad garantizará la seguridad jurídica del proceso judicial 

de impugnación de sanciones disciplinarias conservativas. 

Así también, a través del programa Atlas TI, se realizó la codificación de los resultados 

obtenidos y la saturación de los códigos; seguido a ello, se elaboró una red semántica 

representativa, observándose lo siguiente: 

Figura 3 

Red semántica - Establecer un plazo legal de caducidad. 

  

Nota. La red semántica obtenida mediante el sistema Atlas. ti (Vs. 22), muestra los 

resultados obtenidos de las respuestas de cada uno de los participantes a la pregunta Q02 que 

relaciona la implementación de un plazo de caducidad y la seguridad jurídica del proceso 
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laboral, del cual las entrevistas destacan la importancia de la inserción de dicho plazo de forma 

legal. Elaboración propia. 

Ítem: Estando a su respuesta anterior, ¿Fijar un tiempo perentorio para la 

impugnación judicial de una sanción disciplinaria conservativa garantizaría el bien 

común de las partes procesales intervinientes? ¿Por qué? (Código: Q04) 

Tabla 6  

El bien común de las partes procesales. 

Código Criterio 

P01 Si, garantizará porque el plazo legal de caducidad se convertiría en una regla que 

genera certidumbre y seguridad jurídica. 

P02 Si, garantizará porque el plazo legal de caducidad otorga certeza, seguridad 

jurídica y la protección de sus derechos. 

P03 Si, garantizará siempre que se trate de un plazo legal que preserve los principios 

de razonabilidad e inmediatez. 

P04 Si, garantizará siempre que se trate de un plazo legal porque permitirá exigir la 

impugnación de sanciones. 

P05 Si, garantizará porque favorece el principio de inmediatez y la reversión en caso 

de desproporcionalidad de la sanción impuesta. 

P06 Si, garantizará porque permitirá al empleador tener certeza sobre cuándo van a 

impugnar y vencido el plazo la sanción quedaría consolidada. 

P07 Si, garantizará porque permite tener certeza sobre el curso de las acciones legales 

y facilita la gestión del proceso. 
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P08 Si, garantizará un equilibrio entre el derecho de defensa del trabajador y el derecho 

de estabilidad jurídica. 

P09 Si, para ambas partes les permite eliminar la incertidumbre jurídica. 

P10 Si porque asegura la seguridad jurídica y fomenta la diligencia procesal y reduce 

la litigiosidad innecesaria. 

Nota. Los resultados de las entrevistas realizadas muestran que todos los participantes 

consideran que fijar un tiempo perentorio para la impugnación judicial de una sanción 

disciplinaria conservativa garantizará el bien común de las partes procesales intervinientes. 

Así también, a través del programa Atlas TI, se realizó la codificación de los resultados 

obtenidos y la saturación de los códigos; seguido a ello, se elaboró una red semántica 

representativa, observándose lo siguiente: 

Figura 4 

Red semántica - El bien común de las partes procesales. 
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Nota. La red semántica obtenida mediante el sistema Atlas. ti (Vs. 22), muestra los resultados 

obtenidos de las respuestas de cada uno de los participantes a la pregunta Q03 que relaciona la 

implementación de un plazo de caducidad y el bien común de las partes procesales 

intervinientes en el proceso laboral (trabajador – empleador), destacándose la necesidad de 

dicha incorporación normativa, como un fin de equilibrio procesal y garantía de derechos. 

Elaboración propia. 

En síntesis, de acuerdo al Objetivo General: Explicar de qué manera la falta de plazo 

de caducidad influye en la seguridad jurídica del proceso judicial de impugnación de sanciones 

disciplinarias conservativas impuestas a trabajadores del sector privado; los resultados 

obtenidos muestran que la mayoría de los entrevistados considera que la ausencia de un plazo 

de caducidad en la impugnación de sanciones disciplinarias influye negativamente en la 

seguridad jurídica, considerando que la implementación de un plazo legal de caducidad 

garantizará la seguridad jurídica de dicho proceso laboral y el bien común de las partes 

procesales.  

 Consiguientemente, en atención al Objetivo Específico Nro. 1: Determinar de qué 

manera la ausencia de un plazo de caducidad incide en la estabilidad jurídica para los 

empleadores en el proceso judicial de impugnación de sanciones disciplinarias 

conservativas impuestas a trabajadores del sector privado, se formularon las siguientes 

preguntas: 

Ítem: Bajo su criterio ¿De qué manera influye la ausencia de un plazo de 

caducidad en el proceso judicial de impugnación de una sanción disciplinaria distinta al 

despido, sobre los derechos procesales de la empresa emplazada? (Código: Q05) 

Tabla 7  

Los derechos procesales de la empresa emplazada. 
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Código Criterio 

P01 Afecta generando incertidumbre e indefensión al empleador, afectando el 

derecho de acceso oportuno a tutela jurisdiccional efectiva. 

P02 Afecta causando inseguridad jurídica e incertidumbre lo cual afecta derechos 

procesales del empleador. 

P03 No afecta los derechos procesales del empleador, se conserva su derecho de 

defensa. 

P04 No afecta los derechos procesales del empleador, únicamente podría afectar 

económicamente. 

P05 Afecta los derechos gravemente porque conlleva a la diferencia de criterios en los 

jueces para resolver dichos procesos. 

P06 No hay una afectación de derechos procesales propiamente, pero sí le genera 

incertidumbre a la parte empleadora. 

P07 Afecta los derechos procesales de la empresa, dificultando su derecho a la defensa. 

P08 Si afecta los derechos de la empresa puesto que no tiene certeza de cuando el 

trabajador pueda impugnar una sanción disciplinaria, y genera una carga al órgano 

jurisdiccional. 

P09 Afecta el derecho a obtener seguridad jurídica procesal, puesto que existe un 

margen de discrecionalidad. 

P10  Si afecta los derechos de la empresa quién se enfrenta a una situación de 

inseguridad jurídica. 
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Nota. Los resultados de las entrevistas realizadas muestran que la mayoría de los participantes 

consideran que la ausencia de un plazo de caducidad en la impugnación de sanciones 

disciplinarias influye en la seguridad jurídica del proceso judicial afectando los derechos de la 

empresa emplazada. 

A través del programa Atlas TI, se realizó la codificación de los resultados obtenidos y 

la saturación de los códigos; seguido a ello, se elaboró una red semántica representativa, 

observándose lo siguiente: 

Figura 5 

Red semántica - Los derechos procesales de la empresa emplazada 

 

Nota. La red semántica obtenida mediante el sistema Atlas. ti (Vs. 22), muestra los resultados 

obtenidos de las respuestas de cada uno de los participantes a la pregunta Q01 que relaciona la 

ausencia del plazo de caducidad para impugnar sanciones disciplinarias y su influencia en los 

derechos procesales de la empresa, identificándose que la ausencia del plazo de caducidad 

genera indefensión e incertidumbre; así como afectación de derechos del empleador, lo cual 

también da lugar a una afectación económica; además que, en un proceso laboral, se genera 

criterios jurisprudenciales distintos y un exceso de carga procesal, lo que da lugar a una 

necesidad de establecer un plazo legal de caducidad. Elaboración propia. 
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Ítem: ¿Considera usted que establecer mediante ley el plazo para la extinción de 

la acción de impugnar judicialmente sanciones disciplinarias conservativas, señalado en 

el IX Pleno Jurisdiccional Supremo laboral, favorece únicamente a empresas 

emplazadas? ¿Por qué? (Código: Q06) 

Tabla 8  

La extinción de la acción de impugnar. 

Código Criterio 

P01 No, favorece a ambas partes, porque ambos van a tener las reglas claras sobre el 

proceso judicial de impugnación de la sanción disciplinaria. 

P02 No, beneficia a ambas partes, porque ambos tienen certeza respecto del plazo de 

acción. 

P03 No, beneficia a ambas partes, siempre que se trate de un plazo razonable y legal. 

P04 Si, beneficia únicamente a la empresa, a menos que el plazo impuesto se compute 

posterior al término del contrato. 

P05 No, beneficia a la sociedad, porque brinda seguridad jurídica y predictibilidad en 

la forma de administrar justicia 

P06 Si, porque es el único afectado frente a la inexistencia de un plazo legal de 

caducidad, el plazo no perjudica a los trabajadores. 

P07 No, beneficia a ambas partes porque genera certeza y reduce la litigiosidad. 
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P08 No, beneficia a ambas partes e incluso al juez, permitiendo tener previsibilidad, 

evitar abusos, asegurando que los conflictos laborales se resuelvan en un tiempo 

razonable.  

P09 No, siempre que el plazo sea razonable 

P10 No, favorece a ambas partes y al sistema judicial porque favorece la seguridad 

jurídica y contribuye a un proceso laboral justo, equilibrado y eficiente. 

Nota. Los resultados de las entrevistas realizadas muestran que la mayoría de los 

participantes consideran que establecer mediante ley el plazo de caducidad para impugnar 

judicialmente sanciones disciplinarias conservativas, señalado en el IX Pleno Jurisdiccional 

Supremo laboral no favorece únicamente a las empresas emplazadas, si no que favorece a 

ambas partes procesales. 

Así también, a través del programa Atlas TI, se realizó la codificación de los resultados 

obtenidos y la saturación de los códigos; seguido a ello, se elaboró una red semántica 

representativa, observándose lo siguiente: 

Figura 6 

Red semántica - La extinción de la acción de impugnar 
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Nota. La red semántica obtenida mediante el sistema Atlas. ti (Vs. 22), muestra los resultados 

obtenidos de las respuestas de cada uno de los participantes a la pregunta que relaciona la 

necesidad de incorporar un plazo de caducidad conforme se propone en el IX Pleno 

Jurisdiccional Supremo y si ello beneficiaría únicamente a la parte emplazada en el proceso, 

de los cual, los entrevistados destacaron principalmente la seguridad jurídica que ello generaría 

al proceso. Elaboración propia. 

Ítem: Conforme a su experiencia laboral ¿Establecer un plazo para la extinción 

del derecho del trabajador para impugnar judicialmente sanciones disciplinarias 

distintas al despido, propiciaría estabilidad jurídica del proceso laboral? ¿Por qué? 

(Código: Q07) 

Tabla 9  

Extinción de derecho y estabilidad jurídica del proceso laboral. 

Código Criterio 

P01 Sí, pero como filtro o una etapa previa al proceso y la posibilidad de acceder a 

este. 

P02 Sí porque ambas partes procesales requieren de certeza al acudir a la vía 

jurisdiccional y las reglas aplicables al proceso.  

P03 Si porque ello evitará decisiones jurisprudenciales aisladas y a través de la norma 

se crea certeza a las partes. 

P04 Si porque ello genera que las partes tengan conocimiento sobre cuándo pueden o 

no acudir al órgano jurisdiccional y a su vez, ello permite que no se incremente la 

carga procesal. 
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P05 Sí porque evita tener diferentes criterios por parte de los jueces en la atención de 

dichos procesos. 

P06 Si porque la existencia de plazo legal también genera certidumbre. 

P07 Si porque contribuye con la certeza y reduce la incertidumbre y conflictos 

extensos. 

P08 Sí, siempre que se respete el debido proceso y el plazo sea legal y razonable, 

constituyéndose como garantía de una tutela judicial efectiva. 

P09 Sí, porque permite la uniformidad de criterios. 

P10 Sí, porque la ausencia de dicho plazo prolonga el riesgo del litigio y desequilibrio 

en la relación laboral. 

Nota. Los resultados de las entrevistas realizadas muestran que todos los participantes 

consideran que establecer un plazo de caducidad para impugnar judicialmente sanciones 

disciplinarias distintas al despido propiciará la estabilidad jurídica del proceso laboral. 

Figura 7 

Red semántica - Extinción de derecho y estabilidad jurídica del proceso laboral. 
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Nota. La red semántica obtenida mediante el sistema Atlas. ti (Vs. 22), muestra los resultados 

obtenidos de las respuestas de cada uno de los participantes a la pregunta que relaciona la 

necesidad de incorporar un plazo de caducidad conforme se propone en el IX Pleno 

Jurisdiccional Supremo y si ello garantizaría la estabilidad jurídica, de los cual, los 

entrevistados destacaron principalmente el equilibrio procesal obtenido a partir de la 

incorporación del plazo de caducidad. Elaboración propia. 

En síntesis, de acuerdo con el Objetivo Específico Nro. 1: Determinar de qué manera 

la ausencia de un plazo de caducidad incide en la estabilidad jurídica para los empleadores en 

el proceso judicial de impugnación de sanciones disciplinarias conservativas impuestas a 

trabajadores del sector privado; los resultados obtenidos muestran que la mayoría de los 

participantes considera que la ausencia de un plazo de caducidad respecto a la impugnación 
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judicial de sanciones disciplinarias conservativas genera inestabilidad jurídica; observándose 

de los datos obtenidos  que todos los participantes alegan la necesidad de incorporar dicho 

plazo en la norma a fin de garantizar los derechos de ambas partes, modificación legal que es 

respaldada por todos los participantes. 

Finalmente, en vista del Objetivo Específico Nro. 2: Evaluar de qué manera la falta 

de plazo de caducidad en el proceso judicial de impugnación de sanciones disciplinarias 

conservativas impuestas a trabajadores del sector privado genera diversidad de criterios 

de los jueces, se formularon las siguientes preguntas: 

Ítem: ¿Considera usted que el vacío legal normativo respecto de la caducidad para 

interponer una demanda de impugnación de sanciones disciplinarias afecta la facultad 

discrecional del juez en la atención de un proceso judicial con dicha pretensión? ¿Por 

qué? (Código: Q08) 

Tabla 10  

El vacío legal normativo y el proceso judicial laboral 

Código Criterio 

P01 Si porque el proceso se vuelve más subjetivo, sometido a criterio de cada juez y 

los principios procesales. 

P02 Si, afecta no solo a un juez determinado, sino a todo el órgano jurisdiccional 

porque ocasiona la diferencia de criterios ante casos similares. 

P03 No, porque al juez tiene la libertad para valorar el caso bajo el principio de 

inmediatez y emitir una decisión. 

P04 No afecta la discrecionalidad del juez, pudiendo apartarse del criterio de pleno que 

no sea vinculatorio, sin embargo, genera falta de predictibilidad de las decisiones. 
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P05 Si afecta porque no hay una claridad respecto de la existencia de un plazo de 

caducidad para el caso específico. 

P06 No afecta porque el juez únicamente se debe someter a ley, poseyendo libertad 

para que bajo su discreción se aparte o no de un criterio establecido en un pleno. 

P07 Si afecta porque la falta de plazo legal de caducidad genera que no exista 

uniformidad en la interpretación e incertidumbre. 

P08 Sí, porque la falta de un plazo legal de caducidad obliga al juez a tramitar las 

demandas sin un parámetro claro, lo que debilita el margen de actuación judicial 

y genera inseguridad jurídica. 

P09 Si, genera criterios contrarios en las resoluciones. 

P10 Sí, porque le priva al juez valorar adecuadamente la oportunidad de la pretensión 

y fomenta decisiones contradictorias. 

Nota. Los resultados de las entrevistas realizadas muestran que la mayoría de los participantes 

consideran que el vacío legal normativo respecto de la caducidad para interponer una demanda 

de impugnación de sanciones disciplinarias afecta la facultad discrecional del juez en la 

atención de un proceso judicial con dicha pretensión, creando diversidad de criterios al 

momento de resolver. 

Así también, procediendo con la codificación de los resultados obtenidos a través del 

programa Atlas TI, se obtuvo lo siguiente: 

Figura 8 

Red semántica- El vacío legal normativo y el proceso judicial laboral. 
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Nota. La red semántica obtenida mediante el sistema Atlas. ti (Vs. 22), muestra los resultados 

obtenidos de las respuestas de cada uno de los participantes a la pregunta que relaciona el vacío 

legal normativo respecto de la caducidad y la facultad discrecional del juez quién posee la 

facultad para admitir o de negar el trámite de una demanda de impugnación de sanciones 

disciplinarias; los entrevistados destacaron principalmente los problemas surgidos a partir de 

la inexistencia de una norma positiva que determina en dicho plazo Elaboración propia. 

Ítem: Conforme a su experiencia profesional en procesos laborales y teniendo en 

cuenta que de oficio o a pedido de parte se puede declarar la caducidad en un proceso. 

¿Considera usted que aplicar el plazo judicial de caducidad establecido en el IX Pleno 

Jurisdiccional Supremo para atender procesos de impugnación de sanciones 

disciplinarias, atenta contra derechos laborales? ¿Por qué? (Código: Q09) 

Tabla 11  

El plazo judicial de caducidad y la vulneración de derechos laborales. 

Código Criterio 
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P01 Si, afecta el derecho del trabajador a una tutela jurisdiccional efectiva a través de 

un proceso judicial. 

P02 No, un plazo de caducidad no vulnera derechos, si no la falta de un plazo 

establecido por ley. 

P03 Si, vulnera el derecho al debido proceso y el acceso pleno a la justicia. 

P04 Si, vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva a través de la cual pueda obtener 

justicia. 

P05 No, sin embargo, es imprescindible fijar un plazo legal. 

P06 No, se vulnera ningún derecho, puesto que no se le impide al trabajador impugnar 

la medida. 

P07 Si, restringe la capacidad para defender sus derechos. 

P08 Sí, porque se requiere que el plazo sea legal a fin de no afectar otros derechos. 

P09 No, porque es parte de la seguridad jurídica. 

P10 Si, se vulnera porque se está limitando su derecho de acción sin un sustento legal. 

Nota. Los resultados de las entrevistas realizadas muestran que la mayoría de los participantes 

consideran que aplicar el plazo judicial de caducidad establecido en el IX Pleno Jurisdiccional 

Supremo para atender procesos de impugnación de sanciones disciplinarias atenta contra 

derechos laborales. 

Así también, procediendo con la codificación de los resultados obtenidos a través del 

programa Atlas TI, se obtuvo lo siguiente: 

Figura 9 

Red semántica- El plazo judicial de caducidad y la vulneración de derechos laborales. 
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Nota. La red semántica obtenida mediante el sistema Atlas. ti (Vs. 22), muestra los resultados 

obtenidos de las respuestas de cada uno de los participantes a la pregunta que relaciona la 

aplicación del plazo establecido en el IX pleno jurisdiccional supremo en los procesos 

judiciales y los derechos laborales existentes, teniendo en cuenta que no existe un plazo legal 

de caducidad que la norma prescriba; los entrevistados destacaron la vulneración de derechos 

y principios lo que da lugar a la necesidad de una norma positiva. Elaboración propia. 

Ítem: En lo referente al acuerdo 3.1 del IX Pleno Jurisdiccional Supremo laboral, 

que propone la incorporación de un plazo de caducidad ¿Considera que aplicar dicho 

plazo de caducidad sin una ley que lo respalde puede vulnerar los principios del proceso 

laboral? ¿Por qué? (Código: Q10) 

Tabla 12  

Vulneración de principios del proceso laboral. 

Código Criterio 

P01 No vulnera, complementa la aplicación del principio de inmediatez, pero se 

requiere la incorporación de un plazo legal. 
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P02 No vulnera puesto que el pleno es creado para uniformizar criterios, con la 

finalidad de obtener seguridad jurídica. 

P03 Sí, porque vulnera el principio de legalidad reconocido en el Artículo 2003 del 

Código Civil. 

P04 Sí, porque ante la inexistencia de un plazo legal, se vulnera el principio de 

legalidad. 

P05 No, puesto que el juez no puede dejar de resolver; sin embargo, se requiere que 

el plazo se establezca por ley. 

P06 No, puesto que bajo la facultad discrecional del juez puede decir apartarse de 

dicho plazo, sin embargo, se requiere de una ley que lo establezca. 

P07 Si, vulnera el principio de legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, dado 

que el plazo debe ser establecido por ley. 

P08 Si, vulnera el principio de legalidad y debido proceso, dado que el plazo debe ser 

establecido por ley. 

P09 Sí, porque debe ser un plazo establecido por ley. 

P10 Si vulnera el principio de legalidad, afecta la seguridad jurídica, amenaza el 

derecho de acceso a la justicia y rompe la separación de poderes. 

Nota. Los resultados de las entrevistas realizadas muestran que la mayoría de los participantes 

consideran que aplicar el plazo de caducidad señalado en el acuerdo 3.1 del IX Pleno 

Jurisdiccional Supremo laboral sin una ley que lo respalde vulnera los principios del proceso 

laboral.   
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Así también, procediendo con la codificación de los resultados obtenidos a través del 

programa Atlas TI, se obtuvo lo siguiente: 

Figura 10 

Red semántica- Vulneración de principios del proceso laboral. 

 

Nota. La red semántica obtenida mediante el sistema Atlas. ti (Vs. 22), muestra los resultados 

obtenidos de las respuestas de cada uno de los participantes a la pregunta que relaciona la 

aplicación el plazo de caducidad señalado en el IX Pleno Jurisdiccional Supremo y los 

principios del proceso laboral; los entrevistados destacaron la vulneración de principios y 

derechos a raíz de este pleno jurisdiccional que contradice el principio de legalidad, asimismo 

destacan la importancia de un plazo de caducidad a través de una norma positiva. Elaboración 

propia. 

Ítem: Conforme a su respuesta anterior, ¿Considera usted que es necesario la 

implementación de un plazo de caducidad en los casos de impugnación de sanciones 

disciplinarias conservativas a fin de generar estabilidad jurídica? ¿Por qué? (Código: 

Q11) 
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Tabla 13 

Implementación de un plazo legal de caducidad. 

Código Criterio 

P01 Si, resulta necesario para establecer legalmente lo propuesto en el IX Pleno 

Jurisdiccional. 

P02 Si, a fin de que se garantice el debido proceso, el resguardo de la seguridad 

jurídica a las partes procesales y la uniformidad de criterios de los jueces. 

P03 Sí, porque los órganos jurisdiccionales no pueden imponer un plazo de 

caducidad, ello debe ser mediante ley. 

P04 Si, el plazo debe ser legal. 

P05 Sí, porque ello conlleva a la predictibilidad en las decisiones de los jueces. 

P06 Si porque un plazo definido por ley, ello permite la transparencia y equilibrio del 

proceso. 

P07 Sí, porque es fundamental que la legislación laboral garantice la protección de 

los derechos. 

P08 Sí, porque ello evita posibles abusos y se garantiza la estabilidad jurídica y 

derechos de los trabajadores. 

P09 Sí, es necesario para la optimización del sistema de justicia. 

P10 Si, contribuye con la estabilidad jurídica, garantiza la igualdad procesal y evita 

la litigiosidad tardía. 
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Nota. Los resultados de las entrevistas realizadas muestran que todos los participantes 

consideran que es necesario la implementación de un plazo de caducidad en los casos de 

impugnación de sanciones disciplinarias conservativas a fin de generar estabilidad jurídica.   

Así también, procediendo con la codificación de los resultados obtenidos a través del 

programa Atlas TI, se obtuvo lo siguiente: 

Figura 11 

Red semántica - Implementación de un plazo legal de caducidad. 

 

Nota. La red semántica obtenida mediante el sistema Atlas. ti (Vs. 22), muestra los resultados 

obtenidos de las respuestas de cada uno de los participantes a la pregunta que relaciona La 

necesidad de establecer un plazo de caducidad para impugnar sanciones disciplinarias y la 

estabilidad jurídica; los entrevistados destacaron que a raíz de una norma positiva se genera 

eficacia del proceso y demás beneficios para el proceso y las partes intervinientes. Elaboración 

propia. 

En síntesis, conforme al Objetivo Específico Nro. 2: Evaluar de qué manera la falta de 

plazo de caducidad en el proceso judicial de impugnación de sanciones disciplinarias 
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conservativas impuestas a trabajadores del sector privado genera diversidad de criterios de los 

jueces; los resultados obtenidos muestran que el vacío legal normativo respecto de la caducidad 

para interponer una demanda de impugnación de sanciones disciplinarias afecta la facultad 

discrecional del juez en la atención de un proceso judicial con dicha pretensión, creando 

diversidad de criterios al momento de resolver; en dicha forma cuando los jueces aplican el 

plazo establecido en el IX Pleno Jurisdiccional Supremo sin una ley existente se atenta contra 

derechos laborales y vulnera los principios del proceso laboral; es por ello que, los datos 

obtenidos determinan que la implementación de un plazo legal de caducidad resulta necesario 

para generar estabilidad jurídica, modificación legal que es respaldada por todos los 

participantes. 
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V. DISCUSION DE RESULTADOS 

En función a los resultados obtenidos, en este capítulo se hace el análisis de cada uno 

de los resultados y su relación con cada uno de los objetivos de la investigación. 

En primer lugar, en relación al Objetivo General: Explicar de qué manera la falta de 

plazo de caducidad influye en la seguridad jurídica del proceso judicial de impugnación de 

sanciones disciplinarias conservativas impuestas a trabajadores del sector privado, observamos 

que dicho objetivo relaciona las dos categorías de estudio, la “plazo de caducidad” y la 

“seguridad jurídica del proceso judicial de impugnación de sanciones”, donde la categoría 

“plazo de caducidad” se enmarca en el contexto actual en que no existe un plazo de caducidad 

establecido por una ley, respecto a impugnar sanciones disciplinarias ante un órgano 

jurisdiccional; para lo cual se formularon las siguientes preguntas: 

Ítem: Bajo su perspectiva, ¿Considera Ud. que la ausencia de un plazo de caducidad 

respecto a la impugnación judicial de sanciones disciplinarias conservativas afecta algún 

principio del proceso laboral? ¿Por qué? (Código: Q01). 

Respecto a la pregunta Q01, se enfocó la pregunta a manera de consultar a los 

participantes respecto del vacío legal existente respecto de un plazo de caducidad para 

impugnar sanciones disciplinarias en el régimen laboral privado y cómo ello puede afectar los 

principios del proceso laboral. Así pues, de los resultados obtenidos, tal como se aprecia en la 

Tabla 5, se constató que los participantes P01, P02, P05, P07, P08, P09 y P10, consideraron 

que si existe afectación, contrario a la postura de los participantes P03, P04 y P06; sin embargo, 

respecto de la postura que considera que no existe afectación, se observa que el participante 

P03 destacó la importancia de la labor del juez como agente regulador que evita que exista 

afectación de principios; por su parte, el participante P04 precisó que naturalmente existe una 

desventaja entre el trabajador y el empleador, desventaja que es equilibrada por los principios 

procesales, no obstante, añadió la necesidad de una norma positiva y; en el caso del participante 
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P06, señaló que no afecta los principios mientras los interesados tengan acceso a un proceso 

judicial y perciban una tutela judicial efectiva. 

Visto lo anterior, aun cuando los participantes P03, P04 y P06 consideraron que no 

existe una afectación de principios, coincide con la postura de los demás participantes, en el 

extremo en que destacaron la necesidad de una norma positiva que determine el plazo de 

caducidad, dado que, ante la inexistencia de un plazo legal de caducidad, los jueces han 

propuesto un plazo a través de un pleno jurisdiccional, el cual no ofrece seguridad jurídica. 

Ahora bien, del análisis y codificación de resultados (Figura 5), se puede identificar 

que: ante la ausencia de un plazo establecido por ley que determina la caducidad, los 

participantes reconocen que el juez cuenta con una facultad discrecional para resolver cada 

demanda que se le presenta, y quien debe establecer las reglas para que se desarrolle un debido 

proceso, evitando la afectación de principios como el de legalidad, inmediatez, contradictorio, 

igualdad de armas, entre otros principios que deben ser protegidos en el proceso; así pues, la 

independencia que tiene el juez para atender un proceso se encuentra vinculado al estado de 

derecho, en el cual las reglas se administran a través de normas jurídicas; en ese sentido, en 

concordancia con lo señalado por Morales (2009) el juez posee libertad de interpretación de 

las normas, sin embargo, no debe apartarse de la voluntad misma del legislador al haber creado 

dicha regla normativa, debiendo respetarse el principio de legalidad, puesto que la facultad 

discrecional se encuentra limitada con los derechos fundamentales reconocidos en la 

Constitución 

Efectivamente, aunque resulta importante la labor del juez en el proceso judicial laboral 

para garantizar los derechos y principios; también es cierto que, el juez no puede apartarse de 

las normas que se encuentran ya establecidas; así pues, el artículo 2004 del Código Civil señala 

que los plazos de caducidad deben ser establecidos por ley, por lo que al haberse instaurado en 

el IX Pleno Jurisdiccional el plazo perentorio para impugnar sanciones disciplinarias, ello 
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resulta contrario al principio de legalidad antes señalado, generando una afectación de 

principios, así como una poca previsibilidad de las decisiones judiciales, pues no se tiene 

certeza si el juez se va a acoger o no al plazo establecido en el pleno, generando un desequilibrio 

de proceso. 

En otro aspecto, aun cuando un juez no sé acoja al plazo señalado en el pleno, se genera 

un desequilibrio del proceso judicial porque el trabajador no cuenta con un límite legal que 

detenga este derecho impugnatorio pudiendo concurrir ante las instancias judiciales en 

cualquier momento, generando incertidumbre para la parte empleadora; lo que nos autoriza a 

decir que resulta necesario un plazo de caducidad establecido por ley que no solo establezca 

las reglas procesales, sino también que genere estabilidad en las relaciones laborales a través 

de la inmutabilidad de la sanción disciplinaria impuesta. 

Ítem: En base a su criterio, ¿La incorporación de un plazo de caducidad para la 

impugnación de una sanción distinta al despido ante las instancias judiciales, puede garantizar 

los derechos procesales de las partes intervinientes? ¿Por qué? (Código: Q02). 

Respecto a la pregunta Q02, se enfocó la pregunta con la finalidad de consultar a los 

participantes respecto a la incorporación de un plazo de caducidad para impugnar sanciones 

disciplinarias como forma de garantizar los derechos procesales de las partes procesales 

intervinientes en el proceso judicial laboral. Al respecto, de los resultados obtenidos, se tiene 

que los todos participantes consideraron que establecer mediante ley si garantizara los derechos 

procesales de las partes procesales. 

A mayor abundamiento, del análisis y codificación de resultados (Figura 6), se 

identificó que ante la ausencia de un plazo establecido por ley que determina la caducidad y la 

creación del IX Pleno jurisdiccional en materia laboral por el cual los jueces han impuesto un 

plazo de caducidad, los participantes reconocieron la necesidad de plazo de caducidad 

establecido por ley que resulte razonable; ante ello el participante P01 agregó que en el caso 
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de los trabajadores del sector público, ellos si cuentan con un plazo de caducidad impuesto por 

SERVIR.  

Efectivamente, la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil (2013) señala un plazo 

perentorio de quince días para impugnar sanciones; dicho plazo es de conocimiento público 

para todos los trabajadores del sector estatal, en especial a aquellos que han sido sometidos a 

un procedimiento disciplinario y fueron sancionados; sin embargo, a diferencia de lo que ocurre 

en el sector privado, en el sector público se encuentran delimitadas las reglas tanto para realizar 

un procedimiento disciplinario, como para impugnar la sanción. Lo contrario sucede con los 

trabajadores del sector privado, para quienes la ley no ha establecido cuál es el procedimiento 

que debe seguir el empleador para sancionar a un trabajador; en efecto, tal como señala el X 

Pleno Jurisdiccional Supremo En Materia Laboral Y Previsional (2023) no resulta necesario 

que la ley establezca un procedimiento sancionador que las empresas deban seguir, siempre 

que se respete el debido proceso, ello no vulneraría el derecho a la defensa del trabajador 

porque este tiene el derecho de impugnar la sanción.  

En vista de que ante la inexistencia de un procedimiento disciplinario regulado por ley 

se debe respetar el derecho de acción impugnatorio del trabajador, resulta importante, analizar 

que el plazo de caducidad a dicho derecho resulte razonable y que sea beneficioso para ambas 

partes procesales. De ahí que, se quiere que las partes procesales tengan conocimiento de la 

norma a través de normas claras, tal como lo prescribe el Artículo 2004 del Código Civil, un 

plazo de caducidad que este expreso en la ley.  

Bajo esa tesitura, tal como lo señalaron los participantes P02, P03, P04, P07, P08 y 

P10, el plazo legal de caducidad es una garantía de derechos, que resulta imprescindible para 

generar seguridad jurídica y eficacia del proceso, permitiendo que todos los jueces se 

sometan a las mismas reglas procesales y se evalué la sanción impugnada de manera oportuna. 
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Ítem: ¿Considera usted que establecer un plazo legal de caducidad garantizará la 

seguridad jurídica del proceso judicial de impugnación de sanciones disciplinarias 

conservativas? ¿Por qué? (Código: Q03). 

Respecto a la pregunta Q03, se enfocó la pregunta desde la perspectiva de la 

posibilidad de establecer un plazo legal de caducidad, como forma para garantizar seguridad 

jurídica del proceso judicial laboral. En esa misma línea, de los resultados obtenidos se tiene 

que todos los participantes consideraron que es necesario la implementación de un plazo legal 

de caducidad, tal como se aprecia en la Tabla 4.  

Ciertamente, del análisis y codificación de resultados (Figura 3), se identificó que: 

Todos los participantes consideraron la necesidad de establecer un plazo de caducidad a 

través de una norma positiva, esto es, mediante una ley que señale de manera expresa el plazo 

de caducidad para impugnar sanciones disciplinarias, que establezca un límite al 

derecho impugnatorio del trabajador, a través de reglas claras, con la finalidad de 

obtener seguridad jurídica en el proceso judicial laboral, constituyéndose como garantía de 

derechos y permitiendo a ambas partes procesales tener certeza del plazo máximo para 

concurrir a la vía judicial a impugnar una medida; siendo ello un beneficio a nivel del órgano 

jurisdiccional, evitando procesos extensos.  

A mayor abundamiento, los participantes P03, P05 y P10, señalaron que el incorporar 

un plazo de caducidad para los casos de impugnación de medida disciplinaria en la ley de 

trabajo permite la previsibilidad procesal; asimismo, los participantes P04, P05, P06 y 

P07, señalan que ello genera equilibrio procesal, porque el trabajador tiene la oportunidad de 

defender sus intereses, garantizándose el debido proceso, a través de un plazo justo.  

Por ello, es posible inferir que los resultados obtenidos permiten concluir que el plazo 

de caducidad establecido legalmente genera seguridad jurídica, porque esto hace conocimiento 

a ambas partes procesales las reglas del proceso, evitando incertidumbres innecesarias. Así 
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pues, en concordancia con lo señalado en el Artículo 8.1 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (1978) las personas poseen el derecho fundamental a ser escuchadas de 

manera justa por un órgano jurisdiccional establecido por ley y dirigido por un juez 

independiente e imparcial, haciendo que se tramiten los procesos judiciales con todas las 

garantías necesarias y se desarrollen en un período de tiempo razonable, siendo ello un 

imperativo aplicable a todos los procesos de naturaleza penal, civil o laboral; en ese sentido, la 

necesidad de establecer un plazo no solo permite establecer seguridad jurídica en el proceso 

judicial que estamos analizando, sino que permiten garantizar los derechos de todos en general. 

Ítem: Estando a su respuesta anterior, ¿Fijar un tiempo perentorio para la 

impugnación judicial de una sanción disciplinaria conservativa, garantizaría el bien común 

de las partes procesales intervinientes? ¿Por qué? (Código: Q04). 

Respecto a la pregunta Q04, la pregunta estuvo enfocada en analizar la necesidad de 

establecer un plazo legal de caducidad como forma de garantizar el bien común de las partes 

procesales intervinientes en el proceso laboral, por un lado, el trabajador impugnante y del otro, 

la empresa emplazada con la demanda de impugnación de sanciones disciplinarias. De ahí que, 

de los resultados obtenidos se tiene que todos los participantes, consideran que la 

implementación de un plazo legal de caducidad garantizaría el bien común, tal como se aprecia 

en la Tabla 5.  

En ese tenor, del análisis y codificación de resultados (Figura 4), se identificó que: 

Todos los participantes consideraron la necesidad de establecer una norma positiva que 

determine un límite de derechos, esto es, el plazo de caducidad para impugnar sanciones 

disciplinarias, el cual se convierte en un límite legal que define las reglas objetivas y razonables 

en el proceso; en ese sentido, el plazo de caducidad fijado por ley permite que dichas reglas 

sean de conocimiento de las partes procesales. Según los participantes P01, P02, P05, P06, 

P07, P08, P09 y P10, dicho plazo también genera seguridad y estabilidad jurídica porque 
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permite tener certeza al empleador y al trabajador, al empleador porque le permitirá saber hasta 

cuando pueden impugnar la medida disciplinaria que haya impuesto y, por el lado del 

trabajador, porque este va a tener conocimiento sobre hasta cuándo se encuentra habilitado por 

ley para acudir al órgano jurisdiccional, siendo así, ello permite que se ejerza un debido 

proceso y como resultado, se garantice los derechos de las partes procesales como el ejercicio 

de derecho a la defensa. Adicionalmente, los resultados muestran que a través de una norma 

positiva se logra el equilibrio procesal, facilitando el desarrollo de los procesos judiciales para 

el juez y para las partes recurrentes; lo que nos permite concluir que el conocimiento de la 

norma favorece a ambas partes procesales generando el bien común. 

Ahora bien, analizados los resultados de las preguntas Q01, Q02, Q03 y Q04 que están 

vinculadas con el Objetivo general de la presente investigación, vemos que efectivamente la 

ausencia de plazo de caducidad para impugnar sanciones disciplinarias influye negativamente 

en la seguridad jurídica del proceso judicial de impugnación de sanciones disciplinarias 

conservativas impuestas a trabajadores del sector privado, dado que tiene repercusiones en 

diversos aspectos, donde el juez destaca por su labor como moderador en cada proceso judicial 

protegiendo los derechos o principios que puedan ser afectados en el desarrollo del proceso; 

sin embargo, ello no ha sido suficiente para evitar que la seguridad jurídica del proceso de 

impugnación de sanciones disciplinarias se vea afectada, pues pese a que los Jueces Supremos 

consideraron establecer un plazo de caducidad mediante un Pleno Jurisdiccional con la 

finalidad de limitar el derecho de acción impugnatoria del trabajador y vulnerando 

irremediablemente el principio de legalidad reconocido en el Articulo 2004 del Código Civil; 

aun mayor es el perjuicio por cuanto mientras que la norma no ha establecido de manera 

expresa un plazo de caducidad, lo señalado en el IX Pleno Jurisdiccional no es de obligatorio 

cumplimiento, motivo por el cual algunos jueces se apartan del acuerdo instaurado en dicha 

jurisprudencia, generando diversos criterios al momento de atender una demanda con dicha 
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pretensión; en ese sentido, la falta de un plazo de caducidad para impugnar sanciones 

disciplinarias que se encuentre prescrita en la ley aplicable a trabajadores del sector privado 

resulta perjuiciosa, haciendo necesario establecer mediante ley un plazo razonable de 

caducidad del derecho de accionar en contra de las sanciones disciplinarias para generar 

seguridad jurídica del proceso y consecuentemente, el bien común de las partes procesales 

intervinientes en el proceso judicial y de aquellas personas que trabajan en el sector privado 

quienes podrán tener conocimiento de su derecho de acción impugnatoria contra sanciones 

disciplinarias en la norma jurídica. 

En segundo lugar, respecto del Objetivo Específico Nro. 1: Determinar de qué 

manera la ausencia de un plazo de caducidad incide en la estabilidad jurídica para los 

empleadores en el proceso judicial de impugnación de sanciones disciplinarias 

conservativas impuestas a trabajadores del sector privado, se formularon las siguientes 

preguntas: 

Ítem: Bajo su criterio ¿De qué manera influye la ausencia de un plazo de 

caducidad en el proceso judicial de impugnación de una sanción disciplinaria distinta al 

despido, sobre los derechos procesales de la empresa emplazada? (Código: Q05). 

Respecto a la pregunta Q05, se enfocó la pregunta partiendo desde la situación jurídica 

actual, esto es, no existe un plazo de caducidad establecido en la ley que limite el derecho 

impugnatorio del trabajador frente a medidas disciplinarias; sin embargo, los jueces a través 

del IX Pleno jurisdiccional supremo en materia laboral propusieron un plazo judicial de 

caducidad para la pretensión señalada. En dicho contexto, se planteó la pregunta enfocada en 

analizar los derechos procesales de las empresas emplazadas en un proceso judicial de 

impugnación de sanciones disciplinarias, y cómo estos pueden verse afectados. 

Visto ello, de los resultados obtenidos, se tiene que los participantes P01, P02, P05, 

P07, P08, P09 y P10 consideraron que el vacío legal si afecta los derechos procesales de la 
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empresa; contrario a los participantes P03, P04 y P06, quienes consideraron que dicha laguna 

jurídica no les afecta, tal como se aprecia en la Tabla 3. Empero, evaluando las respuestas de 

los participantes que tienen una postura negativa al indicar que la ausencia de plazo de 

caducidad afecta los derechos procesales de la empresa emplazada, ellos también consideran 

que es necesario que exista un plazo de caducidad establecido por ley. 

Ahora bien, del análisis y codificación de resultados (Figura 2), se puede identificar 

que: Los participantes P01, P07 y P10 resaltaron que la ausencia del plazo de caducidad está 

relacionado con la indefensión, porque afecta en estricto a la parte empleadora dificultando su 

defensa efectiva; asimismo, los participantes P05 y P09 , consideran que dicho vacío legal 

genera criterios jurisprudenciales distintos, indicando que en su experiencia en procesos 

judiciales, advierten que los jueces quienes poseen la facultad discrecional les permite decidir 

cómo resolver, generando criterios distintos y contradictorios, a propósito del IX Pleno 

Jurisdiccional Supremo en materia laboral, se menciona que algunos jueces se apartan de dicho 

precedente -a diferencia de otros- lo que conlleva a la diferencia de criterios; por otro lado, los 

participantes P01 y P10 señalaron que el vacío legal señalado también afecta los derechos de 

la empresa tales como el debido proceso, acceso oportuno a tutela jurisdiccional efectiva y 

además, afecta la potestad disciplinaria de la empresa; asimismo, los participantes P01, P02 y 

P10, añadieron que ello afecta el derecho de acción de los trabajadores y; los participantes P07 

y P08 señalaron que afecta la carga procesal de los órganos jurisdiccionales especializados 

en materia laboral. 

Adicionalmente, en la Tabla 3 se advierte que los participantes P03, P04 y 

P06 consideraron que el vacío legal no afecta los derechos de la empresa; sin embargo, 

coinciden con los demás participantes señalando que existe una necesidad de plazo legal de 

caducidad porque la ausencia de dicho plazo genera pérdidas económicas para la empresa, así 

como un posible ejercicio abusivo del derecho impugnatorio del trabajador.  
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Además, el participante P04, enfatiza la necesidad de fijar un plazo de caducidad, el 

cual luego de vencido dicho tiempo perentorio la sanción impuesta quede firme y; en este 

punto, el participante P04, hace mención al expediente 00073-2023-0-1308- JR-LA-01, en el 

cual el Juez ha valorado tiempo transcurrido desde que el trabajador fue sancionado y el 

momento en que acude al órgano jurisdiccional, considerando que el principio de inmediatez 

también es aplicable al trabajador quien si se encuentra disconforme con la medida disciplinaria 

debería concurrir con rapidez al órgano jurisdiccional a reclamar su derecho; aquí pues, vemos 

que la postura del juez resulta muy subjetiva, puesto que a diferencia del empleador, quién 

cuenta con pruebas objetivas para sancionar una conducta; resulta distinta la situación del 

trabajador quién puede o no concurrir ante el órgano jurisdiccional y que dicha voluntad está 

sometida a distintas condiciones, como circunstancias económicas o disponibilidad de tiempo; 

en ese sentido, determinar si existe una aceptación tácita de la sanción por parte del trabajador 

dependiendo de la rapidez con la que concurre ante el órgano jurisdiccional, puede ser valorado 

de manera distinta por cada juez, lo que nos lleva a distintos criterios jurisprudenciales, como 

lo han señalado los demás participantes, lo que coloca en un contexto incierto respecto del 

proceso judicial que se tramita. De ahí que es posible señalar que, este vacío legal da lugar a 

una situación de incertidumbre, tal como es reconocido por los participantes P02, P06, P09 y 

P10, quienes indican que genera un desequilibrio en la relación laboral dado que la sanción 

disciplinaria impuesta no queda firme, por lo que se genera inseguridad jurídica en el proceso 

laboral, sometiendo a riesgo los derechos procesales tanto de la empresa, como del trabajador. 

De modo semejante, los resultados obtenidos en la tesis de investigación de San Miguel 

(2020) concluye que la caducidad del derecho para impugnar el despido actúa de manera 

favorable hacia una seguridad jurídica del proceso, aun cuando la caducidad implica la pérdida 

del derecho del trabajador de reclamar ante la vía judicial; por ello, es posible afirmar que la 

ausencia de plazo legal de caducidad del derecho impugnatorio contra medidas disciplinarias, 
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influye negativamente en los derechos de la empresa, afectándolos, porque la empresa no tiene 

certeza de cuándo el trabajador va a impugnar la medida; adicionalmente, ello también afecta 

a los trabajadores porque al existir un pleno jurisdiccional que establece un plazo, no todos los 

juzgados tienen los mismos criterios, por lo que algunos órganos jurisdiccionales se acogen al 

plazo establecido en el pleno, y otros se apartan, generando incertidumbre respecto del proceso 

judicial.  

Por tanto, es posible afirmar que existe necesidad de fijar un plazo de caducidad 

legalmente establecido, que delimite el derecho impugnatorio del trabajador como bien 

establece la norma en el caso de trabajadores del sector público, todo ello con la finalidad de 

generar armonía normativa que garantice los derechos ambas partes procesales (trabajador – 

empresa). 

En suma, los resultados obtenidos permiten concluir que la incertidumbre de la 

existencia o no de un plazo de caducidad conlleva a la inseguridad jurídica del proceso judicial 

laboral, aun cuando existe el IX Pleno Jurisdiccional Supremo laboral que establece un plazo 

de caducidad; pues tal como indica Cadillo (2024) en el sistema judicial peruano, la falta de 

predictibilidad en los fallos resulta ser un problema constante que tiene un impacto negativo 

en la seguridad jurídica y en el derecho a la igualdad, ya que situaciones similares a menudo 

reciben sentencias contradictorias, por lo que no se tiene certeza en las decisiones judiciales; 

por lo que, es justamente la inseguridad jurídica generada lo que vulnera derechos de ambas 

partes, al haberse dejado a criterio del juez el admitir o no una demanda laboral por dicha 

causal, existiendo diversidad de criterios jurisprudenciales. 

Ítem: ¿Considera usted que establecer mediante ley el plazo para la extinción de la 

acción de impugnar judicialmente sanciones disciplinarias conservativas, señalado en el IX 

Pleno Jurisdiccional Supremo laboral, favorece únicamente a empresas emplazadas? ¿Por qué? 

(Código: Q06) 
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Respecto a la pregunta Q06, se enfocó la pregunta a manera de consultar a los 

participantes respecto a establecer mediante ley el plazo propuesto en el IX Pleno Jurisdiccional 

Supremo laboral favorece solo a las empresas que puedan ser emplazadas en el proceso judicial. 

En este punto, de los resultados obtenidos, los participantes P01, P02, P03, P05, P07, P08, 

P09 y P10 consideraron que establecer mediante ley garantizará los derechos procesales de 

ambas partes intervinientes; en tanto, el participante P04 considera que será beneficioso 

únicamente para la empresa si es que el plazo impuesto no es razonable y del otro lado, el 

participante P06 indica que el trabajador no se encuentra afectado actualmente porque que el 

plazo de caducidad beneficiaria a la empresa afectada por el vacío legal. 

Ahora bien, el IX Pleno Jurisdiccional Supremo laboral (2022) sustenta que la 

necesidad de incorporar surge de la necesidad de que el trabajador tenga certeza de que puede 

concurrir ante un órgano jurisdiccional, motivo por el cual, aplicando los métodos de 

integración de la norma, se propone un plazo de caducidad igual como sucede con el despido; 

sin embargo, se debe tener en cuenta que mientras la ley no lo prohíbe, la persona puede 

hacerlo; efectivamente, tal como argumenta el Tribunal Constitucional en el Expediente N.º 

135-96-AA/TC (1998) "nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda ni impedido de 

hacer lo que ella no prohíbe", no se aplica en el derecho público, donde los funcionarios deben 

limitarse a sus competencias expresamente establecidas, pero sí es aplicable en el derecho 

privado laboral, donde el trabajador solo está obligado a lo explícitamente pactado y su omisión 

no es sancionable si la ley no lo obliga expresamente. De lo anterior, nos permite inferir que el 

trabajador aunque no tenga plazo de caducidad establecido por ley que indique que puede 

impugnar una medida disciplinaria, aun así puede realizarlo – como lo ha venido realizando- 

sin ningún tipo de impedimento, situación que si perjudica a la empresa porque desconoce hasta 

cuándo podrá ser emplazado con una demanda de este tipo; por lo que, conforme a los 

resultados de las entrevistas se puede inferir que la necesidad de fijar un plazo va más allá de 
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que el trabajador conozca su derecho impugnatorio, si no que se ofrece seguridad jurídica para 

ambas partes procesales como resultado del conocimiento de la norma. 

Ahora bien, del análisis y codificación de resultados (Figura 7), se puede identificar 

que: los participantes reconocen la necesidad de establecer el plazo de caducidad mediante una 

norma positiva genera igualdad de armas en el proceso, lo que beneficia al trabajador quien 

posee el derecho de impugnar la medida disciplinaria ante un órgano jurisdiccional y por su 

parte, la empresa puede interponer una excepción de caducidad para impedir el desarrollo de 

un proceso judicial por vencimiento del derecho de acción; en ese sentido, tal como lo reconoce 

los participantes P01, P04, P07 y P10, el plazo permite la eficacia el proceso judicial, 

contribuyendo a la reducción de la carga procesal al poder declarar la caducidad cuando se 

interpone una demanda de dicha naturaleza al vencimiento del plazo perentorio. 

 Ítem: Conforme a su experiencia laboral ¿Establecer un plazo para la extinción del 

derecho del trabajador para impugnar judicialmente sanciones disciplinarias distintas al 

despido, propiciaría estabilidad jurídica del proceso laboral? ¿Por qué? (Código: Q07) 

Respecto a la pregunta Q07, se enfocó la pregunta a manera de consultar a los 

participantes respecto a establecer mediante ley el plazo propuesto en el IX Pleno Jurisdiccional 

Supremo laboral favorece solo a las empresas que puedan ser emplazadas en el proceso judicial. 

En este punto, de los resultados obtenidos, todos los participantes consideraron que establecer 

un plazo legal que determine la extinción del derecho impugnatorio del trabajador, 

propiciaría estabilidad jurídica. 

Así pues, del análisis y codificación de resultados (Figura 7), se aprecia que los 

participantes consideraron la necesidad de una norma positiva, esto es, un plazo establecido 

por ley que defina el plazo perentorio por el cual se extingue el derecho impugnatorio del 

trabajador, considerando que a través una norma es de carácter público, siendo de 
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conocimiento para todas las personas, generando certeza, especialmente los que forman parte 

de la población económicamente activa, laborando en empresas del sector privado. 

De esta forma, se regula el acceso al proceso, limitando las demandas para impugnar 

sanciones disciplinarias que hayan sido impuestas mucho tiempo antes, obligando a que el 

plazo legal a imponerse resulte razonable, contribuyendo con la seguridad jurídica que ofrece 

el proceso judicial y a su vez, el órgano jurisdiccional a través de la uniformidad de criterios 

al momento de resolver dichos procesos; generando equilibrio procesal entre las partes 

procesales y eficacia del proceso. 

Ello autoriza a concluir que, el vacío legal existente respecto al plazo de caducidad para 

impugnar sanciones disciplinarias atribuidas a empleados del sector privado y las 

problemáticas surgidas de ello, hacen necesaria la implementación de un plazo legal que genere 

estabilidad jurídica; con la finalidad de garantizar derechos y principios, favoreciendo el 

derecho a la tutela jurisdiccional como lo señala el participante P02, mejorando la eficiencia 

en la gestión de los procesos judiciales como bien lo plantea el participante P07 e influenciando 

en la carga procesal del juzgado. 

Todas estas observaciones se relacionan también con el Proyecto de ley 5538-2022-

CR, porque como consecuencia de la propuesta de modificación normativa al Texto Único 

Ordenado del Decreto Legislativo N° 728, pretendido en el IX Pleno Jurisdiccional Supremo 

en Materia Laboral, se propuso a través del Proyecto de ley 5538-2022-CR (2023) la 

modificatoria de la norma con la finalidad de garantizar los derechos laborales, procesales, 

mejorar la confianza en el sistema judicial, eliminar el vacío legal y reducir la carga procesal.  

En este punto, es claro que efectivamente el vacío legal respecto del plazo de caducidad 

aludido genera inestabilidad jurídica ocasionando diversidad de criterios en la resoluciones 

emitidas por los órganos jurisdiccionales laborales en sus distintas instancias, y dando lugar a 

un estado de no predictibilidad de las resoluciones judiciales; empero, un punto que también 
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ha sido mencionado es respecto a la carga procesal y; efectivamente, de existir un plazo legal 

de caducidad, el emplazado o incluso el juez de oficio puede alegar la caducidad del derecho 

impugnatorio si es que ha extinguido el derecho y con ello, evitar que el proceso judicial 

continúe; incluso, al ser de conocimiento público -a través de la norma - el plazo de caducidad, 

ocurrirá que muchos trabajadores eviten concurrir innecesariamente ante un órgano 

jurisdiccional luego de que haya vencido el plazo y extinguido su derecho de acción, lo cual 

evitará el aumento de la carga procesal; sin embargo, debe recalcarse que el plazo legal a 

establecerse deba ser razonable, ya que las sanciones disciplinarias ocurren mientras el vínculo 

laboral sigue presente y el trabajador se encuentra en desventaja frente a su empleador, como 

bien lo ha destacado el participante P04. 

En esa misma línea, dado que el plazo de caducidad implica una extinción de derechos 

y sumado a ello, que el trabajador se encuentra en desventaja frente a su empleador al estar 

sometido a su poder disciplinario; el plazo a establecerse debe ser razonable y que genere 

estabilidad jurídica para ambas partes procesales; así pues, para los fines de la presente 

investigación, conforme a los derechos respaldados en la Ley N° 27806, Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública (2002) se solicitó información respecto de los procesos 

laborales llevados en las distintas instancias de los módulos laborales de cada una de las Cortes 

Superiores que existen en Lima Metropolitana, que tengan como pretensión la impugnación de 

sanciones disciplinarias; las mismas que fueron solicitadas con la finalidad de obtener 

información concreta respecto de la carga procesal en los juzgados y salas superiores laborales, 

que enriquezca los datos obtenidos en las entrevistas. En esa misma línea, la información 

brindada por las Cortes Superiores (Véase Anexo I), cuentan con soporte digital del Servicio 

Integrado Judicial –SIJ que maneja el Poder Judicial, de lo cual se aprecia lo siguiente: 
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Corte Superior de Justicia de Lima Centro 

Mediante Proveído N° 002823-2024-SG-CCSJLI-PJ de fecha 22 de julio de 2024, que 

adjunta el Memorando N° 001518-2024-UPD-GAD-CSJLI-PJ de fecha 19 de julio del 2024, 

la Corte Superior de Justicia de Lima remite la información solicitada, apreciándose lo 

siguiente: 

Figura 12 

Relación de expedientes por materia, especialidad y estado procesal. 

 
Nota. El documento remitido consta de doce páginas donde se detalla todos los procesos 

judiciales en materia laboral que tienen como pretensión la impugnación de sanciones 

disciplinarias y que iniciaron en el periodo 2014-2024. 

Del cuadro antes señalado se aprecia que, en la Corte Superior de Justicia de Lima, se 

iniciaron 531 procesos judiciales para impugnación de sanciones disciplinarias, en un periodo 

de 10 años, de los cuales se aprecia que solo 152 expedientes se encuentran archivados; 

asimismo, la mayoría de los expedientes que supera el periodo de un año desde que ingresó la 

demanda, se encuentran en estado procesal de calificación y/o tramite.  
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Corte Superior de Justicia de Lima Este 

Mediante Carta N° 000286-2024-CSJ-USJ-GAD-CSJLE-PJ de fecha 19 de agosto de 

2024, la Corte Superior de Justicia de Lima Este remite la información solicitada, apreciándose 

lo siguiente: 

Figura 13 

Reporte de cantidad de expedientes según proceso en el periodo 2010-2024 

 

Nota. El documento remitido muestra una base de datos, del cual la Corte realiza el reporte que 

se aprecia en imagen, detallándose todos los procesos judiciales en materia laboral que tienen 

como pretensión la impugnación de sanciones disciplinarias y que iniciaron en el periodo 2010-

2024. 

Al respecto, se aprecia que en un periodo de quince años únicamente se han interpuesto 

124 demandas de impugnación de sanciones disciplinarias, de los cuales la mayoría son 

tramitados en proceso ordinario laboral, esto es, ante Juzgado especializado. 

Respecto a este punto la carga procesal generada por las demandas seguidas por la 

pretensión mencionadas resulta mínima frente a la cantidad total de carga procesal; sin 

AÑO PROCESO TOTAL

2010 SUMARISIMO 3

2011 SUMARISIMO 33

2012 SUMARISIMO 3

2015 SUMARISIMO 1

2016 ORDINARIO 20

2017 ORDINARIO 4

SUMARISIMO 1

2018 ORDINARIO 17

2019 ORDINARIO 3

2020 ORDINARIO 3

2021 ORDINARIO 3

2022 ABREVIADO 1

ORDINARIO 16

2023 ORDINARIO 4

2024 ORDINARIO 12

Total general 124

CANTIDAD DE EXPEDIENTES SEGÚN PROCESO EN EL PERIODO 2010 -2024
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embargo, del  Boletín Informativo (2022), en el cual se detallan la carga procesal que se 

encuentra pendiente de atención dividido por especialidades, señala que en materia laboral 

existen 70,371 expedientes en giro divididos en todos los órganos jurisdiccionales de la Corte 

de Justicia de Lima este, lo que evidencia que las demandas de impugnación de sanciones 

disciplinarias no influyen en gran medida en la carga laboral. 

Corte Superior de Justicia de Lima Norte 

Mediante Carta N° 00226-2024-OA-P-CSJLIMANORTE-PJ de fecha 19 de agosto del 

2024, la Corte Superior de Justicia de Lima Norte remite la información solicitada, 

apreciándose lo siguiente: 

Figura 14 

Reporte de ingresos de expedientes 

 

Nota. El documento remitido muestra una base de datos, del cual la Corte realiza el reporte que 

se aprecia en imagen, detallándose todos los procesos judiciales en materia laboral que tienen 

como pretensión la impugnación de sanciones disciplinarias y que iniciaron en el periodo 2015-

2024. 

Figura 15 

Reporte de carga procesal hasta agosto de 2024 
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Nota. El documento remitido muestra una base de datos, del cual la Corte realiza el reporte que 

se aprecia en imagen, detallándose que a la fecha en que se emite el reporte únicamente se 

encuentran en giro 38 expedientes que tienen como pretensión la impugnación de sanciones 

disciplinarias. 

Al respecto, visto las Figuras 14 y 15 se aprecia que en un periodo de diez años 

únicamente se han interpuesto 51 demandas de impugnación de sanciones disciplinarias, de los 

cuales al momento de emitirse el reporte únicamente se encuentran giro 38 expedientes; de ahí 

que se puede inferir que la mayoría de estos expedientes en giro superan un año de antigüedad, 

además, que no resultan una cifra exorbitante que pueda significar un incremento de la carga 

procesal. 

Corte Superior de Justicia de Lima Sur 

Mediante Oficio N° 00198-2024-P-LTYAIP-PJ de fecha 21 de agosto del 2024, la 

Corte Superior de Justicia de Lima Sur remite la información solicitada, apreciándose lo 

siguiente: 

Figura 16 

Reporte de expedientes según pretensión 
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Nota. El documento remitido muestra una base de datos, del cual la Corte realiza el reporte que 

se aprecia en imagen, detallándose todos los procesos judiciales en materia laboral que tienen 

como pretensión la impugnación de sanciones disciplinarias y que iniciaron en el periodo 2017-

2024. 

Al respecto, se aprecia que en un periodo de ocho años únicamente se han interpuesto 

21 demandas de impugnación de sanciones disciplinarias, de los cuales mayoría son tramitados 

ante juzgados especializados. 

En suma, vemos que a manera global, la cantidad de expedientes generados a partir de 

una demanda de impugnación de sanciones disciplinarias en todas las cortes superiores de Lima 

metropolitana, representan una cantidad mínima; así pues, si vemos los resultados obtenidos 

en la tesis de investigación de Grados (2024) señala que la implementación del Módulo 

Corporativo Laboral, según la Nueva Ley Procesal del Trabajo entre los años 2022 y 2024, 

tuvo un impacto positivo en el sistema judicial, logrando una disminución significativa de la 

carga de trabajo en los juzgados y mejorando la capacidad de resolución de casos, lo que ha 

permitido que la mayoría de las Cortes Superiores tengan un rendimiento muy alto, cumpliendo 

o superando los objetivos de la Resolución Administrativa N° 395-2020-CE-PJ. 

Figura 17 

Carga procesal de Juzgados laborales en el 2024. 
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Nota. Adaptado de El módulo corporativo laboral de La Nueva Ley Procesal del Trabajo y la 

producción de los juzgados de trabajo en el Poder Judicial del Perú, 2023-2024. [Fotografía], 

por Mayra Alejandra Grados Tapia, 2024, Repositorio USIL.  

Tal como se observa de la Figura 17, las Cortes de Justicia de los Distritos Judiciales 

de Lima Este y Centro, presentan sobre carga procesal; sin embargo, la cantidad de procesos 

iniciados por impugnación de sanciones disciplinarias como se observa de las Figuras 12 y 13, 

resultan ser mínimas frente a la carga procesal total de los órganos jurisdiccionales en dichas 

Cortes; por su parte, en el caso de las Cortes de Justicia de los Distritos Judiciales de Lima 

Norte y Sur, presenta carga procesal estándar y de igual manera, esta cantidad supera en 

demasía a la cantidad de procesos de impugnación de sanciones disciplinarias que se vienen 

tramitando en dichas cortes conforme se aprecia de las Figuras 15 y16. 
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Visto lo anterior, podemos inferir que la imposición de un plazo de caducidad para 

impugnar sanciones disciplinarias no tendrá un impacto significativo en la carga procesal de 

los órganos jurisdiccionales como lo ha señalado el Participante P06; sin embargo, ello si 

serviría como filtro para admitir demandas, lo que permitirá al juez establecer dentro de un 

plazo razonable si el derecho impugnatorio del trabajador se encuentra vigente; de esta forma 

se mantiene el equilibrio entre los derechos de la  empresa emplazada y del trabajador.  

En consecuencia, analizados los resultados de las preguntas Q05, Q06 y Q07 que están 

vinculadas con el Objetivo Específico Nro. 01 de la presente investigación, vemos que la 

ausencia de un plazo de caducidad genera inestabilidad jurídica que afecta no solo a los 

empleadores emplazados en un proceso judicial de impugnación de sanciones disciplinarias 

conservativas impuestas a trabajadores del sector privado, sino también a los trabajadores que 

hayan interpuesto una demanda con dicha pretensión. 

El vacío legal respecto del plazo de caducidad para impugnar sanciones disciplinarias 

impuestas a contratados del sector privado; como se ha visto a lo largo de años ha permitido 

que los trabajadores ejerzan su derecho impugnatorio sin ningún límite de tiempo; lo que 

inevitablemente genera una situación de incertidumbre para la empresa quien desconoce hasta 

cuando la sanción disciplinaria que haya impuesto pueda ser materia de impugnación ante un 

órgano jurisdiccional, perjudicando el derecho a la defensa de la empresa y; aunque iniciado 

un proceso judicial, la empresa igual constase con un plazo de tiempo para ejercer su defensa 

con la contestación de la demandas surge una incertidumbre e inseguridad en el proceso 

judicial; más aún, a raíz de que se instaura un plazo perentorio mediante el IX Pleno 

Jurisdiccional Supremo laboral, incrementa la situación de incertidumbre respecto de cómo se 

va a resolver una demanda de dicha materia; dado que frente a un plazo de caducidad se puede 

interponer una excepción de caducidad y detener el proceso judicial desde su inicio; en dicha 

forma al no existir un plazo establecido por ley, depende mucho de la facultad discrecional de 
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los jueces acogerse a dicho plazo; por tanto, un mismo caso puede ser resuelto de manera 

distinta por un juez y otro, generando criterios jurisprudenciales distintos, lo hace necesario 

que se mediante una norma positiva se defina un plazo de caducidad de carácter obligatorio. 

De igual modo, los resultados permiten establece el plazo  de caducidad de carácter 

legal y razonable garantizará los derechos procesales, no solo de la empresa, sino también del 

trabajador; el conocimiento de la norma permite a cada parte procesal ejercer una defensa 

oportuna y una tutela jurisdiccional efectiva, contribuyendo con la seguridad jurídica que 

ofrece el proceso judicial y a su vez, el órgano jurisdiccional a través de la uniformidad de 

criterios; generando equilibrio procesal entre las partes procesales y la eficacia del proceso para 

obtener justicia. 

Finalmente, en respuesta al Objetivo Específico Nro. 2: Evaluar de qué manera la falta 

de plazo de caducidad en el proceso judicial de impugnación de sanciones disciplinarias 

conservativas impuestas a trabajadores del sector privado genera diversidad de criterios de los 

jueces, se formularon las siguientes preguntas: 

Ítem: ¿Considera usted que el vacío legal normativo respecto de la caducidad para 

interponer una demanda de impugnación de sanciones disciplinarias afecta la facultad 

discrecional del juez en la atención de un proceso judicial con dicha pretensión? ¿Por qué? 

(Código: Q08) 

Respecto a la pregunta Q08, se enfocó la pregunta a manera de consultar a los 

participantes respecto al vacío legal que actualmente existe, frente a ello, se evaluó como ello 

puede tener una implicancia en la decisión del juez, desde que ingresa la demanda hasta que 

emite el auto que finaliza el proceso.  

Así pues, del análisis y codificación de resultados (Figura 8), se aprecia que los 

participantes P01, P02, P05, P07, P08, P09 y P10 consideraron que el vacío legal sobre el 

plazo de caducidad si tiene incidencia negativa sobre la facultad discrecional de juez; por su 
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parte los participantes P03, P04 y P06 si bien consideran que no afecta la facultad discrecional 

del juez dado porque este puede decidir cómo llevar a cabo un proceso; sin embargo, ello 

genera perjuicio para las partes procesales ante una situación de incertidumbre, lo que hace 

necesario la incorporación de un plazo de caducidad a través de una ley. 

Veamos a detalle, en la Figura 8 se destaca que la facultad discrecional del juez le 

permite establecer un criterio para resolver de manera independiente cada caso, donde sus 

limitantes son los principios del derecho; tal es el caso que, el juez se ampara en el principio 

de inmediatez por el cual debe velar que todos los actos procesales deban realizarse en un 

tiempo que sea prudente, incluso desde la interposición de la demanda; en efecto, en el caso de 

la impugnación de sanciones disciplinarias, el interesado debe interponer la demanda tan pronto 

como es sancionado, lo cual debería ser evaluado por el juez al momento de evaluar la admisión 

a trámite de una demanda. Sin embargo, conforme lo señala el participante P06, el IX Pleno 

Jurisdiccional Supremo se convierte en un criterio para mejor resolver, que los jueces han 

establecido al consideran el exceso de tiempo que tiene el trabajador de imponer una demanda 

de impugnación de medida disciplinaria, como consecuencia del vacío legal antes señalado. 

Aun mayor es el perjuicio, puesto que esta facultad discrecional de los jueces para 

resolver cada proceso, parte de la voluntad interna de cada juez y el razonamiento que realiza 

en cada caso, por lo que resulta impredecible la decisión del juez quien conoce la demanda 

que haya interpuesto un trabajador, dando lugar a la afectación a las partes procesales, como 

señala el participante P02 afecta a los litigantes quienes pretenden ejercer una adecuada defensa 

de sus patrocinados; asimismo, como señala el Participante P05, al no existir un plazo de 

caducidad y la incertidumbre generada respecto de la posible decisión del juez en la diferentes 

instancias, lo que obliga al empleador a conservar todos los antecedentes, como medios 

probatorios de una sanción impuesta, superando el plazo que establece el Decreto Ley N° 

25988. 
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En dicha forma, como afirma el Participante 06 el juez no posee la facultad para crear 

normas, más aún si los plazos de caducidad deben ser establecidos por ley; pues en 

concordancia con lo establecido en el artículo 43 de la Constitución Política (1993) nuestro 

país de conforma de tres poderes, donde el legislativo crea normas y el judicial imparte justicia; 

por lo que  siguiendo esa línea, es necesaria la creación de una norma positiva que determine 

el límite al derecho impugnatorio del trabajador para generar eficacia del proceso y seguridad 

jurídica. 

Estando a lo anterior, aunque el juez es libre de acogerse o apartarse del criterio 

establecido en el Pleno Jurisdiccional, el vacío legal si afecta la facultad discrecional de los 

jueces, dejando a la subjetividad independiente de cada juez adoptar la decisión del pleno o 

ampararse en que los plazos de caducidad deben ser establecidos por ley conforme lo establece  

el Artículo 2004 del Código Civil, lo cual afecta a todo el sistema judicial y a las partes 

procesales, quienes pueden obtener distintos criterios respecto de la caducidad del derecho, 

según el juez ante quien recae su demanda, así como en las diferentes instancias judiciales, 

alargando el proceso judicial. 

En suma, este vacío legal afecta la facultad discrecional del juez quien conoce una 

demanda con dicha materia debido que al no existir una norma legal, no es obligatorio aplicar 

el criterio del Pleno Jurisdiccional porque no tiene carácter vinculante; sino que tal como 

mencionan Paredes y Vargas (2024) los plenos jurisdiccionales actúan como criterios 

orientadores que pretenden uniformizar criterios entre los jueces respecto de un determinado 

conflicto jurídico, así como como medio para alcanzar un grado de predictibilidad de la 

decisión judicial, la mejora del sistema de justicia a través de procesos judiciales eficientes, 

que genere confianza en la población; por tal motivo, los jueces pueden apartarse del criterio 

señalado en el pleno y resolver conforme a los reglas generales del derecho y al principio de 
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legalidad, como consecuencia de ello se pierde fiabilidad y se debilita la actuación judicial, 

incrementando el riesgo de emitir decisiones arbitrarias o contradictorias. 

Ítem: Conforme a su experiencia profesional en procesos laborales y teniendo en 

cuenta que de oficio o a pedido de parte se puede declarar la caducidad en un proceso. 

¿Considera usted que aplicar el plazo judicial de caducidad establecido en el IX Pleno 

Jurisdiccional Supremo para atender procesos de impugnación de sanciones disciplinarias, 

atenta contra derechos laborales? ¿Por qué? (Código: Q09) 

Respecto a la pregunta Q09, se enfocó la pregunta a fin de consultar a los participantes 

respecto a la posibilidad de que el Juez pueda acogerse al plazo perentorio establecido en el IX 

Pleno Jurisdiccional en los procesos judiciales iniciados, pudiendo declarar la caducidad del 

derecho impugnatorio del trabajador, en el caso que haya vencido el plazo antes aludido y si 

ello pueda tener alguna injerencia sobre los derechos laborales. En este punto, de los resultados 

obtenidos, se advierte que los participantes P01, P03, P04, P07, P08 y P10 consideraron que 

la situación antes expuesta si atenta contra los derechos de los trabajadores; contrario a los 

participantes P02, P05, P06 y P09, quienes consideraron que aun cuando existiese formalmente 

un plazo de caducidad establecido por ley, ello no vulneraría derechos puesto que el trabajador 

igual mantiene el derecho impugnatorio. 

Así pues, del análisis y codificación de resultados (Figura 9), se aprecia que los 

participantes destacan la relevancia de una norma positiva que determine el plazo de 

caducidad y por el cual la restricción del derecho del trabajador adquiera un carácter legal; es 

así que, por intermedio de un plazo legal y razonable, el trabajador y el empleador pueden 

ejercer una adecuada defensa, evitando la vulneración de derechos laborales. 

En efecto, tal como señala la participante P04, se puede afectar el derecho laboral del 

trabajador a la remuneración y al trabajo; por ejemplo, un trabajador que desconoce el plazo 

de caducidad establecido por los jueces en el IX Pleno jurisdiccional, es sancionado con una 
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suspensión sin goce de haber – deja de trabajar y no percibe remuneración por los días que es 

sancionado- y acude ante un órgano jurisdiccional en el día treinta y uno después de haber sido 

sancionado, entonces no puede acceder a una justicia a través del órgano jurisdiccional, porque 

el juez -amparándose en el pleno jurisdiccional señalado- considera que ha vencido el plazo 

perentorio y declara la caducidad del derecho.  

De lo anterior, vemos que la necesidad de la norma legal que defina el plazo de 

caducidad pretende también la publicidad y el conocimiento de las reglas procesales para todos 

los interesados; ciertamente, tal como señala el Tribunal Constitucional en el Expediente N.° 

2050-2002-AA/TC (2003) la Carta Magna obliga a que las normas sean publicadas en el Diario 

Oficial, exigencia constitucional que se fundamenta en el principio de publicidad, propio de un 

Estado de Derecho caracterizado por la transparencia y el gobierno abierto; de ahí que, este 

principio está estrechamente vinculado con la seguridad jurídica, ya que solo cuando los 

ciudadanos tienen acceso a conocer las normas pueden ejercer y defender sus derechos. 

Por otro lado, de los resultados obtenidos vemos que la necesidad de la norma se 

sustenta en que la posibilidad de poder impugnar ante el órgano jurisdiccional depende 

totalmente de la voluntad del juez, que como ya hemos señalado anteriormente, puede decidir 

acogerse o apartarse del plazo perentorio señalado en el IX Pleno jurisdiccional generando 

inseguridad jurídica para las partes procesales y atentando contra la eficacia del proceso, frente 

a este escenario de impredecibilidad de las decisiones judiciales. En efecto, tal como señala el 

Tribunal Constitucional en el Expediente Nº 03950-2012/PA-TC (2014) el principio de 

predictibilidad y certeza en las decisiones judiciales, como parte del principio de seguridad 

jurídica, requiere que los órganos judiciales mantengan coherencia y regularidad en la 

interpretación y aplicación del derecho, permitiendo así una aplicación justa y predecible de la 

ley, y contribuyendo a la estabilidad del orden constitucional y la protección de los derechos 

fundamentales 
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Bajo esa tesitura, si bien al aplicarse el IX Pleno Jurisdiccional Supremo el trabajador 

preservaría su derecho de impugnatorio de manera limitada; la inexistencia de una ley que 

respalde la propuesta de plazo de caducidad señalado en dicho pleno jurisdiccional genera  

incertidumbre respecto a la decisión del juez sobre declarar la caducidad del derecho e impedir 

la continuidad del proceso; como consecuencia de ello se vulnera el derecho al debido proceso, 

el derecho de acceso pleno a la justicia laboral y la tutela jurisdiccional efectiva en el proceso 

judicial laboral, proceso a través del cual se pretende proteger derechos laborales como el de 

la remuneración y el trabajo efectivo. 

Ítem: En lo referente al acuerdo 3.1 del IX Pleno Jurisdiccional Supremo laboral, que 

propone la incorporación de un plazo de caducidad ¿Considera que aplicar dicho plazo de 

caducidad sin una ley que lo respalde puede vulnerar los principios del proceso laboral? ¿Por 

qué? (Código: Q10) 

Respecto a la pregunta Q10, se enfocó la pregunta a manera de consultar a los 

participantes respecto a si el juez aplica el plazo perentorio establecido en el IX Pleno 

Jurisdiccional en los procesos judiciales iniciados, pueda tener alguna injerencia sobre los 

principios del proceso laboral. En este punto, de los resultados obtenidos, se advierte que los 

participantes P03, P04, P07, P08, P09 y P10 consideraron que si afecta los principios del 

proceso laboral, especialmente el principio de legalidad; contrario a los participantes P01, P02, 

P05 y P06, quienes consideraron que el juez actúa como moderador, procurando actuar 

conforme al principio de inmediatez y que lo señalado en el pleno promueve la uniformidad de 

criterios. 

Así pues, del análisis y codificación de resultados (Figura 10), se aprecia el participante 

P01 señala que el IX Pleno jurisdiccional supremo cumple una función integradora para lograr 

la uniformidad de criterios de los diferentes tribunales laborales; sin embargo, al no tener 

carácter vinculante, no podemos establecer que este plazo sea de obligatorio cumplimiento 
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como si lo es una ley. En esa misma línea, tal como señala el participante P06, el juez ante un 

vacío legal recurre a las fuentes y principios del derecho de trabajo para poder resolver frente 

a una laguna jurídica, facilitando su labor jurisdiccional; sin embargo, los plenos 

jurisdiccionales que no tienen carácter vinculante no son fuente de derecho para la creación 

de una norma legal, como es el caso de los plazos perentorios para la extinción de un derecho, 

más aun si la ley ha prescrito que la caducidad deba estar establecido de manera expresa en una 

ley, debido al grave perjuicio que conlleva ello - la extinción de un derecho; en dicha forma, la 

pérdida de un derecho no puede estar sujeto a la subjetividad de un magistrado; si no que eleva 

-como indicaron los participantes P01, P02, P05, P06, P08 y P09 - la necesidad de la creación 

de una norma legal que lo delimite. 

Estando a lo anterior, la necesidad de establecer un plazo de caducidad a través de una 

norma positiva, permite la uniformidad de criterios, donde todos los jueces deben someterse a 

esta regla de manera obligatoria, garantizando derechos y las resoluciones a emitirse resultan 

predecibles; por ejemplo, sucede en el caso de que los trabajadores que han sido despedidos y 

desean impugnar el despido, no obstante, el trabajador y el empleador conocen que el artículo 

36 del Decreto Supremo N.º 003-97-TR Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo N.º 

728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral (1997), señala que para impugnar el 

despido, el trabajador cuenta con un plazo máximo de 30 días; ante ello, si es el caso que el 

trabajador se excede de ese plazo, tanto el juez como la empresa emplazada pueden alegar la 

caducidad del derecho. 

 Otro punto importante es que, como bien lo señala el Participante P03, tanto la 

Constitución  Política como el Código Civil establece que solo la ley determina los límites a 

los derechos; así pues, tal como se aprecia del Articulo 2004 del Código Civil (1987) solo la 

ley puede establecer un tiempo determinado para fijar la caducidad de un derecho, lo que nos 

muestra que estos plazos perentorios se rigen por el principio de legalidad; en dicha forma, 
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podemos indicar que, el hecho de aplicar en los procesos judiciales un plazo perentorio 

propuesto a través del acuerdo entre los jueces en el pleno jurisdiccional, vulnera el principio 

de legalidad.  

Por otro lado, el participante P03, hace referencia al Artículo 139 inciso 9 de la 

Constitución Política del Perú (1993) el cual establece que no se puede aplicar la analogía de 

la ley en ningún caso en que se pretenda recortar derechos; sin embargo, vemos que los 

argumentos del IX Pleno Jurisdiccional Supremo en materia laboral (2022) se sostienen en que  

el plazo de caducidad para los casos del despido señalado en la ley, deba aplicarse de manera 

análoga en los casos de impugnación de sanciones disciplinarias; si bien, el aludido pleno fue 

únicamente como propuesta para modificación de la norma, la aplicación de ello sin una ley 

escrita, pone en riesgo los derechos fundamentales; aun cuando Artículo 139 inciso 8 de la 

Constitución Política del Perú (1993) señala que los magistrados no pueden dejar de ejercer su 

función por alguna laguna jurídica o deficiencia en la norma, si no que deba recurrir a los 

principios generales del derecho y el derecho consuetudinario; debe entenderse que por mucho 

tiempo se ha venido resolviendo estos procesos garantizándose la defensa de ambas partes – 

eso sin quitarle importancia a la necesidad de la creación de una norma que precise el plazo de 

caducidad para estos casos – es justo que mientras que no exista una norma propiamente, deba 

evitar emitirse decisiones judiciales contrarias y que contravengan los principios y derechos 

establecidos en la carta magna.  

Como resultado de ello, podemos indicar que dicha situación incumple con lo 

establecido en el Artículo IV del Decreto Supremo N. º 003-97-TR Texto Único Ordenado del 

Decreto Legislativo N. º 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral (1997) que 

prescribe que para la atención y resolución de Litis propias del proceso judicial laboral se deba 

actuar conforme a la Constitución Política del Perú, los principios y preceptos constitucionales 

como lo es el de la legalidad; lo que vulnera los demás principios procesales. 
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Ítem: Conforme a su respuesta anterior, ¿Considera usted que es necesario la 

implementación de un plazo de caducidad en los casos de impugnación de sanciones 

disciplinarias conservativas a fin de generar estabilidad jurídica? ¿Por qué? (Código: Q11) 

 Respecto a la pregunta Q11, se enfocó la pregunta a manera de consultar a los 

participantes respecto a la necesidad de incorporar el plazo de caducidad en la norma procesal 

de trabajo como forma de generar estabilidad jurídica y; de los resultados obtenidos, se advierte 

que todos los participantes consideraron que si es necesario la implementación de dicha 

modificatoria en la norma adjetiva. 

Como bien se ha establecido a lo largo del análisis de las demás preguntas desarrolladas 

en la entrevista a cada uno de los participantes, la fijación de un plazo de caducidad a través de 

una norma positiva resulta trascendental en diferentes aspectos, siendo su principal 

consecuencia la seguridad jurídica. Ahora bien, como se advierte de la doctrina revisada y 

citada en este estudio, parte de la seguridad jurídica es la estabilidad jurídica; por lo que se tuvo 

a bien consultar respecto a ello a fin de reafirmar las respuestas antes dadas. 

Así pues, del análisis y codificación de resultados (Figura 11), se aprecia los 

participantes consideran que es necesario implementar a través de una ley un plazo perentorio 

del derecho impugnatorio; frente a lo cual, el participante P01 considera que un plazo 

perentorio de treinta días como lo propone el IX Pleno Jurisdiccional Supremo Laboral, resulta 

ser muy breve, sugiriendo que sea un plazo mayor de hasta cuarenta y cinco días; no obstante, 

los participantes P02 y P03 alegan que deba seguirse con el plazo propuesto en el pleno 

jurisdiccional antes citado. 

Ahora bien, aunque dicho plazo sea mayor o igual al propuesto en el pleno, cierto es 

que el conocimiento de la norma jurídica permite al trabajador y las empresas del sector privado 

tener reglas claras y transparentes del proceso, que permita desarrollarse el proceso con 

normalidad, logrando la eficacia del proceso, que refuerce la seguridad jurídica para las partes 
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procesales en el marco del proceso judicial y además, fortalezca la relación laboral trabajador-

empleador, dado que en el caso de las medidas disciplinarias no se ha extinguido el vínculo 

laboral; consecuentemente, podemos afirmar que una norma legal que establezca la caducidad 

para los casos de impugnación de sanciones disciplinarias genera la estabilidad jurídica. 

Bajo esa tesitura, la norma positiva conlleva al mejor curso de los procesos judiciales 

en general, tal como lo establecen los participantes P02, P05, P07, P08, P09 y P10 se garantiza 

la protección de los principios y derechos, como el debido proceso, permitiendo ejercer una 

mejor defensa ante los tribunales y evitando abusos como el exceso de tiempo –indefinido - 

que actualmente posee el trabajador para ejercer su derecho de accionar en contra de las 

medidas disciplinarias. En dicha forma, al reducir el periodo en que el trabajador se encuentra 

habilitado en derecho para impugnar, permite optimizar el sistema de judicial, promoviendo el 

desarrollo de procesos judiciales justos con igualdad inter-partes y predictibilidad de las 

resoluciones. En síntesis, la implementación de un plazo de caducidad en los casos de 

impugnación de sanciones disciplinarias conservativas generará estabilidad jurídica, siendo 

necesario su implementación en la norma. 

En otro aspecto, analizados los resultados de las preguntas Q08, Q09, Q10 y Q11 que 

están vinculadas con el Objetivo Específico Nro. 02 de la presente investigación, se observa 

que uno de los principales problemas de la no implementación de una ley que defina en estricto 

un plazo de caducidad del derecho impugnatorio contra medidas disciplinarias ha sido la 

diferencia de criterios por parte de los jueces en la atención de demandas con dicha materia; 

conforme a las respuestas de los participantes, quienes por su experiencia en proceso laborales, 

han reconocido que algunos jueces han considerado pertinente acogerse al plazo señalado en 

el IX Pleno Jurisdiccional Supremo en materia laboral, mientras otros jueces se apartan de 

dicho criterio, considerando la importancia de la legalidad que debe tener un plazo de 

caducidad. 
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Al respecto, revisada la jurisprudencia, analizaremos algunos expedientes (Véase 

Anexo J), extraída del Sistema de Búsqueda de Expedientes Judiciales (CEJ), respecto de los 

cuales se omitirá mencionar los datos completos de las partes procesales en cumplimiento de 

la Ley N.° 29733, Ley de Protección de Datos Personales. Así, se tiene el Expediente N.º 

24944-2017-0-1801-JR-LA-03 (2017) proceso judicial laboral seguido por el demandante de 

iniciales G.R.C.C. en contra su empleadora, una reconocida empresa dedicada a la 

comercialización de derivados de petróleo; se observa que el accionante interpone demanda 

de impugnación de sanciones disciplinarias impuestas en su agravio en el año 2015 y 2017; 

sanciones impuestas hasta dos años antes de iniciado el proceso, donde la emplazada contesta 

la demanda negando todo lo que se demanda y deduciendo excepción de caducidad de la 

acción para interponer demanda de impugnación de sanciones disciplinarias. 

Ante ello, el Tercer Juzgado Especializado De Trabajo Permanente, respecto de la 

caducidad formulada consideró que: 

Al no ser la impugnación de medidas disciplinarias un hecho que no se encuentre 

expresamente señalado en la ley con un plazo de caducidad, se aplica la regla general 

del plazo de prescripción de cuatro años a partir de la fecha del cese, no obstante, 

actualmente el trabajador sigue laborando para la demandada (Sentencia N° 44-2019-

03°JETL, 2019)  

De lo anterior, se aprecia que el Juzgado en primera instancia realiza una ponderación, 

considerando más importante la legalidad que debe tener los plazos de caducidad como se exige 

en el Código Civil; por tal motivo, dicho Juzgado declaró infundada la excepción de caducidad 

formulada. Claramente, el Juzgado señalado no aplica la analogía de los plazos de caducidad 

establecidos en la Ley N. º 29497 Nueva Ley procesal de trabajo, respecto de la interposición 

de demanda por nulidad de despido, contra el despido arbitrario y actos de hostilidad; es por 
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tal motivo que en primera instancia se declaró infundada la excepción de caducidad, decisión 

que fue confirmada en segunda instancia por la Cuarta Sala Laboral Permanente de Lima. 

Sin embargo, la empleadora interpone recurso de casación del recurso de excepcional 

de casación señalando una infracción normativa del artículo 36 del Texto Único Ordenado del 

Decreto Legislativo N. º 728, recurso que tomó conocimiento la Segunda Sala De Derecho 

Constitucional y Social Transitoria, quien es de criterio que: 

De acuerdo al criterio adoptado en el IX Pleno Jurisdiccional Supremo en materia 

laboral, resulta razonable y pertinente que el plazo para accionar judicialmente las 

sanciones disciplinarias distintas al despido sea el establecido en el artículo 36 del Texto 

Único Ordenado del Decreto Legislativo N. º 728, aprobado por Decreto Supremo N. º 

003-97-TR, es decir, de treinta días hábiles de producido el hecho. Por tanto, la 

demanda que da origen a la presente litis habría sido interpuesta superando en demasía 

el plazo legal, correspondiendo declarar la caducidad del derecho invocado (Casación 

Laboral N.º 08715-2020 – Lima, 2023).  

En dicha razón, la Sala Suprema resuelve declarando fundado el recurso de casación 

interpuesto por la empleadora y declarando fundado la excepción de caducidad formulada por 

la empresa emplazada. De lo anterior, vemos que la Segunda Sala De Derecho Constitucional 

y Social Transitoria toma en consideración el plazo de caducidad adoptado en el IX Pleno 

Jurisdiccional Supremo en materia laboral, aduciendo que se ha superado el plazo para 

interponer la demanda, revocando la demanda en primera instancia y declarando 

improcedente la demanda; sin embargo, tal como hemos señalado antes, dicho pleno no señala 

que tiene carácter vinculante, por lo que no es de obligatorio cumplimiento por los jueces; más 

aún si del razonamiento de la Cuarta Sala De Derecho Constitucional Y Social Transitoria, se 

advierte lo siguiente:  
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Es evidente que el carácter vinculante es el que diferencia a los Plenos Jurisdiccionales 

y los Precedentes Vinculantes regulados en la LPT, y por ello, queda en claro que los 

nueve Plenos Jurisdiccionales Supremos emitidos desde el 2012 hasta antes del 26 de 

octubre de 2022, fecha en que es publicada la Ley N. °31591 que modifica a la LOPJ, 

no son vinculantes en la solución de las controversias laborales (Casación N.º 9579-

2019-Lima, 2023). 

Por lo tanto, se colige que el IX Pleno Jurisdiccional Supremo que propone el plazo de 

caducidad para procesos de impugnación de sanciones distintas al despido, no tiene carácter 

vinculante, por lo que no debería aplicarse de materia obligatoria, criterio que se encuentra en 

conflicto frente a órganos jurisdiccionales; haciendo el proceso judicial más extenso y 

generando inseguridad jurídica para quien recurre a las instancias judiciales a solicitar justicia. 

Figura 18 

Criterios según instancia. 

 

Nota. Del presente proceso judicial se aprecia que tanto el Juzgado Especializado y Sala 

Laboral mantienen el mismo criterio; sin embargo, luego de 4 años desde que inició el proceso, 

se eleva en casación y, la Sala Suprema revoca el fallo de primera instancia y declara 

improcedente la demanda; en tal caso, se aprecia la afectación económica para las partes 

procesales y la afectación a la labor jurisdiccional.  Elaboración: Propia. 

Por otro lado, revisado el Expediente N.º 19611-2023-0-1801-JR-LA-10 (2023) 

proceso judicial laboral seguido por un sindicato de una reconocida tienda por departamentos 
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en contra de su empleador; se aprecia que mediante auto admisorio se admitió a trámite la 

demanda de impugnación de sanciones disciplinarias distintas al despido; por su parte, la 

demandada absuelve traslado del escrito de demanda, deduciendo excepción de caducidad, 

alegando que el IX Pleno Jurisdiccional Supremo en Materia Laboral precisó que el plazo para 

impugnar sanciones menores, es de máximo 30 días. 

Estando a lo anterior, el Décimo Juzgado Especializado Laboral Permanente de la 

NLPT, con fecha 19 de agosto del 2024, mediante Resolución número siete (2024) declara 

infundada dicha excepción, alegando que para evaluar si ha caducado el derecho no se puede 

evitar evaluar el fondo de la controversia, por razones de que deba determinarse la fecha en 

que ha sido notificada la sanción disciplinaria; por lo que, omitiendo ello el juez analiza el caso 

y considera dejar sin efecto la sanción disciplinaria impuesta. 

No conforme con lo resuelto por el Magistrado, la demandada interpone recurso de 

apelación contra la resolución antes señalada y; con fecha 17 de diciembre del 2024, mediante 

resolución número trece, se resuelve el recurso de apelación, donde la Segunda Sala Laboral 

(2024) amparándose en lo dispuesto en el IX Pleno Jurisdiccional en materia laboral, establece 

que el plazo para impugnar una medida disciplinaria es en estricto 30 días hábiles, por lo que 

vencido dicho plazo se pierde el derecho del trabajador para accionar ante la vía judicial, por 

tal motivo, declara fundada la excepción de caducidad; consiguientemente, de la revisión del 

sistema Consulta de Expedientes -CEJ se aprecia que se ha interpuesto recurso de casación en 

el año en curso y que a la fecha no está resuelto, por lo tanto, la sentencia de vista antes señalada 

aun no es firme. 

Figura 19 

Criterios según instancia. 
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Nota. Revisado el expediente en la Consulta de Expedientes Judiciales –CEJ, se observa que 

el proceso se ha extendido y que se eleva la impredictibilidad de las resoluciones judiciales, así 

como se desconoce la fecha en que quedará resuelto el proceso judicial. Elaboración: Propia. 

Por otro lado, de la consulta en el sistema de Expediente Judicial – CEJ, se tiene el 

Expediente N.º 00297-2022-0-1801-JR-LA-01 (2022) del cual se tiene que el demandante de 

iniciales U.O.R.E. inicia un proceso laboral por demanda de impugnación de sanción 

disciplinaria conservativa y otros, solicitando entre una de sus principales pretensiones se deje 

sin efecto las amonestaciones y suspensiones que le fueron impuestas por su empleador, una 

reconocida empresa transnacional dedicada a la fabricación de bebidas y alimentos, quien 

adicionalmente le remitió una carta de pre aviso de despido, justificándola en que registra cinco 

sanciones disciplinarias; a su vez, el emplazado presenta una excepción de caducidad, 

aludiendo que se ha vencido el plazo para impugnar la medida disciplinaria, puesto que ha 

transcurrido más de dos años, sustentando su contestación en el IX Pleno Jurisdiccional 

Supremo en Materia Laboral. Conforme a ello, vemos que una sanción disciplinaria impuesta, 

aun cuando es conservativa, puede llevar al despido, por lo que resulta necesario que aquel que 

se viera afectado por una medida disciplinaria pueda concurrir a un Juzgado a impugnar dicha 

medida. 

Pese a todo, mediante Sentencia N.º 30 – 2024, el Primer Juzgado Especializado De 

Trabajo Permanente (2024) señala que si bien el plazo de caducidad debe ser fijado por ley 

tal como prescribe el Código Civil, la Ley N.º 31591 de fecha 26 de octubre de 2022 habría 
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determinado que los plenos tienen carácter vinculante; por tal motivo, el juez se acoge al plazo 

señalado en el IX Pleno Jurisdiccional Supremo en Materia Laboral, declarando fundada la 

excepción de caducidad al haber operado la caducidad, lo que le impide al demandante solicitar 

que se deje sin efecto las medidas disciplinarias impuestas por el demandado. Como resultado 

de ello, podemos afirmar que, el Magistrado realiza una interpretación distinta de la norma, 

respecto al carácter vinculante de los plenos jurisdiccionales y contrario al pronunciamiento de 

la Sala suprema en la Casación N.º 9579-2019-Lima, que citamos anteriormente, que indica 

que dicho pleno no es vinculante; en dicha forma, se advierte que el Magistrado aplica 

retroactivamente una norma que vulnera los derechos del accionante, dado que el pleno 

jurisdiccional señalado fue publicado con fecha 18 de mayo del 2022, por lo que no le alcanza 

los efectos legales establecidos por la Ley N.º 31591. 

En esa misma línea, el demandante interpone recurso de apelación, es así que la 

Séptima Sala Laboral Permanente (2024) haciendo un reexamen de los autos, se vuelve a 

pronunciar por respecto a la excepción de caducidad en los casos de impugnación de medidas 

disciplinarias conservativas, precisando que aun cuando el IX Pleno Jurisdiccional en materia 

laboral haya indicado que existe una laguna jurídica en este extremo; sin embargo, no se puede 

aplicar la analogía en estos casos, si no que el plazo debe ser fijado por ley, así pues, atendiendo 

a que los jueces no pueden dejar de administrar justicia, basa su criterio en jurisprudencias 

previas, estableciendo que, efectivamente el plazo para impugnar las medidas disciplinarias 

habría vencido, confirmando la sentencia apelada en el extremo en que se declara fundado la 

excepción de caducidad. Cabe precisar que, de la revisión del sistema Consulta de Expedientes 

-CEJ se aprecia que la empresa emplaza ha interpuesto recurso de casación por otros motivos 

distintos al de la excepción de caducidad y, aunque la sentencia de vista antes señalada aun no 

es firme, se concluye que el derecho impugnatorio del trabajador fue recortado desde el 

comienzo. 



131 
 

Figura 20 

Criterios según instancia. 

 

Nota. Revisado el expediente en la Consulta de Expedientes Judiciales –CEJ, se observa que 

el proceso se ha extendido y que se eleva la impredictibilidad de las resoluciones judiciales, así 

como se desconoce la fecha en que quedará resuelto el proceso judicial. Elaboración: Propia. 

Por otro lado, tenemos el Expediente N° 1975-2022-0-1801-JR-LA-06 (2022) en la 

cual se observa que la demandante de iniciales J.S.R.M. interpone demanda en contra de su 

empleador, una reconocida entidad bancaria, pretendiendo que se deje sin efecto la sanción de 

amonestación que se le impuso y otros; frente a lo cual, la demandada absuelve traslado, y en 

el extremo de la demanda donde se impugna la sanción disciplinaria, el emplazado deduce 

Excepción de Caducidad. 

Al respecto, mediante Sentencia N.º 492-2023-06°JETPL, el Sexto Juzgado de 

Trabajo Permanente de Lima (2023) aunque hace énfasis en que la norma no ha establecido 

un plazo determinado para impugnar una amonestación, suspensión sin goce de haber u otra 

sanción disciplinaria, lo que da lugar a un vacío legal en la norma laboral; no obstante, los 

magistrados no pueden dejar de resolver una Litis, tal como señala el artículo 139, inciso 8, 

de la Constitución; en tal sentido, argumenta que:  

Nuestra legislación laboral ha regulado en extenso el procedimiento para imponer y 

cuestionar judicialmente una sanción disciplinaria extintiva del contrato de trabajo; 

situación que no sucede con las conservativas, pues no existe procedimiento que se 
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deba observar para imponer este tipo de sanciones, ni mucho menos se ha establecido 

el plazo que tendría el trabajador para recurrir al órgano jurisdiccional para cuestionar 

dicha sanción; por lo que surge la necesidad de establecer un plazo de caducidad para 

que las partes de la relación laboral, en particular, el trabajador, tengan la certeza de 

que la imposición de cualquier sanción disciplinaria por parte de su empleador pueda 

ser objeto de un control judicial. (Sentencia N° 492-2023-06°JETPL, 2023) 

Dicho argumento ha servido al Órgano Jurisdiccional para acogerse al plazo de 

caducidad establecido por el IX Pleno Jurisdiccional en Materia Laboral, concluyendo que la 

sanción disciplinaria impuesta a la accionante ya no puede ser impugnada ante el poder judicial 

al haber vencido el plazo, declarando fundada la excepción de caducidad interpuesta por el 

emplazado. 

Estando a lo anterior, elevados los autos al Ad quem por apelación de sentencia, la 

Segunda Sala Laboral Permanente (2024) reafirma el criterio establecido por el A quo, en el 

extremo en que se ha declarado fundada la excepción de caducidad, precisando que no se ha 

aplicado analogía para determinar que ha caducado el derecho a impugnar una sanción 

disciplinaria, puesto que se ha aplicado un plazo prestablecido en el IX Pleno Jurisdiccional en 

materia Laboral y; si en caso hubiese sido tan gravosa la medida sancionatoria que se le ha 

impuesto a la demandante, debió concurrir de forma inmediata a impugnarla.  

Figura 21 

Criterios según instancia. 
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Nota. Revisado el expediente en la Consulta de Expedientes Judiciales –CEJ, se observa que 

el proceso se ha extendido y que se eleva la impredictibilidad de las resoluciones judiciales, así 

como se desconoce la fecha en que quedará resuelto el proceso judicial. Elaboración: Propia. 

Finalmente, revisado el Expediente N.º 08936-2021-0-1801-JR-LA-03 (2021) en el 

cual el demandante de iniciales L.H.C.O. demanda a su empleador una entidad bancaria 

asociada a una tienda por departamentos, alegando que fue sancionado disciplinariamente 

siendo suspendido de sus labores, pretendiendo impugnar dicha sanción a fin de que se le pague 

los días dejados de laborar y otros más que sustenta su demanda; frente a ello, el demandado 

fue declarado en rebeldía al no contestar la demanda; sin embargo, se apersona en Audiencia 

de Juzgamiento solicitando que se tenga en cuenta que ha caducado su derecho de impugnar la 

sanción disciplinaria. 

Empero, el Décimo Noveno Juzgado Especializado Laboral Permanente, mediante 

Sentencia N.º 014 - 2023-19°JETP-NLPT, (2023) fundamenta su resolución señalando que aun 

cuando el IX Pleno Jurisdiccional en materia Laboral ha fijado un plazo de caducidad, este no 

tiene carácter vinculante por lo que no corresponde aplicar en el proceso judicial en curso; más 

aún si el Código Civil establece que la caducidad debe ser establecida por una ley, ante esto, 

dicho Despacho se aparta del criterio establecido en el pleno antes señalado y analiza de 

fondo la medida disciplinaria impuesta, declarando fundada al demanda interpuesta en el 

extremo en que se solicita dejar sin efecto la medida disciplinaria impuesta. 

De lo anterior, elevados los autos en apelación, la Octava Sala Laboral Permanente, 

Sentencia N° 014 - 2023-19°JETP-NLP (2023) se pronuncia de fondo respecto de la aplicación 

de la medida disciplinaria impuesta al accionante, confirmando la Sentencia N° 014 - 2023-

19°JETP-NLP, exigiendo la nulidad de la medida disciplinaria impugnada. Ante ello, vemos 

que el Colegiado no se pronuncia de oficio respecto del plazo de caducidad en los casos de 

impugnación de medidas disciplinarias como si lo han realizado otros Órganos 
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Jurisdiccionales, evidenciándose las diferencias de criterios para resolver una misma 

pretensión, hecho que genera inseguridad jurídica; puesto que a diferencia de otros procesos 

judiciales que se ha analizado, este actualmente se encuentra en ejecución de sentencia, donde 

la demandada se encuentra cumpliendo con lo resuelto por Sentencia N° 014 - 2023-19°JETP-

NLP. 

Figura 22 

Criterios según instancia. 

 

Nota. Revisado el expediente en la Consulta de Expedientes Judiciales –CEJ, se observa que 

la empresa emplazada actualmente cumple con lo ordenado en sentencia; pese que la demanda 

de impugnación de sanciones fue interpuesta superando los treinta días posterior a que el 

trabajador fue sancionado, porque la ley no le impide ejercer su derecho impugnatorio ante el 

órgano jurisdiccional. Elaboración: Propia. 

 De lo anterior, resulta necesario admitir que existe diferencia de criterios en los distintos 

órganos jurisdiccionales especializados en materia laboral y; teniendo en cuenta que no en 

todos los procesos se interpone recurso de casación, resulta evidente que son principalmente 

los órganos de primera y segunda instancia sobre quienes se determina la aplicación del plazo 

de caducidad establecido en el pleno jurisdiccional.  En ese sentido, de acuerdo al Objetivo 

Especifico Nro. 02, se ha evaluado de qué manera la falta de plazo legal de caducidad respecto 

a la impugnación de sanciones disciplinarias genera diversidad de criterios por parte de los 

jueces; determinándose que el vacío legal impide que los jueces tengan uniformidad de 

P
ri

m
er

a 
in

st
an

ci
a Se aparta del 

criterio 
establecido 
en el Pleno.

Se
gu

n
d

a 
in

st
an

ci
a Omite 

pronunciarse 
respecto de 
la caducidad 
del derecho.

ES
TA

D
O

 P
R

O
C

ES
A

L

Ejecución de 
sentencia.



135 
 

criterios, pues si bien la facultad discrecional de los jueces permite que tengan cierta libertad 

para decidir en cada caso cómo resolverlo, resolver acogiéndose a lo señalado en el IX Pleno 

jurisdiccional atenta contra el principio de legalidad y el principio constitucional de 

inaplicabilidad de analogía; por el contrario, resolver apartándose del criterio señalado en el 

pleno, afecta el principio de inmediatez, donde el trabajador abusa de su derecho impugnatorio, 

al cual la ley no le ha impuesto un límite; en suma, la diferencia de criterios de los jueces - sea 

un criterio u otro- resulta un perjuicio para el ejercicio de la defensa de ambas partes procesales, 

ante la impredictibilidad de la motivación de las resoluciones, generando inseguridad jurídica. 
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VI. CONCLUSIONES 

6.1. La ausencia de un plazo de caducidad del derecho impugnatorio contra sanciones 

disciplinarias en la norma adjetiva influye negativamente en la seguridad jurídica que 

debería ofrecer el proceso judicial laboral, porque pese a que mediante el IX Pleno 

Jurisdiccional Supremo en materia laboral se ha propuesto establecer mediante ley un 

plazo de caducidad que limite el derecho impugnatorio de los trabajadores, a la fecha no 

existe una norma legal que lo regule y que permita ser de conocimiento de todos los 

interesados; situación que ha permitido que algunas empresas emplazadas interpongan 

excepción de caducidad amparándose en el pleno citado, criterio que también es tomado 

por algunos jueces, pese a que el Artículo 2003 del Código Civil exige que los plazos de 

caducidad sean definidos por una norma legal, hecho que enerva la seguridad jurídica, 

ocasionando desconfianza en el sistema de justicia, impredictibilidad de las decisiones 

judiciales, vulnerando principios procesales y afectando derechos de las partes. 

6.2. La ausencia de un plazo legal de caducidad para impugnar judicialmente sanciones 

disciplinarias conservativas incide negativamente en la estabilidad jurídica porque tras 

haber sesionado el IX Pleno Jurisdiccional Supremo en materia laboral que propone 

modificar la norma y fijar un plazo de caducidad para dichos casos, los jueces haciendo 

uso de su facultad discrecional pueden deciden si aplicar o no dicho plazo en los procesos 

judiciales en los que se avocan a conocimiento, generando incertidumbre respecto a la 

existencia de un plazo perentorio, situación que perjudica tanto a la empresa como al 

trabajador, impidiéndoles ejercer una defensa oportuna y al órgano jurisdiccional ejercer 

una tutela jurisdiccional efectiva, atentando contra la eficacia del proceso judicial y la 

relación jurídico-laboral entre trabajador – empleador. 

6.3. La falta de plazo legal de caducidad respecto a la impugnación de sanciones disciplinarias 

genera diversidad de criterios por parte de los jueces en las distintas instancias judiciales 
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porque el IX Pleno jurisdiccional supremo en materia laboral, al no tener carácter 

vinculante, no resulta de obligatorio cumplimiento; en tal sentido, la facultad discrecional 

de los jueces sujeta a subjetividad de cada magistrado, le habilita para resolver acogiéndose 

o apartándose de lo señalado en el pleno jurisdiccional, lo que se convierte en un perjuicio 

para el ejercicio de la defensa de las partes procesales, ante la impredictibilidad de la 

motivación de las resoluciones y la inseguridad jurídica generada, debido a que en algunos 

procesos judiciales, luego de que en primera y segunda instancia los jueces hayan 

considerado que no existe un plazo de caducidad, mediante recurso de casación este 

criterio puede variar, generando procesos extensos y pudiendo ocasionar gastos 

innecesarios al órgano jurisdiccional y a las partes procesales. 
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VII. RECOMENDACIONES 

7.1. Se recomienda establecer un plazo de caducidad del derecho impugnatorio mediante una 

norma positiva que permita a todos los interesados tener conocimiento de la vigencia de 

su derecho que le permita concurrir ante un órgano jurisdiccional a exigir justicia, 

debiéndose impulsar la creación de la norma legal tan pronto como sea posible, con la 

finalidad de evitar la continuidad de la aplicación de un plazo de caducidad que 

contravenga el principio de legalidad exigido en el Articulo 2003 del Código Civil, 

permitiendo a las partes procesales tener seguridad jurídica en el proceso judicial laboral, 

asegurándose los principios procesales y derechos de las partes. 

7.2. Teniendo en cuenta que la relación jurídico-laboral entre trabajador – empleador se 

conserva aun cuando el trabajador es sancionado disciplinariamente, se recomienda 

establecer un plazo legal y razonable de caducidad del derecho impugnatorio contra 

medidas disciplinarias conservativas, que limite la facultad discrecional de los jueces y 

sometan los procesos judiciales a las mismas reglas de forma obligatoria, generando 

uniformidad de criterios y permitiendo que tanto la empresa como el trabajador ejerzan 

una defensa oportuna, con la finalidad de alcanzar estabilidad jurídica. 

7.3. Se recomienda capacitar a los jueces y personal jurisdiccional  de todas las instancias 

judiciales especializadas en materia laboral, respecto a los lineamientos establecidos en el 

IX Pleno Jurisdiccional Supremo en materia laboral; con la finalidad de uniformizar 

criterios en las resoluciones, mientras que no se promulgue una ley que establezca 

formalmente dicho plazo, con la finalidad de reducir la diferencia de criterios 

jurisprudenciales surgidos a partir del vacío legal respecto al límite del derecho 

impugnatorio del trabajador sobre las medidas disciplinarias conservativas. 
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VI.  ANEXOS 

ANEXO A: MATRIZ DE CATEGORIZACION 

 

PROBLEM

A 

OBJETIVO

S 
CATEGOR

IAS 

DEFINICI

ON DE 

CATEGOR

IAS 

SUBCATEGO

RIAS 

METODOLO

GÍA PROBLEM

A 

GENERAL 

OBJETIVO 

GENERAL 

¿De qué 

manera la 

falta de 

plazo de 

caducidad 

influye en la 

seguridad 

jurídica del 

proceso 

judicial de 

impugnación 

de sanciones 

disciplinaria

s 

conservativa

s impuestas 

a 

trabajadores 

del sector 

privado? 

Explicar de 

qué manera 

la falta de 

plazo de 

caducidad 

influye en la 

seguridad 

jurídica del 

proceso 

judicial de 

impugnación 

de sanciones 

disciplinaria

s 

conservativa

s impuestas 

a 

trabajadores 

del sector 

privado.  

Seguridad 

jurídica del 

Proceso 

judicial 

laboral de 

impugnación 

de Sanciones 

disciplinaria

s 

conservativa

s 

Cárdenas y 

Villegas 

(2013) 

consideran 

que 

establecer un 

tiempo 

determinado 

surge de la 

idea de la 

búsqueda de 

la seguridad 

que se 

genera al 

establecer el 

inicio y el 

término de 

algo.  

  

Estabilidad 

jurídica 

Tipo de 

Investigación: 

Básico 

Bien común 
Enfoque: 

Cualitativo 

Derechos 

procesales 

Diseño de 

Investigación: 

Teoría 

fundamentada 

- sistemático 

Método de 

investigación: 

Inductivo 

PROBLEM

AS 

ESPECIFI

COS 

OBJETIVO

S 

ESPECIFI

COS 
Principios del 

proceso laboral 

Unidad de 

análisis: 

Profesionales 

abogados 

especialistas 

en derecho 

laboral 

¿De qué 

manera la 

ausencia de 

un plazo de 

caducidad 

incide en la 

estabilidad 

jurídica para 

los 

empleadores 

Determinar 

de qué 

manera la 

ausencia de 

un plazo de 

caducidad 

incide en la 

estabilidad 

jurídica para 

los 

Muestra: 10 

abogados con 

experiencia en 

procesos 

laborales 

Demanda de 

impugnación de 

sanciones 

disciplinarias 

Instrumentos: 

Guía de 

entrevista 
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en el 

proceso 

judicial de 

impugnación 

de sanciones 

disciplinaria

s 

conservativa

s impuestas 

a 

trabajadores 

del sector 

privado? 

empleadores 

en el 

proceso 

judicial de 

impugnación 

de sanciones 

disciplinaria

s 

conservativa

s impuestas 

a 

trabajadores 

del sector 

privado. 

Plazo de 

Caducidad 

 Varsi (2022) 

establece 

que la 

caducidad es 

la extinción 

que atenta 

contra un 

derecho que 

tiene una 

vigencia 

temporal 

determinada 

por el tiempo 

que 

transcurre 

inevitableme

nte. 

Extinción de la 

acción 

Procedimient

o 

¿De qué 

manera la 

falta de 

plazo de 

caducidad 

en el 

proceso 

judicial de 

impugnación 

de sanciones 

disciplinaria

s 

conservativa

s impuestas 

a 

trabajadores 

del sector 

privado 

genera 

diversidad 

de criterios 

de los 

jueces? 

Evaluar de 

qué manera 

la falta de 

plazo de 

caducidad 

en el 

proceso 

judicial de 

impugnación 

de sanciones 

disciplinaria

s 

conservativa

s impuestas 

a 

trabajadores 

del sector 

privado 

genera 

diversidad 

de criterios 

de los 

jueces. 

Extinción del 

derecho 

Técnica de 

validación de 

instrumento: 

Coeficiente V 

de Aiken 

Plazo legal 

Técnica de 

análisis de 

datos: 

Codificación e 

interpretación 

Plazo judicial 

Técnica para 

presentar 

datos: Tablas 
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ANEXO B: ITEMS PARA ENTREVISTA 

 

CATEGORÍA

S 
SUBCATEGORIAS ITEM 

Seguridad 

jurídica del 

Proceso judicial 

laboral de 

impugnación de 

Sanciones 

disciplinarias 

conservativas 

Derechos procesales 

Bajo su criterio ¿De qué manera influye la ausencia 

de un plazo de caducidad en el proceso judicial de 

impugnación de una sanción disciplinaria distinta 

al despido sobre los derechos procesales de la 

empresa emplazada? 

En base a su criterio, ¿La incorporación de un 

plazo de caducidad para la impugnación de una 

sanción distinta al despido ante las instancias 

judiciales, puede garantizar los derechos 

procesales de las partes procesales intervinientes?  

Principios del proceso 

laboral 

Bajo su perspectiva, ¿Considera Ud. que la 

ausencia de un plazo de caducidad respecto a la 

impugnación judicial de sanciones disciplinarias 

conservativas afecta algún principio del proceso 

laboral?  

En lo referente al acuerdo 3.1 del IX Pleno 

Jurisdiccional Supremo laboral, que propone la 

incorporación de un plazo de caducidad 

¿Considera que aplicar dicho plazo de caducidad 

sin una ley que lo respalde puede vulnerar los 

principios del proceso laboral?  

Demanda de 

impugnación de 

sanciones 

disciplinarias 

¿Considera usted que vacío legal normativo 

respecto de la caducidad para interponer demanda 

de impugnación sanciones disciplinarias afecta la 

facultad discrecional del juez en la atención de un 

proceso judicial con dicha pretensión? 

Estabilidad jurídica 

Conforme a su respuesta anterior, ¿Considera 

usted que es necesario la implementación de un 

plazo de caducidad en los casos de impugnación de 

sanciones disciplinarias conservativas a fin de 

generar estabilidad jurídica? ¿Por qué? 

Bien común 

Estando a su respuesta anterior, ¿Fijar un tiempo 

perentorio para la impugnación judicial de una 

sanción disciplinaria conservativa garantizaría el 

bien común de las partes procesales intervinientes? 

¿Por qué? 

Plazo de 

Caducidad 
Extinción de la acción 

¿Considera usted que establecer mediante ley el 

plazo para la extinción de la acción de impugnar 

judicialmente sanciones disciplinarias 

conservativas, señalado en el IX Pleno 

Jurisdiccional Supremo laboral, favorece 

únicamente a empresas emplazadas? 
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Extinción del derecho 

Conforme a su experiencia laboral ¿Establecer un 

plazo para la extinción del derecho del trabajador 

para impugnar judicialmente sanciones 

disciplinarias distintas al despido propiciaría 

estabilidad jurídica del proceso laboral? ¿Por qué? 

Plazo legal 

¿Considera usted que establecer un plazo legal de 

caducidad garantizará la seguridad jurídica del 

proceso judicial de impugnación de sanciones 

disciplinarias conservativas?  

Plazo judicial 

Conforme a su experiencia profesional en procesos 

laborales y teniendo en cuenta que de oficio o a 

pedido de parte se puede declarar la caducidad en 

un proceso. ¿Considera usted que aplicar el plazo 

judicial de caducidad establecido en el IX Pleno 

Jurisdiccional Supremo para atender procesos de 

impugnación de sanciones disciplinarias atenta 

contra derechos laborales?  
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ANEXO C: FICHA DE VALIDEZ DE CONTENIDO Y JUICIO DE EXPERTOS 
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ANEXO D: JUICIO DE EXPERTOS 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

RESULTADOS: EL INSTRUMENTO ES VÁLIDO Y PUEDE APLICARSE A LA 

INVESTIGACIÓN. 
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ANEXO E: GUIA DE ENTREVISTA 
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ANEXO F: ENTREVISTAS REALIZADAS 

 

ENTREVISTA PARTICIPANTE Nº 01 
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ENTREVISTA PARTICIPANTE Nº 02 
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ANEXO G: CONSENTIMIENTO INFORMADO 
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ANEXO H: SOLICITUDES DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL 

PODER JUDICIAL 
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ANEXO I: INFORMACIÓN OBTENIDA A TRAVES DE ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA DEL PODER JUDICIAL 

 

 

DOCUMENTACIÓN REMITIDA POR EL PODER JUDICIAL 

 

Estimado (a), 

Debido al exceso en cantidad de hojas de la documentación adjunta en formato PDF, se ha 

tenido a bien conservarlos en una Carpeta Drive para su mejor revisión. 

Se le invita a dar clic en el link adjunto para acceder a ello. 

Saludos Cordiales. 

 

LINK 

 

 

https://drive.google.com/drive/folders/1Gjz0Milhy9rtZqgpdueaL30zsBVWp9nm?usp=shar

ing 

 

 

https://drive.google.com/drive/folders/1Gjz0Milhy9rtZqgpdueaL30zsBVWp9nm?usp=sharing
https://drive.google.com/drive/folders/1Gjz0Milhy9rtZqgpdueaL30zsBVWp9nm?usp=sharing
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ANEXO J: RESOLUCIONES JUDICIALES 

 

RESOLUCIONES JUDICIALES CITADAS 

 

Estimado (a), 

Debido a la que la información recabada se encuentra en formato Excel y PDF, se ha 

tenido a bien conservarlos en una Carpeta Drive para su mejor revisión. 

Se le invita a dar clic en el link adjunto para acceder a ello. 

Saludos Cordiales. 

 

LINK 

 

 

 

https://drive.google.com/drive/folders/11Xz0xZuSZ5BbLwZQ_BoqkCcEO6qjdPza?usp=s

haring 

 

https://drive.google.com/drive/folders/11Xz0xZuSZ5BbLwZQ_BoqkCcEO6qjdPza?usp=sharing
https://drive.google.com/drive/folders/11Xz0xZuSZ5BbLwZQ_BoqkCcEO6qjdPza?usp=sharing
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ANEXO K: IX PLENO JURISDICCIONAL SUPREMO EN MATERIA LABORAL 
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